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l. En el párrafo 1 de su resOlución 32/63 de 8 de diciembre de 1977, la Asamblea 
General pidió al Secretario General que elaborara y distribuyera entre los Estados 
Miembros, un cuestionario en el que se solicitara información acerca de las medidas 
adoptadas por ellos, incluso las medidas legislativas y administrativas, para poner 
en práctica los principios de la Declaración sobre la Protección de Todas las 
Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
prestando especial atención a diversos aspectos enumerados en el mismo párrafo. En 
el párrafo 2 de la resolución se pedía al Secretario General que presentara a la 
Asamblea General en su trigésimo tercer período de sesiones la información que se 
le suministrara en respuesta al cuestionario y que además presentara esa información 
a la Comisión de Derechos Humanos y a la Subcomisión de Prevención de Discriminación 
y Protección a las Minorías en su 32" período de sesiones. 

2. En los párrafos 4, 5 y 6 de su resolución 33/178 de 20 de diciembre de 1978, 
la Asamblea General tomó nota del informe del Secretario General que contenía las 
respuestas al cuestionario (A/33/196 y Add. 1 a 3), pidió a los Estados Miembros 
~ue aún no lo hubieran hecho que respondieran al cuestionario, según se solicitaba 
en la resolución 32/63, y, pidió además al Secretario General, que presentara a la 
~samblea General en su trigésimo cuarto período de sesiones la nueva información 
~ue se le suministrara en respuesta al cuestionario y que presentara toda la 
información disponible que hubiera recibido a la Comisión de Derechos Humanos y a 
la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones 
y Protección a las Minorías. 

3. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 6 de la resolución 33/178, en el 
presente informe se reproduce la información recibida al 14 de septiembre de 1979. 

/ ... 
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1I. RESPUESTAS RECIBIDAS DE LOS GOBIERNe); 

. ALEMANIA, REPUBLICA FEDERAL DE 

Nota: En una comunicación de fecha 11 de mayo de 1979, el Gobierno de la 
República Federal de Alemania se refirió a la información que había transmitido en 
virtud de la resolución 18 (XXXIV) de la Comisión de Derechos Humanos relativa a un 
proyecto de convención sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes (E/CN.4/1314/Add.2). 

BARBADOS 

Pregunta 13 

[Original: inglés) 
[16 de mayo de 1979) 

l. El Gobierno de Barbados tiene el honor de suministrar la información que 
figura a continuación y que se aftade a la presentada anteriormente en respuesta a 
la pregunta 13 del cuestionario !f: 

"La máxima autoridad contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos 
o degradantes es la Constitución de Barbados. En el párrafo 1) de la sección 
15 de dicho documento se declara lo siguiente: 

Ninguna persona será sometida a torturas, penas u otros tratos inhumanos 
o degradantes." 

2. En cuanto a las declaraciones obtenidas mediante torturas u otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, la legislación de Barbados coincide con la 
inglesa. Cuando se formula una acusación de esa índole, el magistrado presidente 
determina la cuestión de un •voir dire" o abre un incidente en el juicio. Si se 
determina que las declaraciones han sido obtenidas mediante torturas u otros tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, el magistrado puede, a discreción, considerar 
dichas declaraciones pruebas inadmisibles y excluirlas del-juicio. El ejemplo más 
ilustrativo del procedimiento es el de las denuncias de brutalidad policial en un 
intento por anular confesiones. 

!/ Véase A/33/196/Add.2. 
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[Original: francés] 
[Enero de 1979] 

l. En Bélgica, sean cuales fueren las circunstancias, jamás se han tolerado 
procedimientos tales como la tortura y demás penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 

2. Los actos que constituyen tortura o tratos inhumanos están prohibidos y sancio­
nados por las disposiciones pertinentes del derecho penal belga, sin que por ello 
la tortura sea delito punible como tal (véanse los informes transmitidos por Bélgica 
de conformidad con la resolución A/3218 (XXIX) de la Asamblea General y en relación 
con el informe A/10158 y Corr.l y Add.l del Secretario General de las Naciones 
Unidas). Esta prohibición se aplica estrictamente en las circunstancias excepcio­
nales definidas por el Decreto Ley de 11 de octubre de 1916 referente al estado de 
guerra y de sitio (véase la respuesta belga en el documento CN.4/Sub.2/393/Add.2). 
Además, cabe recordar que la Convención Europea sobre protección de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales (A/33/417, Anexo II), aprobada por la Ley 
de 13 de mayo de 1955 y que es directamente aplicable dentro del derecho interno 
belga, estipula en su artículo 3 que: •Nadie será sometido a tortura ni a penas o 
tratos inhumanos o degradantes•. 

3. El artículo 15 de la Convención Europea de Derechos Humanos autoriza ciertas 
excepciones en caso de guerra o de peligro público que amenace la vida de la nación, 
dentro del mismo espíritu en que se inspira el artículo 4 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (resolución 2200 A (XXI) de la Asamblea). Sin 
embargo, el artículo 15 establece que no se autoriza ninguna suspensión respecto de 
ciertos artículos, entre los cuales figura el artículo 3. Este último prohíbe la 
tortura y los tratos inhumanos o degradantes en términos muy semejantes a los del 
artículo 7 del Pacto. 

Pregunta 2 

l. En el momento de entrar en funciones, el personal de vigilandia recibe el 
texto del Decreto Real de 21 de mayo de 1965, que contiene un reglamento general 
de los establecimientos penitenciarios, así como un folleto con comentarios sobre 
ciertas disposiciones de este reglamento referentes a la organización del servicio 
de vigilancia. 

2. El título I de este folleto, que se refiere a los deberes y atribuciones del 
personal de vigilancia, seftala a la atención de los agentes las disposiciones del 
artículo 109 del reglamento general que prohíbe expresamente al personal peniten­
ciario ejercer violencia alguna o proceder por la vía de los hechos contra los 
detenidos, salvo la acción disciplinaria que sea estrictamente necesaria para el 
mantenimiento del orden. 

/ ... 
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3. Se establece además en ese folleto que los agentes de vigilancia deben tratar 
a los detenidos sin dureza, brusquedad o grosería, evitando humillarlos recordán­
doles, por ejemplo, las faltas cometidas. 

4. Durante su carrera, los agentes de vigilancia deben seguir cursos en el 
Instituto de Perfeccionamiento para el personal penitenciario. 

5. La ensenanza que se imparte en este instituto se refiere principalmente a 
los aspectos prácticos de la misión que cumple el agente de vigilancia y a las 
relaciones de éste con los detenidos. 

6. En estos cursos se suele insistir en la prohibición de ejercer forma alguna de 
violencia corporal o moral sobre los detenidos, y en la necesidad de tratarlos con 
espíritu humanitario. 

Pregunta 3 

l. Las reglas e instrucciones que guardan relación con la materia del cuestionari 
figuran en los textos siguientes: 

a) Decreto Real de 21 de mayo de 1965 (M.B. 25 de mayo de 1965), que contie~ 
un reglamento general de los establecimientos penitenciarios. 

i) Los artículos 107 y 108 reglamentan en forma estricta el empleo de los 
instrumentos disciplinarios (esposas, camisa de fuerza, grillos) • 

ii) Estos instrumentos sólo pueden ser empleados por orden del director 
cuando han fracasado otras formas disciplinarias y el comportamiento del 
detenido constituye un peligro para sí mismo y para los demás, con riesgc 
de causar danos materiales. En este caso, el director debe consultar de 
urgencia con el médico (artículo 107). En ningún caso pueden esos 
instrumentos emplearse a título de castigo (artículo 108) • 

iii) El artículo 109 del reglamento general, mencionado más arriba, prohíbe 
toda forma de violencia contra los detenidos. 

b) Decreto ministerial de 12 de julio de 1971 (M.B. 10 de agosto de 1971) 
en el que se dan instrucciones para los establecimientos penitenciarios. El 
artículo 41 establece que los técnicos y miembros del personal penitenciario deben 
tratar a los detenidos con justicia, humanidad y comprensión, pero sin familiaridac 
mostrándose atentos al estado físico y moral de éstos. 

Pregunta 4 

l. Los establecimientos penitenciarios están sometidos a la fiscalización de 
~ diferentes autoridades. Esta fiscalización constituye una garantía cierta contra 

la aplicación de tortura y de otras penas o tratos previstos en la Declaración. 

2. En virtud del artículo 128 del reglamento general •1os establecimientos están 
sometidos a la inspección de los funcionarios del Ministerio de Justicia, conforme 
a las instrucciones vigentes en ese Departamento•. 

1 .. 
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3. Además, los establecimientos son visitados por los jueces de instrucción, los 
presidentes de tribunales, lÓs gobernadores de provincias y los alcaldes, de 
conformidad con los artículos 611 y 612 del Código de Procedimiento Penal. 

Pregunta S 

1. Si bien, según se indica en el punto 1, la tortura no constituye en sí un 
delito dentro de la legislación belga, existe un gran número de disposiciones 
legales que reprimen los actos que pueden constituir formas de tortura. 

2. El homicidio y las lesiones corporales voluntarias son penados por los 
artículos 392 a 410 del Código Penal: entre estos actos figuran el envenenamiento 
(artículo 397), así como la falta de cuidados a un nifto o a una persona incapaci­
tada de cuidarse a sí misma (artículo 401 bis). 

3. Los atentados contra la libertad individual son materia de los artículos 434 
a 438, de los cuales este último se refiere a la tortura corporal como circunstancia 
agravante. 

4. El artículo 454 prohíbe mezclar con los productos alimenticios sustancias que 
puedan causar la muerte o alterar la salud. Además, una legislación particular 
prevé que el despacho de medicamentos (término que comprende toda sustancia que se 
supone posee propiedades curativas o preventivas) está sometido a prescripción 
médica (artículos 1 y 6 de la Ley de 25 de marzo de 1964). Por lo demás, el 
Decreto Real No. 78, de 10 de noviembre de 1967, reglamenta el arte de curar y 
el ejercicio de las profesiones conexas. Así, está sancionado el uso abusivo de 
sustancias con miras, por ejemplo, de debilitar la resistencia física y moral. 

S. Por Último, la ley prohíbe igualmente diversos modos de presión que puedan 
constituir formas de tortura moralJ los artículo& 443 a 450 del CÓdigo Penal se 
refieren a los atentados contra el honor o el buen nombre de las personas, en tanto 
que la extorsión es materia del artículo 470 en que se establecen las mismas penas 
que en el artículo 468. 

Pregunta 6 

l. En lo que respecta a los recursos de que disponen los detenidos que se 
consideran víctimas de •torturas u otras penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, cabe anotar lo siguiente: 

2. En primer lugar, los detenidos pueden mantener correspondencia libremente (sin 
que esta correspondencia esté sujeta a censura alguna) con las personas vinculadas 
directamente con el régimen penitenciario tales como el Ministro de Justicia, el 
Secretario General de este departamento y los funcionarios generales de la adminis­
tración de establecimientos penitenciarios, así como con el Rey, los Ministros, los 
Presidentes de las Cámaras Legislativas y las autoridades judiciales. 

3. Los detenidos mantienen correspondencia con su abogado bajo pliego sellado y 
pueden dirigirse sin control alguno a la Comisión Europea de Derechos Humanos. 

/ ... 
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4. Por último, los detenidos pueden, tanto como un ciudadano libre, presentar 
directamente sus reclamaciones a las autoridades judiciales respecto de infrac­
ciones de que sean víctimas o de las que tengan conocimiento. A este respecto 
cabe seftalar que las acciones contra funcionarios públicos pueden ejercerse sin 
necesidad de autorización previa (artículo 14 de la Constitución). 

Preguntas 7 y 8 

l. Todas las normas previstas por el código de Procedimiento Penal son aplicables 
a los casos previstos en estas preguntas. 

2. Son igualmente aplicables las penas previstas por el código Penal y las leyes 
anteriormente mencionadas en relación con la pregunta S. 

3. Estas infracciones son tratadas en la misma forma que las demás infracciones 
denunciadas al ministerio público. 

Preguntas 9 y 10 

l. Como se ha mencionado en relación con la pregunta 4, los establecimientos 
penitenciarios están sometidos a la fiscalización de diferentes autoridades. 

2. En el caso de que algún miembro del personal penitenciario resultase culpable 
de tratos inhumanos, las autoridades judiciales iniciarían una acción como se 
indica más arriba. 

3. La ley no prevé la exclusión de ciertas profesiones, tales como la abogacía o 
la medicina, respecto de personas que se han hecho culpables de actos de tortura. 
Por otra parte, estos actos no figuran como delitos en el código Penal (véase la 
pregunta 1). Como en el caso de cualquier otra infracción, según la gravedad del 
caso, existiría la posibilidad de sanciones disciplinarias, incluso la·separación 
del cargo de la persona culpable. 

Pregunta 11 

Las autoridades judiciales consultadas no han mencionado que se hayan entablado 
acciones en relación con denuncias de tortura desde la adopción de la Declaración. 

Pregunta 12 

l. Las normas generales que rigen la reparación de un delito son aplicables 
cuando una persona es víctima de sevicia o de trato cruel. 

2. Si una persona es víctima de malos tratos, el Estado puede ser condenado a 
reparar el dafto causado por la acción de uno de sus agentes. 

Pregunta 13 

l. Ninguna disposición legislativa prevé específicamente que las confesiones 
obtenidas mediante tortura no puedan ser invocadas como prueba en el curso de un 
proceso. 

/ ... 
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!. Sin embargo, los tribunale~ no aceptarían declaraciones si se probara que 
cueron obtenidas por medios ilicitos (tales como la tortura) y contrarios a las 
Libertades garantizadas por la Constitución. 

?regunta 14 

L. Bélgica, como parte en diversos instrumentos internacionales obligatorios que 
;uponen la prohibición de la tortura, tales como la Convención Europea y los 
:onvenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, ha tomado, en ocasión de la ratifi­
:ación de estos instrumentos, las medidas necesarias para su aplicación por parte de 
Las autoridades pertinentes. Los medios de información para las masas han dado 
resonancia a la adopción de esos instrumentos, así como a la de la Declaración. 
:omo la vigencia de esta Declaración está asegurada por los instrumentos arriba 
mencionados y por las disposiciones de derecho interno, no se ha considerado 
lecesario darle una difusión especial. 

2. Por lo demás, Bélgica ha sido el primer Estado Miembro de las Naciones Unidas 
¡ue formuló la declaración unilateral prevista por la resolución 32/64 de la Asamblea 
~eneral, de 8 de diciembre de 1977. La prensa bélga se ha hecho igualmente eco de 
!Sta iniciativa. 

~regunta 15 

No hay ninguna observación especial respecto de esta pregunta. 

BRASIL 

[Original: francés] 
[11 de octubre de 1978) 

Ley No. 4898 

•Artículo l. El derecho a presentar una instancia y las acciones por respon­
sabilidades administrativas, civiles y penales contra las autoridades que, en 
el ejercicio de sus funciones, hubieran cometido abusos, están regidos por la 
presente ley. 

Artículo 2. El derecho a presentar una instancia se ejerce mediante una 
petición: 

a) Dirigida a la autoridad superior facultada por la ley para aplicar la 
sanción correspondiente a la autoridad civil o ailitar en cuestiÓni 

b) Dirigida al órgano del ministerio público competente para entablar 
una acción penal contra la autoridad en cuestión. 

Párrafo único. La demanda que motiva la instancia se presentará en dos ejea­
plares y contendrá una exposición detallada del hecho que haya constituido un 
abuso de autoridad, la condición del acusado y la lista de testigos, tres como 
máximo, si hubiera lugar. 

/ ... 
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Artículo 3. Se consideran abuso de autoridad los atentados contra: 

a) La libertad de desplazaaientoJ 

b) La inviolabilidad del domicilio, 

e) Bl secreto de la correspondencia• 

d) La libertad de conciencia y creencia' 

e) Bl libre ejercicio de un culto religioso• 

f) La libertad de asociaci6nJ 

g) Los derechos y garantías asegurados por la ley al ejercicio de 
derecho de votoJ 

h) Bl derecho de reuni6nJ 

i) La integridad física de la persona. 

Artículo 4. También existe abuso de autoridad en caso de: 

a) Ordenar o aplicar una .adida de privaci6n de la libertad individual 
sin cumplir los requisitos legales o cometiendo un abuso de poderJ 

b) Someter a las personas en custodia o detenidas a vejaciones o a 
violencias no autorizadas por la leyJ 

e) Abstenerse de comunicar inmediatamente al juez competente el encar­
celamiento o la detenci6n de cualquier personaJ 

d) Abstenerse, tratándose de un juez, de ordenar la liberaci6n o el fin 
de la detenci6n ilegal que le haya sido coaunicadOJ 

e) Encarcelar y mantener en prisión a cualquier persona que se presente 
a depositar una fianza autorizada por la ley. 

f) 

CJ) 

h) 

... 

... 
Artículo 5. Á los efectos de la presente ley, se considera como autoridad a 
cualquier persona que ejerza un cargo, empleo o funci6n pública de carácter 
civil o militar, incluso si es temporalmente y sin remuneraci6n. 

Artículo 6. Bl abuso de autoridad expone a su autor a una sanci6n administra­
tiva, civil y penal. 

1 ••• 
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Párrafo 1. La sanción administrativa se aplicará según la gravedad del abuso 
cometido y consistirá en:· 

a) Una advertenciaJ 

b) Una amonestación, 

e) La suspensión del cargo, la función o el puesto 
180 días, sin sueldo ni primasJ 

d) La destituciÓnJ 

e) La separación del cargo, 

f) La separación ~1 cargo en interés público. 

~r un 

·~ .. 
pla~o ~Sa 

Párrafo 2. La sanción civil, para el caso en que no se pudiera fijar el valor 
de los daftos, consistirá en una indemnizazión ~ 500 a 10.000 cruceiros. 

Párrafo 3. La sanción penal aplicada de conformidad con los artículos 42 a 56 
del CÓdigo Penal (De la aplicación de las penas) consistirá en: 

a) Multa de 100 a 5.000 cruceirOSJ 
,. 

b) Encarcelamiento ~ diez días a seis mesesJ 

e) Pérdida del cargo e incapacidad de ejercer cualquier otra función 
pública durante tres aftos como máximo. 

Párrafo 4. Las penas previstas en el párrafo anterior se ~drán aplicar en 
forma individual o conjunta. 

Párrafo S. Cuando el abuso haya sido cometido ~r un agente ~ la autoridad 
~licial, civil o militar, sea cual fuere·su categoría, se ~drá prohibir· al 
acusado el ejercicio de toda función ~ carácter ~licial o militar en la 
localidad en que se haya cometido, el abuso, durante un afto como mínimo y 
quince como máximo, aplicándose la pena en forma individual o conjunta. 

Artículo 8. La sanción aplicada se consignará en el expediente de la autoridad 
civil o militar. 

Artículo 9. Al mismo tiem~ que la ~manda que motiva la instancia dirigida a 
la autoridad administrativa, o independientemente de dicha demanda, la persona 
víctima del abuso podrá entablar acción ~r responsabvilidades civiles o 
penales, o ~r ambas, contra la autoridad en cuestión.• 

/ ... 
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ECUADOR 

[Original: espaftol] 
[28 de junio de 1979] 

1. Conviene destacar que el Estado ecuatoriano asegura la supremacía de las dispo­
siciones constitucionales, de manera que las demás normas legales deben guardar 
conformidad con ellasJ en caso contrario, no tendrían validez alg~a. Dicha supre­
macía, absoluta en el orden del Derecho Positivo, se extiende a las disposiciones de 
orden administrativo o judicial que pudieran ser lesivas a los preceptos constitu­
cionales, y, asimismo, es proclamada con especial énfasis en lo que respecta a las 
garantías constitucionales. 

2. El artículo 2 de la nueva Carta Política, que regirá desde el 10 de agosto del 
afto en curso, proclama: 

•Es función primordial del Estado fortalecer la unidad nacional, asegurar 
la vigencia de los derechos fundamentales del hombre y promover el progreso 
económico, social y cultural de sus habitantes.• 

3. No obstante de que la Constitución garantiza de manera expresa en su Título 11 
•oe los Derechos, Deberes y Garantías• cada uno de los derechos humanos, la 
Sección VII incluye un artículo único que contiene la siguiente •Regla General•: 

•Art. 44. El Estado garantiza a todos los individuos, hombres o mujeres 
que se hallen sujetos a su jurisdicción, el libre y eficaz ejercicio y goce de 
los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, enunciados 
en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos internacionales 
vigentes.• 

4. Es decir que el reconocimiento, garantía y promoción de los derechos humanos, 
consustanciales a la naturaleza de la sociedad ecuatoriana, han encontrado su 
expresión tanto en la Constitución y leyes, cuanto en los diversos instrumentos 
internacionales sobre la materia, suscritos por el Ecuador. 

Pregunta 1 

l. La Constitución Política de 1945, en actual vigencia, en su artículo 141 
dispone: 

•El Estado garantiza: 1. La inviolabilidad de la vida y la integridad 
personal. En consecuencia, no hay pena de muerte ni torturas. Los estable­
cimientos penales estarán organizados para procurar la reeducación y rehabi­
litación social del delincuente.• 

2. La nueva Carta Política, en su artículo 19, entre los derechos que el Estado 
garantiza a las personas, incluye el siguiente: 

•1. La inviolabilidad de la vida, la integridad personal y el derecho a 
su pleno desenvolvimiento material y moral. Quedan prohibidas las torturas y 
todo procedimiento inhumano o degradante. No hay pena de muerte. El sistema 
penal tiene por objeto lograr la reeducación, rehabilitación y reincorporación 
social de los penados.• / ... 
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3. En consecuencia, la Ley Suprema prohíbe no s6lo la tortura de orden físico sino 
también la de orden moralJ de tal manera que inclusive aquellas formas de tortura 
que no sean rigurosamente físicas pero que signifiquen un menosprecio de la dignidad 
humana están eliminadas. Consiguientemente, el Estado ecuatoriano protege la 
integridad física, psicol6gica y moral de todas las personas que se hallen bajo 
su jurisdicci6n. Dentro de este mismo espíritu, tanto la Constitución de 1945, 
artículo 141, numeral 4, como la nueva Carta Política, artículo 19, numeral 16, 
aseguran que ninguna persona debe estar detenida sin f6rmula de juicio y sin orden 
legal por más de 48 horas, ya que una prisi6n preventiva de ese tipo podría ser 
calificada de tortura moral. 

4. En atención a los principios legales antes expuestos, el código Penal incluye 
todo un capítulo - artículos 180 a 189 - referente a los actos contra la libertad 
individual. El artículo 187 prevé una pena de 3 a 6 anos de reclusión contra quien 
hubiere infringido tormentos corporales en el detenido. Si a consecuencia del 
tormento el preso fallece, la pena contra tal delito, que anteriormente era de 12 a 
16 anos de reclusión, mediante una reciente reforma - Registro Oficial número 621 
de 4 de julio de 1978 anexo - ha sido aumentada de 16 a 25 anos. 

S. Además de las medidas legales citadas, en el ámbito administrativo, según se 
deducirá de la respuestas a preguntas posteriores, el Estado ecuatoriano se preocupa 
de instruir en este sentido a los funcionarios pertinentes, y especialmente a los 
miembros de la policía y demás agentes del orden público. 

6. Respecto al estado de las garantías constitucionales en circunstancias 
excepcionales, el artículo 78, literal •n•, de la nueva Constitución, otorga la 
siguiente atribuci6n al Presidente de la República: 

•declarar el estado de emergencia nacional y asumir las siguientes atribuciones 
o algunas de ellas, en caso de inminente agresión externa, de guerra interna­
cional o de grave conmoción o catástrofe interna, notificando a la Cámara 
Nacional de Representantes si estuviere reunida, o al Tribunal de Garantías 
Constitucionales ••• 6. suspender la vigencia de las garantías constitucio­
nales, pero en ningún caso podrá decretar la suspensi6n del derecho a la 
inviolabilidad de la vida y de la integridad personal o la expatriación de un 
ecuatoriano, ni disponer el confinamiento fuera de las capitales de provincia 
ni a distinta región de la que viviere el afectado.• 

Similar espíritu anima a la Constitución de 1945. 

Pregunta 2 

l. Por una parte, los programas de estudio de la Escuela de Policía conceden 
especial atenci6n al examen de las disposiciones contenidas en la Constitución y 
Leyes Penales de la República, que están encaminadas a garantizar de manera absoluta 
la integridad personal, de otro lado, el Código Penal de la Policía y los Reglamen­
tos pertinentes recogen ese mismo espíritu legal. 

2. Asimismo, a través del Ministerio de Gobierno, al cual está supeditada adminis­
trativamente la policía, se ha puesto en su conocimiento todas las recomendaciones y 
estudios reali~ados al respecto por los organismos internacionales. 
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3. Finalmente, los cursos Óbligatorios dictados por especialistas, a los ciuda­
danos que deseen ingresar a la policía como aiembros de tropa y oficiales, contienen 
un enfoque técnico sobre la materia. 

Pregunta 3 

Conforme a lo expuesto anteriormente, en los reglamentos e instrucciones de la 
policía rigen las normas legales comunes. En los reglamentos de prisiones e 
instructivos internos constan las correspondientes normas legales sobre prohibición 
de torturas e información de las consecuencias legales en caso de incurrir en ese 
delito. 

Pregunta 4 

l. La Escuela de Formación para Oficiales incluye en sus programas el estudio de 
la •investigación criminal•, a través de la cual los miembros de la policía tienen 
acceso a conocimientos científicos actualizados sobre la materia, que son aplicados 
posteriormente en el moderno laboratorio central o en los diferentes laboratorios 
que posee esa Institución. 

2. Dentro del aspecto legal cabe citar los artículos pertinentes del •Reglamento 
del Servicio de Investigación Criminal de la Policía•, que, igualmente, es objeto de 
estudio en la mencionada escuela: 

•Art. 65. De acuerdo con la ley, queda terminantemente prohibido el uso de 
todo género de tortura moral o física como medio de obtener declaraciones, los 
Jefes Provinciales controlarán, bajo su responsabilidad, el cumplimiento de 
esta disposición.• 

•Art.· 69. No podrán realizarse interrogatorios especiales mediante métodos de 
doble interrogación o científicos ••• • 

•Art. 70. No se aplicará ningún método científico conducente a establecer 
la verdad del testimonio, sino cuando precedan las siguientes condiciones: 
a. Que el declarante exprese por escrito que desea ser sometido libre y 
voluntariamente a la pruebaJ b. Que lo autorice asimismo por escrito, el juez 
que conoce de la causaJ c. Que la prueba sea aplicada por agentes especiali­
zados en ellaJ y, d. Que sea dirigida y controlada por un médico cuando se 
trate de suministrar drogas o de cualquier prueba que sobreentienda peligro 
para la salud del declarante.• 

•Art. 76. Queda terminantemente prohibido para el personal del Servicio de 
Investigación Criminal el empleo de la fuerza como medida intimidatoria o 
preventiva de seguridad, como método de investigación, represión, etc. Bsta 
prohibición no alcanza al uso de la legítima defensa, en los términos que 
seftala la ley.• 

Pregunta S 

l. Es punible y pesquisable de oficio la tortura, conforme consta en la respuesta 
a la primera pregunta. 
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2. Bs punible no sólo la autoría, sino que las responsabilidades se extienden a 
cómplices y encubridores. Al respecto, el Código Penal establece: 

•Art. 41. Son responsables de las infracciones los autores, los cómplices y 
los encubridores.• 

•Art. 42. Se reputan autores los que han perpetrado la infracción, sea de una 
manera directa e inmediata, sea aconsejando o instigando a otro para que la 
cometa, cuando el consejo ha deterllinado la perpetración del delitOJ los que 
han impedido o procurado impedir que se evite su ejecuciónJ los que han deter­
•inado la perpetración del delito y efectuándolo valiéndose de otras personas, 
imputables o no imputables, -.diante precio, dádiva, promesa, orden o cualquier 
otro medio fraudulento y directOJ los que han coadyuvado a la ejecuciÓn, de un 
modo principal, pcacticando deliberada e intencionalmente algún acto sin el que 
no habría podido perpetrarse la infraoci6nJ y los que, por violencia física, 
abuso de autoridad, amenaza u otro aedio coercitivo, obligan a otro a cometer 
el acto punible, aunque no pueda calificarse co.o irresistible la fuerza 
empleada con dicho fin.• 

•Art. 43. Son cómplices los que indirecta y secundariamente cooperan a la 
ejecución del acto punible, por .. dio de actos anteriores, o simultáneos. Si 
de las circunstancias particulares de la causa resultare que el acusado de 
complicidad no quiso cooperar sino en un acto aenos grave que el cometido por 
el autor, la pena será aplicada al cómplice solamente en razón del acto que 
pretendió ejecutar.• 

•Art. 44. Son encubridores los que,·conociendo la conducta delictuosa de los 
malhechores, les suministran, habitualmente, alojamiento, escondite, o lugar de 
reunión, o les proporcionan los .. dios para que se aprovechen de los efectos 
del delito cometidOJ o los favorecen, ocultando los instrumentos o pruebas 
materiales de la infracción, o inutilizando las seftales o huellas ·del delito, 
para evitar su represión y los que, estando obligados por razón de su profe­
sión, empleo, arte u oficio, a practicar el examen de las seftalas o huellas del 
delito, o el esclarecimiento del acto punible, oculten o alteren la verdad, con 
propósito de favorecer al delincuente.• 

3. En cuanto a la tentativa, para que exista, debe haber un principio de ejecu­
ción, pero ni consumación ni verificación del suceso. B1 artículo 16 del código 
Penal dice: 

•Quien practica actos idóneos conducentes de modo inequívoco a la 
realización de un delito, responde por tentativa si la acción no se consuma o 
el acontecimiento no se verifica. Si el autor desiste voluntariamente de la 
acción está sujeto solamente a la pena por los actos ejecutados, siempre que 
éstos constituyan una infracción diversa, excepto cuando la ley, en casos 
especiales, califica como delito la mera tentativa. Si voluntariamente impide 
el acontecimiento, está sujeto a la pena preestablecida para la tentativa, 
disminuida de un tercio a la •itad. Las contravenciones sólo son punibles 
cuando han sido consumadas.• 

/ ... 



A/34/144 
Espaftol 
Página 16 

Pregunta 6 

1. Administrativamente, son competentes para recibir y examinar reclamaciones de 
víctimas de tortura consumadas por funcionarios públicos, las autoridades de 
policía, que comienzan con el teniente político en la parroquia y culminan con el 
Ministro de Gobierno y Policía. Todos ellos deben velar por la seguridad de los 
ciudadanos y de sus intereses, al tenor de lo dispuesto en los artículos del código 
de Procedimiento Penal transcritos a continuación: 

"Art. 434. Corresponde a la policía civil nacional: ••• 2. La seguridad de 
los ciudadanos y de sus intereses, ••• 4. La investigación y esclarecimiento 
de las infracciones, 5. El juzgamiento y castigo de las contravenciones, ••• 
7. La conservación de la moralidad pública ••• • 

"Art. 435. La policía civil nacional procede de manera preventiva, represiva y 
correccional, según los casos. Preventivamente cuando evita la perpetración de 
infracciones, represivamente, cuando evita la consumación de una infracciónJ y 
correccionalmente cuando sanciona a los contraventores, de acuerdo con la ley.• 

"Art. 437. Son autoridades de policía: el Ministro del Ramo, los intendentes 
o quienes hicieren sus veces según la ley, los comisarios de policía y los 
tenientes políticos.• 

2. Judicialmente, son competentes para recibir denuncias o acusaciones particu­
lares por delito de torturas a presos, los comisarios nacionales, los intendentes de 
policía, los jueces de lo penal y los ministros de las Cortes Superiores y Suprema. 

Pregunta 7 

Las autoridades no acostumbran investigaciones ex oficio. Cuando reciben la 
denuncia y encuentran que es fundada, la pasan a los jueces de lo penal para que 
inicien el juicio y sancionen al culpable. Si el acto es público y notorio le 
corresponde al representante del Ministerio Público solicitar se instruya el sumario 
en contra de los presuntos culpables. 

Pregunta 8 

l. El procedimiento en juicios por torturas es el siguiente: 

a) Denuncia o acusación particular del interesado u ofendido o de su 
representanteJ 

b) El juez inicia el autocabeza de proceSOJ 

e) Durante un período prudencial se desarrolla un sumario, para investigar la 
responsabilidad de los autores, cómplices o encubridores, 

d) Al final del sumario se llama al acusado a una segunda parte del juicio 
denominada plenarioJ 

e) A continuación se imparte la sentencia. 
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2. De la sentencia existe la_posibilidad de apelación y si la pena ~puesta al 
acusado es mayor a dos aftos éste puede interponer recurso de tercera instancia ante 
la Corte Suprema de Justicia. 

3. Se puede suspender la sentencia, en virtud de la disposición legal contenida en 
el artículo 82 del Código Penal, transcrito a continuación, pero los delitos de 
tortura por lo general tienen penas mayores a seis meses y, por ello, la condena 
condicional no tiene aplicación. 

•Art. 82. En los casos de condena por primera vez, si es causada por delito 
sancionado con una pena cuyo máximo no exceda de seis meses de prisión correc­
cional o por un delito al que sólo se aplique multa, los jueces podrán ordenar 
en la misma sentencia que se deje en suspenso el cumplimiento de la pena. Esta 
decisión se fundará en el criterio de la personalidad integral del condenado, 
la naturaleza del delito y las circunstancias que lo han rodeado, en cuanto 
puedan servir para apreciar dicha personalidad. Los jueces requerirán las 
informaciones que crean pertinentes para formar criterio.• 

4. Tbdo condenado, por cualquier delito, tiene derecho al indulto que puede 
conceder el Presidente de la República. La amnistía rige mientras hay juicio. 
Cuando el juicio ha concluido sólo es posible el indulto. La amnistía corresponde 
al poder legislativo, al igual que la conmutación de las penas. Sin embargo, no se 
conoce de casos en que se hubiese suspendido en favor de un condenado por el delito 
de tortura la aplicación de la sentencia. Se transcriben a continuación las dispo­
siciones legales pertinentes. 

S. El artículo primero de la ley de gracia dice: 

•El derecho de gracia se ejerce perdonando, conmutando o rebajando las 
penas impuestas por sentencia judicial y requiere petición escrita dirigida al 
Presidente de la República después de ejecutoriada la sentencia.• 

6. Conforme al artículo 34, numeral 29, de la Constitución vigente, el Congreso 
tiene, igualmente, la facultad de •eonceder amnistías e indultos, cuando lo exigiere 
algún motivo grave•. 

7. De la misma forma, la nueva Constitución, en su artículo 59, literal •k•, 
confiere la siguiente atribución a la Cámara Nacional de Representantes: 

•eonceder anmistía general por delitos políticos a indultos colectivos por 
delitos comunes, cuando lo justifique algún motivo trascendental.• 

Pregunta 9 

l. En respuestas anteriores han sido seftaladas las sanciones a culpables del 
delito de tortura. 

2. Si un profesional ha sido el causante de las torturas - abogado o médico - es 
responsable penalmente como cualquier otro. Las penas adicionales a la de privación 
de la libertad establecidas en el Código Penal y que el juez puede imponer son: 
privación temporal de los derechos de ciudadanía, prohibición de ausentarse y 
vigilancia. Al respecto, el Código Penal expresamente dispone: 
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"Art. 60. Toda senteñcia que condene a reclusión o a prisión causa la suspen­
sión de los derechos de ciudadanía por un tiempo igual al de la condenaJ pero 
en los casos que determina expresamente este CÓdigo, los jueces y tribunales 
podrán imponer la suspensión de tales derechos, por un término de tres a cinco 
anos, aunque la prisión no pase de seis meses.• 

"Art. 61. En virtud de la sujeción a la vigilancia especial de la autoridad, 
puede el juez prohibir que el condenado se presente en los lugares que le 
senalare, después de cumplidas la condena, para lo que, antes de ser puesto en 
libertad, el condenado indicará el lugar que elija para su residencia, y reci­
birá una boleta de viaje, en la que se determinará el itinerario forzoso Y la 
duración de su permanencia en cada lugar de tránsito. Además estará obligado a 
presentarse ante la autoridad de policía del lugar de su residencia dentro de 
las veinticuatro horas siguientes a su llegada, y no podrá trasladarse a otro 
lugar sin permiso escrito de dicha autoridad, la que tiene derecho para impon~I 
al vigilado ocupación y método de vida, si no los tuviere.• 

"Art. 62. Los condenados a pena de reclusión pueden ser colocados, por la 
sentencia condenatoria, bajo la vigilancia de la autoridad, por cinco a diez 
anos; y si reincidieren en el mismo delito o cometieren otro que merezca la 
pena de reclusión, esa vigilancia durará toda la vida.• 

3. La Ley de Federación de Abogados del Ecuador prevé la existencia de un Tribunal 
de Honor, pero su juzgamiento se limita a faltas de los profesionales relacionadas 
con su profesión. La Ley de la Federación Médica Ecuatoriana, también prevé un 
Tribunal de Honor que juzga la conducta del médico, afiliado o no, pero en el ejer­
cicio de su profesión. En cuanto a los abogados, la Ley Orgánica de la Función 
Judicial faculta a la Corte Suprema de Justicia suspender en el ejercicio profe­
sional en los casos en que •a juicio de la misma Corte, se hubieren hecho indignos 
de su elevado ministerio o de la confianza que en ellos deposita la ley•. 

Pregunta 10 

No existen. 

Pregunta 11 

No se conoce de quejas presentadas al respecto. 

Pregunta 12 

l. La legislación ecuatoriana garantiza el desagravio y la indemnización, pero 
solamente contra los autores o cómplices que merezcan condena. Esta regla es para 
todos los delitos. El artículo 52 del Código Penal es explícito en este sentido: 

"Toda sentencia condenatoria lleva envuelta la obligación solidaria de 
pagar las costas procesales por parte de todos los responsables del delito. 
Los danos y perjuicios serán pagados asimismo en forma solidaria por todos los 
responsables contra quienes se haya ejercitado acusación particular con el 
objeto de alcanzar tal indemnización.• 
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Igualmente, el artículo 29~_del Código de Procedimiento Penal dispone: 

•Las sentencias condenatorias deberán contener precisamente el pago de 
costas. Igual condena se decretará contra el acusador particular que hubiere 
obrado con temeridad.• 

El modo de hacer efectiva la indemnización es seguir un nuevo juicio ante 
mismo juez que condenó al acusadoJ el Código de Procedimiento Penal, en su 

:tículo 296, dispone al respecto: 

"En caso de sentencia condenatoria la acción por daftos y perJU1C10S cuando 
se los haya reclamado mediante acusación particular, no suspenderá la ejecución 
de la sentencia y se ventilará ante el juez de la causa, en juicio verbal 
sumario y en cuaderno separado, manteniendo la unidad procesal.• 

Asimismo, el artículo 67 del CÓdigo Penal prescribe: 

"La condena a las penas establecidas por este código es independiente de 
la indemnización de daftos y perjuicios de acuerdo con las normas de los Códigos 
Civil y de Procedimiento Civil. Determinado el monto de la indemnización se lo 
recaudará por apremio real. Podrá el damnificado o quien ejerza su represen­
tación legal reclamar ante el fuero penal la indemnización de los daftos y 
perjuicios ocasionados por el delito, mediante la correspondiente acusación 
particular que con tal objeto se intente. La liquidación de las indemnizacio­
nes declaradas en sentencia firme se llevará a cabo en juicio verbal sumario, 
conforme prescribe el Código de Procedimiento Penal. La recaudación se 
realizará por apremio real en contra del deudor o del civilmente responsable. 
En caso de insolvencia comprobada, por las costas procesales no habrá apremio 
alguno. • 

En cuanto al desagravio, el Código Penal dispone publicar la sentencia, cuando 
1l publicación constituya el medio de reparar el dafto no pecuniario causado con el 
~lito: 

•Art. 71. El culpado está obligado a publicar, a su costa, la sentencia 
condenatoria, cuando la publicación constituya el medio de reparar el dafto no 
pecuniario ocasionado por el delito.• 

No hay oportunidad de reclamar al Estado, como tal, indemnizaciones por 
fracción en las circunstancias que nos ocupanJ es el funcionario público que ha 
currido en tal delito, quien debe responder por las implicaciones que ese hecho 
ponga. 

egunta 13 

En previsión de que ese hecho pueda configurarse, la ley dispone que las 
claraciones o confesiones obtenidas en oficinas de policía únicamente tienen valor 
formativo. sólo lo que durante el juicio penal se investigue y determine es 
lido. Al respecto, el código de Procedimiento Penal dispone: 

•Art. 138. El sindicado no podrá ser coaccionado a declarar contra si mismo y, 
por tanto, tiene derecho al silencio. Esta circunstancia no se considerará 
como indicio de responsabilidad.• 
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•Art. 140. Para que la confesión judicial tenga valor de prueba plena es 
necesario: ••• 3. Que sea libre y espontánea.• 

•Art. 141. Queda totalmente prohibido el empleo del tormento, de procedimien­
tos inhumanos o de sistemas que comporten narcoanálisis u otros procedimientos 
similares para obtener el testimonio del imputado, ya tenga carácter de inda­
gatoria o de confesión judicial o sea recibido antes de constituirse la acción 
penal. Los funcionarios o empleados que contravinieren esta disposición 
incurrirán en la sanción legal correspondiente.• 

Pregunta 14 

El Gobierno del Ecuador ha difundido, a través de los órganos de comunicación 
social, el contenido de la Declaración, la cual, además, ha puesto en conocimiento 
de las dependencias gubernamentales competentes, especialmente del Ministerio de 
Gobierno y Policía, para su observancia y cumplimiento. 

Pregunta 15 

El hecho de que por naturaleza la sociedad ecuatoriana, desde el tiempo en que 
nació a la vida independiente, no haya concebido ni autorizado la práctica de tratos 
o penas crueles e inhumanos, ha determinado que el derecho penal y sus instituciones 
hayan incorporado, de manera inmediata y sin dificultad alguna, las últimas doctrinas 
y concepciones humanísticas sobre la materia. 

* 
* * 

El historial del país es limpio y comprueba la invariable línea de defensa del 
respeto de los derechos y libertades fundamentales de toda persona humana, que tanto 
interna como internacionalmente ha mantenido el Ecuador. Dentro de tales derechos y 
libertades, el respeto a la integridad y dignidad del ser humano, y de rechazo a la 
tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, ha sido y es una práctica 
constante, que el Estado se preocupa de amparar y cuidar por todos los medios a su 
alcance. 

ES PARA 

[Original: espaftol] 
[19 de junio de 1979] 

1. La transformación jurídico-política experimentada por Espafta en los últimos 
aftos se ha realizado a través de numerosas disposiciones legales o reglamentarias 
encaminadas a la protección de los derechos humanos que han culminado en la 
Constitución aprobada por las Cortes en sesiones plenarias del Congreso de los 
Diputados y del Senado celebradas el 31 de octubre de 1978, ratificada por el 
pueblo espaftol en referendum de 6 de diciembre de 1978 y sancionada por S.M. el Rey 
ante las Cortes el 27 de diciembre de 1978. 

/ ... 



A/34/144 
Bspaftol 
Página 21 

En el artículo 10, 1 de la Constituci6n se proclama que •1a dignidad de la 
!rsona, los derechos inviolab~es que le son inherentes, el libre desarrollo de la 
!rsonalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del 
:den político y de la paz social". Además de esta disposici6n general el 
:tículo 15 de la Constituci6n establece que: 

"todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en 
ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o 
degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan disponer 
las leyes penales militares para tiempos de guerra.• 

Este derecho reviste en la Constituci6n carácter de fundamental, sin que pueda, 
1 ningún caso, ser suspendido. A este respecto el artículo 55 de la Constituci6n, 
elativo a la suspensi6n de los derechos y libertades en los supuestos de estado de 
'cepci6n o de sitio y en relaci6n con las investigaciones correspondientes a la 
~tuaci6n de bandas armadas o elementos terroristas, no incluye el articulo 15 entre 
!S normas relativas a los derechos que pueden ser suspendidos. 

Por otra parte la efectividad de este derecho se encuentra prevista en el 
rtículo 53 de la Constituci6n a través de un doble mecanismo de garantía: a) el 
ecurso de inconstitucionalidad de las normas con rango de ley que vulneren los 
erechos reconocidos en el Capítulo 11 del Título 11 - en el que se encuentra 
~cluido el artículo 15, citadoJ y b) por los procedimientos de amparo constitu­
ional y judicial) el amparo judicial puede ser solicitado ante los Tribunales 
rdinarios por cualquier persona, mientras el amparo constitucional será dispensado 
~r el Tribunal Constitucional y corresponde su interposici6n a "toda persona 
atural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como por el Defensor del 
~eblo y el Ministerio Fiscal" (artículo 162, 2). 

regunta 1 

El proceso constituyente fue precedido y simultaneado por una serie de 
isposiciones legislativas o administrativas encaminadas - a obtener la inmediata 
fectividad de los derechos humanos y entre ellos las relativas a la prohibici6n de 
a tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Las medidas 
ás importantes han sido las siguientes: 

a) La ratificaci6n del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
ue tuvo lugar el 27 de abril de 1977 y que fue publicada en el Boletín Oficial del 
stado de 30 de abril de 1977, entrando en vigor el 27 de julio de 1977. A tenor 
el artículo 1,5 del C6digo Civil: 

"las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de 
aplicaci6n directa en Espafta en tanto no hayan pasado a formar parte del 
ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del 
Estado.• 
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b) Consecuente con ~a entrada en vigor del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, el Réal Decreto 2273/1977, del Ministerio de Justicia de 25 de 
julio modific6 el Reglamento de los servicios de Instituciones Penitenciarias 
de 2 de febrero de 1956 reformado el 25 de enero de 1968. En el preámbulo de este 
Real-Decreto expresamente se hace constar que: 

"se han tenido en cuenta las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos, elaboradas en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevenci6n del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra 
en 1955, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos hecho en 
Nueva York el 19 de diciembre de 1966, recientemente ratificado por Espafta, 
los trabajos que por Comisiones de expertos se han efectuado en la Direcci6n 
General de Instituciones Penitenciarias del Ministerio de Justicia, los 
estudios científicos en cuanto a los problemas de reeducaci6n readaptaci6n y 
reinserci6n de delincuentes peligrosos y las legislaciones extranjeras más 
avanzadas y modernas." 

e) La Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 25 de abril de 1978 
sobre'"visitas a prisiones", en cuyo preámbulo se alude a: 

"las funciones del mantenimiento del orden jurídico y la satisfacci6n del 
interés social que al Ministerio Público atribuye y confiere el Estado, 
concuerdan directamente con la defensa de los derechos humanos y de, entre 
ellos, muy esencialmente el que afecta a la libertad del ciudadano, atributo 
inseparable de su dignidad." 

En el mismo preámbulo también se menciona: 

"la misi6n de tutela que al Ministerio Fiscal corresponde sobre las condi­
ciones materiales y humanas en que se hallen los internados, postulando, en 
aras del interés social, el amparo que proceda ••• • 

d) La.ley 31/1978, de 17 de julio, de modificaci6n del Código Penal para 
tipificar el delito de tortura introduciendo el artículo 204 bis que castiga el 
delito de tortura como una figura delictiva específica cometida por la Autoridad o 
funcionario público, o funcionario de Instituciones Penitenciarias, que realiza o 
permite que otros realicen actos contra la integridad física o moral de las 
personas con el fin de obtener una confesi6n o testimonio de detenidos o presos. 
Al aprobar esta ley, Espafta recoge la orientación del Proyecto de Convenio sobre la 
Tortura (artículo IV), presentado por la Asociación Internacional de Derecho Penal 
y por la delegación del Gobierno de Suecia ante la trigésimo cuarta sesi6n de la 
Comisi6n de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 

e) De acuerdo con estos principios el Gobierno presentó ante las Cortes, con 
fecha 12 de septiembre de 1978 el Proyecto de Ley General Penitenciaria, cuyos 
rasgos más sobresalientes, según se expresa en la Exposición de Motivos, son los 
siguientes: 

"consagración expresa del principio de legalidad con referencia a la ejecución 
de las penas y medidas penales, potenciaci6n del régimen abierto y reducción 
del cerrado a supuestos extraordinarios, su misión general del régimen 
penitenciario a las exigencias del tratamiento científico de los internos, 
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trabajo equiparado al trabajo en libertad, régimen disciplinario adaptado a 
las normas promulgadas en 1973 por el Consejo de Europa, implantación de la 
figura del Juez de Vigiiancia como órgano decisivo amparador de los derechos 
de los internos, importancia atribuida a la asistencia social durante el 
internamiento y pospenitenciaria, que conduce a la creación de la Comisión de 
Asistencia Social y del Cuerpo de Asistentes Sociales al servicio de la 
Administración Penitenciaria como elementos claves de dicha asistencia.• 

f) La ley 55/1978, de 4 de diciembre, •de la Policía•, que seftala como 
misión de los Cuerpos de Seguridad del Estado •defender el ordenamiento constitu­
cional, proteger el libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la 
seguridad ciudadana• (artículo 2•, 1·). 

g) La ley 62/1978, de 26 de diciembre, •de Protección Jurisdiccional de 
los Derechos Fundamentales de la Persona• que establece unos procedimientos de 
protección jurídica frente a las detenciones ilegales. 

h) Como ya se ha expuesto anteriormente (véase el párrafo 3 supra el 
artículo 55 de la Constitución, incluido en el Capítulo quinto que se denomina •ne 
la suspensión de los derechos y libertades•, establece que: 

•1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, 
artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y S, artículos 21, 28, apartado 2, y 
artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la decla­
ración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la 
Constitución. Se exceptúa de lo establecido anteriormente el apartado 3 del 
artículo 17 para el supuesto de declaración del estado de excepción.• 

2. Por lo tanto, el artículo 15 que proclama el derecho a la vida y a la 
integridad física y moral y que establece la prohibición de la tortura no podrá ser 
en ningún caso suspendido. 

3. Por otra parte, además del procedimiento citado para la protección juris­
diccional de los derechos fundamentales de la persona ante los juzgados y tribu­
nales de la jurisdicción ordinaria para reprimir cualquier delito cometido con 
relación a detenidos o presos, el Anteproyecto de Ley de Modificación de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal ha introducido el procedimiento de •habeas corpus•. En el 
artículo 846 bis d), se prevé expresamente que: 

•el juez inquirirá sobre los motivos por los que fue privado de libertad, 
circunstancias de tales actos y personas que los ordenaron o ejecutaron, si lo 
supiere. El juez se informará muy especialmente de si el presentado ha sido 
objeto de malos tratos, de cualquier ataque, presión sicológica u otro acto de 
violación de la dignidad humana durante su privación de libertad. En la 
audiencia a que se refieren los párrafos anteriores los interesados podrán ser 
asistidos de sus abogados.• 

Según el artículo 846 bis, e), el juez, si estimare que concurre esa circunstancia, 
ordenará la inmediata entrega a su autoridad de la persona privada de libertad y 
puede adoptar entre otras medidas, iniciar la persecución y castigo de los delitos 
que hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado o tenido bajo su custodia 
a la persona privada de libertad. 

/ ... 



A/34/144 
Espaftol 
Página 24 

Pregunta 2 

La prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, está incluida en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y 
Políticos (artículo 7) y en el Convenio Europeo de Derechos Rumanos (articulo 3)J 
por tanto la información sobre este derecho está incluida en el programa de divul­
gación de los derechos humanos que se lleva a cabo por el Gobierno y es objeto de 
ensenanzas específicas, a partir del 1• de enero de 1979 en la Escuela General de 
Policía y en la Escuela de Estudios Penitenciarios, centros ambos que, Tespecti­
vamente, tienen por finalidad la capacitación profesional de funcionarios de 
policía y de instituciones penitenciarias respectivamente. 

Pregunta 3 

l. El vigente Reglamento de los serv1c1os de Instituciones Penitenciarias 
modificado por Real-Decreto 2273/1977, de 29 de julio, citado, establece en su 
artículo 1,2 que "la misión plenitenciaria se ejercerá con estricto respeto a la 
personalidad humana de los recluidos y a los derechos e intereses jurídicos de los 
mismos, no afectados por la condena ••• • y en el mismo artículo, párrafo 3 se 
establece •asimismo se velará por el más exacto cumplimiento de las garantías 
jurídicas de detenidos, presos y sentenciados, prestando labores asistenciales y de 
ayuda al interno y liberado•. En el artículo 10, 1 se establece: 

"El tratamiento de los detenidos y presos debe acomodarse, en cuanto a 
los principios inspiradores y a las correspondientes garantías, a las 
disposiciones establecidas para los mismos en el Código Penal y en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 

El cumplimiento de las penas o medidas privativas de libertad no ocasio­
nará al interno otras privaciones o limitaciones que las que se'deriven de la 
necesidad de alcanzar los fines atribuidos a aquellas y las que exijan el buen 
orden y régimen del establecimiento. 3. Principio cardinal será la conside­
ración de que el interno no está excluido o marginado de la sociedad, sino que 
continua formando parte de ella. 4. La administración penitenciaria, procu­
rará realizar o, al menos, autorizará las gestiones que sean necesarias para 
proteger, en cuanto sea compatible con el ordenamiento jurídico y la pena 
impuesta, los derechos e intereses legítimos de los internos en el orden 
penal, civil, mercantil, laboral, social u otros análogos.• 

2. El artículo 104 establece: 

•1. En los establecimientos penitenciarios se guardará y mantendrá la 
disciplina necesaria para el cumplimiento de los fines en este reglamento 
establecidos, tanto por parte de los funcionarios como por la de los 
reclusos. 2. Los internos no podrán ser objeto de malos tratos. sólo en 
supuestos de alteración individual o colectiva del orden, agotados otros 
recursos, cabrá la coacción material dirigida exclusivamente al restableci­
miento de la normalidad. En tales casos, y de manera urgente, se dará cuenta 
a la Dirección General, sin perjuicio de prestar la debida e inmediata 
asistencia facultativa, si la misma resultare necesaria.• -
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3. Para la efectividad de estas garantías el artículo 108 prevé: 

•1. !bdo recluso tiene derecho a enviar solicitudes y presentar reclamaciones 
al director del establecimiento, al funcionario que le represente o al 
Inspector de Instituciones Penitenciarias en el curso de una inspección, así 
como a utilizar los recursos establecidos por las leyes. 2. También tiene 
derecho a recibir información sobre su situación jurídica y derechos y deberes 
que le correspondan. 3. Igualmente podrá dirigirse al tribunal o juez 
competente y a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias, así como 
ejercitar el derecho de petición. En estos casos, la solicitud de reclamación 
habrá de remitirse a su destino con especial urgencia y en sobre cerrado, si 
de esta manera fuera presentada por el interesado.• 

4. De igual manera la Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 25 de abril 
de 1978, citada, impone a los Fiscales, en las visitas a prisiones, entrevistarse 
con los presos que lo soliciten y dar traslado al Fiscal Jefe de •cuanto en estas 
entrevistas se detecte como tema de particular interés humano, para que aquél 
busque el medio de orientarlo o lo traslade, en su caso, a esta Fiscalía• (del 
Tribunal Supremo). (Instrucciones la. a 5a.) 

5. La Ley de Enjuiciamiento Criminal ha sido modificada por Ley 53/1978 de 4 de 
diciembre, estableciendo en su artículo 520 que •su libertad (del preso detenido) 
no debe restringirse sino en los límites absolutamente indispensables para asegurar 
su persona e impedir las comunicaciones que puedan perjudicar la instrucción de la 
causa•. El artículo 525 dispone que: 

•No se adoptará contra el detenido o preso ninguna medida extraordinaria de 
seguridad sino en caso de desobediencia, de violencia o de rebelión, o cuando 
haya intentado o hecho preparativos para fugarse. Esta medida deberá ser 
temporal y sólo subsistirá el tiempo estrictamente necesario. El artículo 526 
impone al Juez instructor el deber de visitar una vez por semana las prisiones 
de la localidad y establece que •en la visita se entenderán de todo lo concer­
niente a la situación de los presos o detenidos, y adoptarán las medidas que 
quepan dentro de sus atribuciones para corregir los abusos que notaren.• 

b) El Proyecto de Ley General Penitenciaria, actualmente pendiente de debate 
en las Cortes, establece en su artículo 5• que •ningún interno será sometido a 
.alos tratos de palabra u obra• y dedica el Capítulo IV del Titulo I (artículos 41 
y 45) a desarrollar meticulosamente el régimen disciplinario que se dirigirá 
•a garantizar la seguridad y conseguir una convivencia ordenada•. Igualmente 
establece un sistema de garantías para el interno, que se desarrollará al contestar 
la pregunta cuatro del cuestionario, bajo la última protección del juez de 
vigilancia al que corresponde, según el artículo 76, •salvaguardar los derechos de 
los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los 
preceptos del régimen penitenciario puedan producirse•. 

Pregunta 4 

l. Los métodos utilizados para prevenir la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, son múltiples en el sistema espaftol constituyendo 
un mecanismo complejo en el que el órgano judicial conocerá de los hechos concretos 
en que se materialicen estos malos tratos que, como se expondrá al contestar la 
pregunta número cinco, son punibles en la legislación penal. / ... 
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2. En primer lugar el artículo 520 de la Ley de Bnjuiciaaiento Criminal redactado 
por la Ley citada 53/1978,- de 4 de diciellbre, establecea 

•Todo detenido o preso debe ser informado, desde luego y en térainos 
claros y precisos, de modo que le sean comprensibles, de las causas que han 
determinado su detención y de los derechos que le asisten. En ningún caso se 
le podrá compeler a prestar declaración si, invitado a hacerlo, se negare ••• 
Desde el momento en que se practique su detención o se acuerde su prisión, el 
afectado tiene derecho a designar abogado y a solicitar su presencia en el 
lugar de custodia para que asista al interrogatorio, recabe, en su caso, la 
lectura del presente artículo e intervenga en todo reconocimiento de identidad 
de que sea objeto... Asimismo desde el .omento de su privación de libertad, 
la persona afectada tendrá derecho a que se comunique al familiar o a la 
persona que desee el hecho de su detención, el lugar de custodia y la petición 
de asistencia de abogado. Cuando se trate de menor de edad o de persona 
incapaz, la autoridad bajo cuya custodia esté tendrá la obligación de 
notificar a la persona indicada las circunstancias antedichas, y si ésta no 
fuere hallada, se dará cuenta inmediata al Ministerio Fiscal.• 

3. Del artículo expuesto se obtiene que la asistencia del abogado a interroga­
torio constituye la primera garantía contra cualquier irregularidad en el mismo. 
A este respecto el artículo 17,3 de la Constitución dicea 

•Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de .:>do 
que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones de su detención, no 
pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al 
detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la 
ley establezca.• 

4. Además del abogado, en los supuestos de interrogatorio de detenidos, el 
Ministerio Fiscal y el juez de instrucción velarán por el cumplimiento del mandato 
constitucional de la no obligación de declarar de la persona privada de libertad y 
de las torturas, coacciones u otros aalos tratos que hubiera podido ser objeto el 
detenido. Ya se ha expuesto en la introducción a las contestaciones de este 
cuestionario el mecanismo de garantía que la Constitución establece para la 
efectividad de los derechos y libertades proclamados en ella. 

s. Respecto de las disposiciones para prevenir aalos tratos a presos y detenidos 
ya hemos aludido a las obligaciones impuestas al juez de instrucción y al 
Ministerio Fiscal de oir las quejas que recibieren de los detenidos y presos. 

6. En todo caso el derecho de petición individual viene reconocido en el 
artículo 29 de la Constitución y a él se refiere el artículo 108 del Reglamento de 
los Servicios de Instituciones Penitenciarias mencionado en el número 3 del 
cuestionario. 

7. En el Proyecto de Ley General Penitenciaria, corresponde al juez de vigilancia, 
según se ha expuesto salvaguardar los derechos de los internos y supervisar la eje­
cución de las penas privativas de libertad y de las medidas adoptadas para mantener 
la disciplina en el establecimiento penitenciario. Al juez de vigilancia corres­
ponde especialmente (artículo 76,2, g), •acordar lo que proceda sobre las peticiones 
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o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento peni­
tenciario en cuanto afecte ~ los derechos fundamentales o a los derechos o 
beneficios penitenciarios de aquéllos•. 

Pregunta 5 

1. Bn el Derecho ~spaftol tras la modificación del código Penal por la Ley 31/1978, 
de 17 de julio, de tipificación del delito de tortura, la tortura se configura como 
un delito específico, incluido en el catálogo de delitos del código Penal y por 
tanto, a tenor del artículo 3 es punible •el delito consumado, el frustrado, la 
tentativa y la conspiración proposición y provocación para delinquir•. 

2. A tenor del artículo 204 bis del Código Penal: 

•La autoridad o funcionario público que, en el curso de la investigación 
policial o judicial, y con el fin de obtener una confesión o testimonio, 
cometiere alguno de los delitos previstos en los Capítulos I y IV del Título 
VIII y Capítulo VI del Título XII de este Código será castigado con la pena 
seftalada al delito en su grado máximo y, además, la de inhabilitación especial. 

Si con el mismo fin ejecutaron alguno de los actos penados en los 
arts. 582, 583 número 1" y 585, el hecho se reputará delito y serán castigados 
con las penas de arresto mayor y suspensión. 

En las mismas penas incurrirán, respectivamente, la autoridad o 
funcionario de instituciones penitenciarias que cometiere, respecto de 
detenidos o presos, los actos a que se refieren los párrafos anteriores. 

La autoridad o funcionario público que en el curso de un procedimiento 
judicial penal o en la investigación del delito sometieren al interrogado a 
condiciones o procedimientos que 1e intimiden o violenten su volu~tad, será 
castigado con la pena de arresto mayor e inhabilitación especial. 

Igualmente se impondrán las penas establecidas en los párrafos prece­
dentes a la autoridad o funcionario que, faltando a los deberes de su cargo, 
permitiesen que otras personas ejecuten los hechos previstos en ellos.• 

3. Como complemento aclaratorio der anterior artículo debe mencionarse que los 
Capítulos I y IV del Título VIII del Código Penal tratan, respectivamente, del 
homicidio y de las lesionesJ que el Capítulo VI del Titulo XII del mismo CÓdigo 
incluye los delitos de amenazas y coaccionesJ que el artículo 582 se refiere a la 
falta de lesiones que tarden en curai'o impidan trabajar hasta quince díasJ que el 
artículo 583 número 1• se refiere a las lesiones que no impidan al ofendido 
dedicarse a sus trabajos habituales, ni exijan asistencia facultativaJ y el 
artículo 585 recoge otras formas de malos tratos de obra o palabra, de coacciones o 
amenazas de carácter leve. 
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Pregunta 6 

Las reclamaciones de las presuntas víctimas de actos de tortura u otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes infringidos por funcionarios públicos o a 
instigación de éstos, por tener carácter de hechos constitutivos del delito .encio­
nado al contestar la pregunta anterior (artículo 204 ~ del código Penal) dan 
lugar a un procedimiento criminal ordinario que instruye el juez de instrucción Y 
que, en su caso, será fallado por la Audiencia Provincial, teniendo intervención en 
el mismo el Ministerio Fiscal y el ofendido asistido de su abogado• 

Pregunta 7 

Se insiste en el carácter delictivo de cualquier forma de tortura o de malos 
tratos, y en consecuencia la investigación, según el artículo 300 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, será objeto de un proceso incoado de oficio por el juez de 
instrucción tan luego como tenga conocimiento de la comisión del delito. El proce­
dimiento se rige por las normas generales de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Pregunta 8 

l. La acción penal contra el presunto culpable o culpables del delito de tortura 
o de cualquiera de los delitos de lesiones, amenazas o coacciones que puedan 
cometerse en la persona de un detenido o preso es una acción pública. El 
artículo 100 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece que •de todq delito o 
falta nace acción penal para el castigo del culpable y puede nacer también acción 
civil para la restitución de la cosa, la reparación del dafto y la indemnización de 
perjuicios causados por el hecho punible•. Según el artículo 101 la acción penal 
es pública. Tbdos los ciudadanos espaftoles podrán ejercitarla con arreglo a las 
prescripciones de la Ley: 

•Los funcionarios del Ministerio Fiscal tendrán la obligación de 
ejercitar, con arreglo a las disposiciones de la Ley, todas las acciones 
penales que consideren procedentes haya o no acusador particular en las 
causas, menos aquellas que el código Penal reserva a la querella privada 
(artículo 105). 

La acción penal por delito o falta que dé lugar al procedimiento de oficio no se 
extingue por la renuncia de la persona ofendida (artículo 106). 

• 

2. Las penas previstas para los diferentes delitos que impliquen tortura o .alos 
tratos de obra o palabra dependen de la gravedad de los actos en que éstos consis­
tan determinándose detalladamente en el código Penal la pena correspondiente. La 
posibilidad de aplicar una condena condicional o un indulto de la pena impuesta al 
condenado se rige por las normas generales establecidas en el código Penal 
(artículos 80 a 116). 

Pregunta 9 

A tenor del artículo 204 bis del Código Penal al culpable - autoridad o 
funcionario público - culpable del delito de tortura será castigado con la pena 
correspondiente a la lesión, amenaza o coacción realizada en su grado máxi.o y, 
además a la pena de inhabilitación especial que produce el efecto de privarle del 

/ ... 



A/34/144 
Bspatlol 
Página 29 

cargo o empleo que tuviere y ~e los honores anejos a él, as{ ~ la incapacidad de 
obtener otros análogos durante el tiempo de la condena. Adeús de la responsabi­
lidad penal será exigible a los funcionarios del Estado una responsabilidad disci­
plinaria •exigida por la administración a los funcionarios civiles, de conformidad 
con lo dispuesto en el Estatuto de Funcionarios y disposiciones especiales de cada 
Cuerpo• (artículo 48 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado 
de 26 de julio de 1957). 

Pregunta lO 

Contestado .en las respuestas a las preguntas 8 y 9. 

Pregunta 11 

Como se ha expuesto al contestar la pregunta número 5 los actos de tortura o 
malos tratos han sido tipificados como un delito específico por Ley 31/1978, 
de 17 de julio, introduciendo el artículo 204 bis en el código Penal. Con ante­
rioridad a la expresada reforma del Código ~nal los actos de tortura o malos 
tratos se perseguían como delitos de homicidio, lesiones, amenazas o coacciones, 
constituyendo una circunstancia agravante cuando el culpable se prevalía de su 
carácter público (artículo 10, circunstancia lOa.). En consecuencia no es posible 
encontrar en las estadísticas judiciales datos concretos relativos a denuncias por 
actos de tortura ya que éstas aparecerán en los epígrafes correspondientes a la 
forma de tortura empleada y al resultado de los malos tratos inferidos a la víctima 
(homicidio, lesiones), sin que aparezcan circunstancias que permitan separarlos 
entre sí. Las estadísticas correspondientes al afto 1978 no han sido publicadas 
todavía. 

Pregunta 12 

l. La indemnización de las víctimas de actos de tortura u otros tratos crueles 
inhumanos o degradantes viene reconocida en el derecho espaftol como consecuencia 
del carácter delictivo de dichos actos. Según el artículo 19 del código Penal 
•toda persona responsable criminalmente de un delito o falta lo es también 
civilmente•, y el artículo 101 del mismo código establece que esa responsabilidad 
civil comprende: •1. La restitución. 2. La reparación del datlo causado. 
3. La indemnización de perjuicios•. Determinando el artículo 104 que: 

•La indemnización de perjuicios materiales y morales comprenderá no sólo 
los que se hubieren causado al agraviado, sino también los que se hubieren 
irrogado, por razón del delito, a su familia o a un tercero. Los Tribunales 
regularán el importe de esta indemnización en los ~smos términos prevenidos 
para la reparación del dafto en el artículo precedente.• 

2. En cuanto al procedimiento para obtener la indemnización, generalmente es el 
procedimiento criminal, conforme al artículo 110 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal que dispone: 

•Los perjudicados por un delito o falta que no hubieren renunciado a su 
derecho, podrán mostrarse parte en la causa, si lo hicieran antes del trámite 
de calificación del delito, y ejercitar las acciones civiles y penales que 
procedan o solamente unas u otras según les conviniere, sin que por ello se 
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retroceda en el curso de las actuaciones. Aun cuando los perjudicados no se 
muestren parte en la causa, no por esto se entiende que renuncian al derecho 
de restitución, reparación o indemnización que a su favor pueda acordarse en 
sentencia firme, siendo menester que la renuncia de este derecho se haga en su 
caso de una manera expresa y terminante.• 

3. Al tramitarse conjuntamente la acción penal y la acción civil inde~izatoria 
en la sentencia se resuelven todas las cuestiones planteadas, disponiendo a este 
respecto, el artículo 742 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal citada dispone: 

•En la sentencia se resolverán todas las cuestiones que hayan sido objeto 
de juicio, condenando o absolviendo a los procesados, no sólo por el delito 
principal y sus conexos, sino también por las faltas incidentales de que se 
haya conocido en la causa ••• También se resolverán en la sentencia todas las 
cuestiones referentes a la responsabilidad civil que hayan sido objeto del 
juicio.• 

4. Además de la responsabilidad criminal de los autores de un acto de tortura o 
malos t~atos constitutivo de delito existe una responsabilidad patrimonial del 
Estado prevista en los artículos 40 y siguientes de la Ley de Régimen Jurídico de 
la Administración del Estado, ya citada, a cuyo tenor: 

•1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por el Estado de toda 
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos 
de fuerza mayor, siempre que aquella lesión sea consecuencia del funciona­
miento normal o anormal de los servicios públicos o de la adopción de medidas 
no fiscalizables en vía contenciosa. 2. En todo caso, el dafto alegado por 
los particulares habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individua­
lizado con relación a una persona o grupo de personas ••• 3. CuandO la 
lesión sea consecuencia de hechos o de actos administrativos no impugnables, 
en vía contenciosa o, aún siendo impugnables, el perjudicado opte por la vía 
administrativa la reclamación de indemnización se dirigirá al ministro respec­
tivo, o al consejo de ministros si una ley especial así lo dispone, y la 
resolución que recaiga será susceptible de recurso contencioso-administrativo 
en cuanto a la procedencia y cuantía de la indemnización. En todo caso, el 
derecho a reclamar caducará al afto del hecho que motivó la indemnización.• 

S. Por otra parte el artículo 106, de la Constitución establece que a) Los 
Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación 
administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican. 
b) Los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a 
ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, 
salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos. 

Pre~unta 13 

l. Además de las facultades que corresponden al tribunal de lo criminal para 
examinar las pruebas propuestas y rechazar las que no considere pertinentes, la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal establece un procedimiento de revisión de las sentencias 
firmes en virtud de causas determinadas en el artículo 954 entre las que se 
encuentran las siguientes: 
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•J. Cuando esté sufriendo una condena alguno en virtud de sentencia cuyo 
fundamento haya sido un docu.ento o testi.onio declarados después falsos por 
sentencia firme o causa criainal, la confesión del reo arrancada por violencia 
o exacción, o cualquier hecho punible ejecutado por un tercero, siempre que 
los tales extremos resulten también aclarados por sentencia firme en causa 
seguida al efecto • • • 4. CUando después de la sentencia sobrevenga el conoci­
miento de nuevos hechos o de nuevos elementos de prueba, de tal naturaleza que 
evidencien la inocencia del condenado.• 

2. El procedimiento de revisión, llamado •recurso de revisión• termina por 
sentencia irrevocable en la que puede acordarse la anulación en la sentencia firae 
dictada. Si ésta fuere absolutoria, los interesados en ella o sus herederos 
tendrán derecho a las indemnizaciones civiles a que hubiere lugar según el derecho 
común, las cuales serán satisfechas por el Batado, sin perjuicio del derecho de 
éste de repetir contra el juez o tribunal sentenciador que hubieren incurrido en 
responsabilidad o contra la persona directamente declarada responsable o sus 
herederos (artículo 960). 

Pregunta 14 

Como se ha expuesto al contestar la pregunta dos, la Declaración sobre la 
Protecci6n de Tbdas las Personas Contra la TOrtura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes está incluida en la publicación de los textos relativos a 
los derechos humanos. 

Pregunta 15 

Contestando al exponer la introducción al cuestionario y al número 1• del 
mismo. 

BAITI 

[Original• francés) 
[17 de .. yo de 1979) 

1. La Cancillería se apresura a subrayar que la República de Haití ha combatido 
siempre todas las formas de degradación de la persona hu.ana. Bl respeto de los 
atributos fundamentales de la persona humana es una constante de todas la consti­
tuciones de Haití. 

2. Las líneas finales del artículo 17 de la Constitucion de 1964, actual.ente en 
vigor, hablando de la tortura y de otras for.as de envileciaiento de la persona 
humana, establecen que •toda violación de estas nor .. s (garantías legales respecto 
del arresto y la detención) constituyen acto arbitrario contra el que las partes 
podrán acudir, sin autorización previa, ante los tribunales competentes para per­
seguir tanto a los autores como a los ejecutores, cualquiera que sea su cargo u 
organismo al que pertenezca•. 

3. En nombre del Gobierno de Haití, la Cancillería declara que la tortura cons­
tituye la peor humillación que un hombre pueda infligir a sus semejantes. 
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4. La tortura viola la integridad física del hombre, a menudo quebranta su moral 
y tiende a despersonalizarlo. 

5. Rebaja al torturador al nivel de la bestia y obliga a quienes son víctimas de 
ella a sacar de sus creencias religiosas o filosóficas la fuerza necesaria para no 
desesperar de la humanidad. 

6. Por esa razón el Gobierno de Haití, justamente alarmado por la utilización 
de la tortura y otras formas de degradación de la persona humana en los sistemas 
penitenciarios, hace un apremiante llamamiento a los gobiernos de los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas para que pongan fin al empleo de estos métodos 
bárbaros y arcaicos que no condicen en absoluto con el progreso económico, cul­
tural y moral de la comunidad internacional del siglo XX. 

RUNGRIA 

[Original: inglés] 
[10 de julio de 1979] 

1. El Gobierno de la República Popular Húngara condena resueltamente el empleo de 
la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, cualquiera que sea su 
forma. El humanismo es una característica básica de la administración de justicia 
de Hungría, que se basa en la legalidad socialista. Las leyes y reglamentos prevén 
con toda circunspección las normas necesarias para la observancia de la legalidad y 
la protección de los ciudadanos en todas las fases de los procedimientos judiciales. 
Cualquier método capaz de causar tortura física o psicológica es totalmente ajeno a 
las autoridades de Hungría. 

2. En 1975 el Gobierno de la República Popular Húngara proporcionó información 
detallada sobre su posición en lo concerniente a la tortura y otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes (véase A/10158 y Corr.l y Add.l). Ultimamente, también se 
han sancionado nuevas leyes sobre este tema. 

3. Como la experiencia ha confirmado lo adecuado de las garantías previstas en 
las leyes y reglamentos existentes contra la violación de los derechos de los 
ciudadanos, la Ley IV de 1978 del CÓdigo Penal, que entró en vigor el 1" de julio 
de 1979, en una nueva clasificación, ha mantenido esencialmente la reglamentación 
de las garantías en él dispuestas que excluye las torturas y los tratos degradantes 
en la ejecución de castigos. Las disposiciones pertinentes del Código Penal enmen­
dado prevén para lo funcionarios que recurran a medios inadmisibles consecuencias 
jurídicas idénticas a los castigos establecidos por la legislación anterior. 

4. El Decreto Ley No. 11 de 1979 sobre 
también en vigor el 1" de julio de 1979. 
uniformes para la ejecución de todas las 
deraciones de carácter humanitario en la 
por el CÓdigo Penal. 

la ejecución de penas y medidas entró 
Este nuevo texto legal establece no~s 

penas y aedidas e intensifica las consi­
aplicación de las sanciones establecidas 
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(Original: inglés] 
(13 de febrero de 1979] 

La característica pricipal de la Constitución de la India es que el Gobierno 
Ejecutivo es responsable ante un Parlamento elegido sobre la base del sufragio de 
los adultos y un Poder Judicial independiente tiene la facultad de anular las 
órdenes del ~oder Ejecutivo, así como las leyes promulgadas por el Parlamento si 
no están conformes con los derechos fundamentales garantizados en la Parte III de 
la Constitución. Combinado con la libertad de prensa, esto constituye una garantía 
adecuada contra cualquier abuso del poder policial. 

Pregunta 1 

1. La cuestión de la prevención y sanción de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes ha sido objeto de la debida consideración en 
nuestro país. La Constitución de la India dispone la vigencia de los derechos 
humanos básicos y es una amplia salvaguardia contra cualquier tortura u otro trato 
cruel o degradante. En el capítulo sobre derechos fundamentales, en la Parte III 
de la Constitución, hay varios artículos que aseguran la dignidad de la persona. 
Algunos de ellos son los siguentes: 

a) El artículo 17, relativo a la abolición de la •intocabilidad•J 

b) El artículo 21, relativo a la protección de la vida y de la libertad 
personalJ 

e) El artículo 23, por el que se prohíben el tráfico de seres humanos y los 
trabajos forzadosJ y 

d) El artículo 24, por el que se prohíbe el empleo de niftos en fábricas, etc. 
Diferentes actos que constituyen tortura física están comprendidos en delitos con­
cretos (según la gravedad del delito) en el CÓdigo Penal de la India. Aunque la 
palabra tortura no se define específicamente en ninguna sección del código Penal de 
la India, se reproducen a continuación las secciones 319, 330 y 331, que abarcan 
diversas formas de tortura: •319. Se dice de cualquiera que cause dolor físico, 
enfermedad o incapacidad a cualquier persona que causa dafto•. En la sección 320 se 
definen formas de daftos con circunstancias agravantes, como •danos graves•. Puesto 
que el causar dolor físico es tortura, el delito de tortura puede estar abarcado 
bajo esta sección. El castigo de este delito está previsto en la sección 323 del 
Código Penal de la India. 

•330. Quienquiera que cause voluntariamente dafto o dolor para extraer de la 
víctima o de cualquier persona interes~da en la víctima cualquer confesión o 
información que pueda conducir al descubrimiento de un delito o falta o para 
obligar a la víctima o cualquier persona interesada en la víctima a restituir 
o causar la restitución de cualquier propiedad u objeto de valor o para satis­
facer cualquier demanda o para que dé información que pueda conducir a la res­
titución de cualquier propiedad u objeto de valor será castigado con prisión 
de cualquiera de los dos tipos por un período de hasta siete anos, y se le 
impondrá también una multa. 
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331. Quienquiera que·cause voluntariamente dolor grave para extraer de la 
víctima o de cualquier persona interesada en la víctima cualquier confesión o 
información que pueda conducir al descubrimiento de un delito o falta o para 
obligar a la víctima o a cualquier persona interesada en la víctima a restituir 
o causar la restitución de cualquier propiedad u objeto de valor o para satis­
facer cualquier demanda o para dar información que pueda conducir a la resti­
tución de cualquier propiedad u objeto de valor, será castigado con prisión de 
cualquiera de los dos tipos por un período de hasta diez aftos y se le impondrá 
también una multa.• 

2. Las secciones 330 y 331 del Código Penal de la India abarcan las torturas 
físicas infligidas a una persona por un funcionario público o a instancias de éste 
con fines de obtener de la víctima información o confesión sobe la comisión de un 
delito. 

3. La sección 322 se refiere al delito de causar voluntariamente daftos graves 
y la sección 325 prevé el castigo por causar voluntariamente daftos graves. La 
sección 350 se refiere al •uso de fuerza criminal• y las secciones 351 a 358 se 
refieren a la agresión. La sección 320 se refiere al confinamiento doloso por 
funcionarios públicos. 

4. Las prisiones de la India se mantienen y rigen con arreglo a leyes concretas a 
saber, la Ley de Prisiones de 1894 y la Ley de Presos de 1900. Los gobiernos esta­
tales han redactado también sus respectivos manuales estatales de pr1s1ones y, por 
consiguiente, el tratamiento de los prisioneros está reglamentado en un marco 
jurídico adecuado. 

5. Respecto de las medidas adoptadas para prohibir esos tratos en circunstancias 
excepcionales, tales como el estado de guerra, la amenaza de guerra, la inestabi­
lidad política interna o cualquier otro estado de emergencia pública puede mencio­
narse que en nuestro país el Presidente de la India puede proclamar una emergencia 
en virtud del artículo 352 de la Constitución cuando el Presidente está convencido 
de que existe una emergencia grave que amanaza a la seguridad de la India o de 
cualquier parte de su territorio con un estado de guerra o perturbación interna. 
Cuando se ha declarado una emergencia de ese tipo, el artículo 19 de la Constitu­
ción referente a la protección de ciertos derechos relativos a la libertad de 
palabra, etc. queda suspendido y puede suspenderse por decreto el derecho a peticio­
nes ante los tribunales para hacer cumplir los derechos fundamentales conferidos 
por la Parte III de la Constitución que puedan mencionarse en el decreto. Pero 
incluso durante la emergencia, las disposiciones del código Penal de la India men­
cionadas supra siguen en vigor y pueden tomarse medidas de conformidad con la Ley 
siempre que se cometa uno de esos delitos. Una enmienda a la Constitución ya apro­
bada por el Parldmento de la India y remitida a los gobiernos estatales para su 
ratificación hará que los derechos en virtud del artículo 20 relativo a la protec­
ción respecto de la convicción por delitos y al artículo 21 relativo a la protec­
ción de la vida y de la libertad personal puedan hacerse aplicar en los tribunales 
incluso durante la proclamación de una emergencia. 

6. Todas las personas pueden iniciar, con arreglo al common law acciones civiles 
por daftos causados por agravios, heridas o prisión ilegal. 
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7. Para mitigar los sentimientos de desigualdad y discriminación entre las aino­
rías, el Gobierno de las India ·estableció en enero de 1978 una Comisión de Minorías 
~uyo mandato consiste, entre otras cosas, en estudiar denuncias concretas sobre 
privación de derechos y salvaguardias de las minorías. Un Comisionado de Castas y 
rribus Reconocidas ha estado investigando denuncias de torturas o atrocidades come­
~idas contra miembros de castas reconocidas y sus conclusiones se incluyen en los 
Lnformes anuales al Gobierno. El informe también se presenta al Parlamento. El 
~bierno ha designado ahora una Comisión de Castas y Tribus Reconocidas. 

Pregunta 2 

l. En los cursos de capacitación para todos los funcionarios de policía de todos 
los grados, desde los inferiores hasta los superiores, en las escuelas y colegios 
de formación de funcionarios de policía en todo el paíse se hace especial hincapié 
en el trato correcto de las personas que se encuentran bajo custodia policial. En 
la sección 49 del CÓdigo de Procedimientos Penales se establece que los funciona­
rios de policía sólo deben utilizar un grado razonable de fuerza al detener a una 
persona. Hay disposicioness adecuadas a este respecto en los reglamentos de poli­
cía de diversos estados. 

2. Respecto del trato de las personas que se encuentran en las cárceles, todos 
los que se ocupan del trato de las personas privadas de su libertad reciben capaci­
tación previa al servicio y en el servicio en las escuelas de capacitación carcela­
~ia e instituciones afines. Además, se organizan cursos de corta duración para 
orientar a estos funcionarios en materia de filosofía correccional. El estudio de 
los manuales carcelarios y otras leyes y normas pertinentes se incluye en los planes 
de estudio de esos cursos. 

Pregunta 3 

l. En lo que se refiere al trato adecuado de los presos bajo custodia policial, 
en los manuales de las policías estatales y las ordenanzas permanentes de los 
Inspectores Generales de Policía de los gobiernos estatales figuran instrucciones 
en este sentido. Según estas normas, el maltrato de las personas bajo custodia es 
una cuestión grave y puede castigarse al nivel departamental, al igual que al nivel 
judicial, según el carácter de la gravedad de los maltratos. 

:. Respecto del trato de los presos en las cárceles, en la Ley de Prisiones se 
mencionan concretamente castigos para el personal que se ocupa de la custodia y el 
trato de los presos en caso de negligencia en el cumplimiento de sus funciones. 
Gracias a la aplicación de la Ley de Abolición de la Flagelación de 1955 se han 
eliminado del estatuto los castigos corporales. 

Pregunta 4 

l. Se asegura la vigilancia al nivel de la supervisión. Ordenanzas e instruccio­
nes permanentes aseguran que se cumplan sistemáticamente las prácticas de interro­
gatorio. Respecto de las disposiciones para la custodia y el trato de los presos, 
en lo que se refiere a los departamentos de policía, hay instrucciones en los 
manuales policiales y ordenanzas permanentes de los gobiernos interesados que 
aseguran el control y la verificación administrativa adecuados para impedir las 
prácticas incorrectas. 
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2. En el inciso 1) del artículo 22 de la Constitución de la India se prevé que 
"No se mantendrá presa a una persona detenida sin comunicarle, tan pronto como sea 
posible, los motivos de su detención, ni se le negará el derecho a consultar y a 
ser defendida por el abogado que elija•. 

3. Análogamente, en el inciso 2) del artículo 22 de la Constitución se prevé que 
•toda persona detenida y presa deberá ser llevada ante el magistrado más próximo 
dentro de un período de 24 horas a partir de la detención, con exclusión del tiempo 
necesario para realizar el viaje desde el lugar de la detención hasta el tribunal 
del magistrado, y no se la mantendrá presa por un período de tiempo superior al 
mencionado sin autorización de un magistrado". 

4. La ley dispone y los tribunales han insistido siempre en que debe informarse a 
los parientes del acusado dónde está éste detenido y debe preguntársele si desea o 
no recibir asistencia letrada. Si el acusado desea la presencia de un abogado es 
obligación del magistrado dar tiempo para que el abogado comparezca y presente argu­
mentos sobre la cuestión ante el magistrado. Los tribunales superiores tienen la 
facultad de intervenir y de ordenar a la policía que permita una entrevista del 
acusado con su abogado. 

S. Cabe mencionar también a este respecto que el Gobierno de la India, en 
noviembre de 1977, creó la Comisión Nacional de Policía que tiene, entre otras, 
las siguientes atribuciones: 

a) Hacer indagaciones sobre el sistema de investigación y procesamiento 
judicial, las razones de las demoras y del incumplimiento de las normas, la 
utilización de métodos incorrectos y la medida en que éstos ocurren, y sugerir cómo 
puede modificarse el sistema de manera que sea eficiente, científico y coherente 
con la dignidad humana y cómo pueden enmendarse adecuadamente las 
leyes pertinentes. 

b) Recomendar medidas y disposiciones institucionales 

i) para impedir el abuso de poder por la policía y examinar si la conducta, 
la perspectiva, la responsabilidad y la imparcialidad de la policía se 
mantienen al nivel correcto y, de no ser así, las medidas, tales como la 
contratación y la capacitación, que deben adoptarse para mejorarlos, 

ii) para impedir el abuso por la policía de instrucciones administrativas o 
ejecutivas, la presión política o de otra índole o las órdenes orales de 
cualquier tipo que sean contrarias a la ley, 

iii) para la indagación rápida e imparcial de las denuncias públicas - hechas 
contra la policía sobre cualquier abuso de poder policial. 

Pregunta S 

sí. 
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1. La India está dividida para fines administrativos en estados y territorios 
de la Unión. Los estados están subdivididos en distritos. Excepto en algunas 
ciudades grandes, el Magistrado del Distrito es el Jefe de la Administración 
Policial y el Superintendente de Policía en cada distrito vela por la aplicación de 
la, ley. El distrito tiene varias comisarías de policía para las diversas regiones 
cuya tarea es prevenir y descubrir los delitos en sus regiones respectivas. Cada 
distrito tiene también tribunales. Estas autoridades ejecutivas y judiciales están 
facultadas para investigar las denuncias formuladas por una presunta víctima. El 
procedimiento seguido depende de la gravedad del delito. Puede haber una investi­
gación departamental, al nivel de los magistrados o judicial, o puede registrarse 
~n caso y realizarse una investigación de conformidad con el procedimiento fijado 
~n el Código de Procedimientos Penales, lo que implica que si después de la inves­
:igación se prueba el caso, la policía presentará una foja de acusaciones ante un 
:ribunal de derecho, donde se examinará a los testigos de cargo y de defensa, 
lespués de lo cual el tribunal decidirá si la persona es culpable o no, según las 
~uebas. Si se encuentra que el acusado es culpable se le impondrá el castigo 
stablecido para el delito. 

En lo que se refiere a las personas en las cárceles, el director de la cárcel 
en algunos casos los magistrados de distrito están facultados para recibir y 
:aminar las denuncias de las presuntas víctimas con arreglo al procedimiento 
tablecido en el Código de Procedimentos Penales. En virtud del artículo 226 de 
Constitución, los tribunales superiores están facultados para emitir autos de 

beas corpus para hacer comparecer a cualquier detenido en cuyo nombre se presente 
a petición. El tribunal puede ordenar la excarcelación de una persona bajo 
~nza incluso en los casos de delitos que no admiten la libertad bajo fianza, a 
tos que la persona haya sido declarada culpable de un delito punible con pena de 
~rte o prisión perpetua. 

gunta 7 

Si, en esos casos las autoridades competentes están facultadas para examinar 
casos por su propia iniciativa, y si a primera vista se llega a la conclusión 
(ue se ha cometido un delito se emprende una investigación. Con arreglo al 
tado e) del inciso 1) de la seccion 190 del Código de Procedimientos Penales, 
n el transcurso de actuaciones ante cualquier tribunal se descubren pruebas que 
can que se ha cometido un delito contra una persona pueden iniciarse los proce­
ntos correspondientes contra la persona que a primera vista parezca haber come-
el delito. El resto del procedimiento es el mencionado en la respuesta a la 
mta 6. 

tnta 8 

Si, se entabla acción penal contra los que cometen actos de tortura. Los 
tos principales del procedimiento aplicable en esos juicios se indican en el 
' de Procedimientos Penales, según el cual en primer lugar se registra el caso 
l los acusados. A continuación, la policía realiza una investigación y si se 
1tra cumplable al acusado se presenta al tribunal una foja de cargos. Poste­
!nte el tribunal escuha los argumentos del fiscal y de la defensa. Si el 
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tribunal encuentra culpable al acusado se lo condena y sentencia y si no, se lo 
pone en libertad. Las sanciones dependen del carácter del delito cometido. En 
virtud de la sección 323 del código Penal de la India el castigo por causar daftos 
puede ser prisión por un plazo de hasta un afto o una multa de hasta 1.000 rupias o 
ambas cosas. Si el delito cometido recae dentro de la sección 330 del código Penal 
de la India, es decir, si se causó dafto voluntariamente para extraer una confesión 
o para obligar a restituir una propiedad, el castigo previsto es de prisión de 
hasta siete aftos, y también multa. Si se comete el delito de confinamiento ilegal, 
según se menciona en la sección 340 del código Penal de la India, el castigo 
previsto en la sección 342 del código Penal de la India es prisión de hasta un afto 
o multa de hasta 1.000 rupias, o ambas cosas. En los casos en que se ha cometido 
el delito de obligar ilegalmente a una persona a trabajar contra su voluntad según 
la sección 374 del CÓdigo Penal de la India, el castigo es prisión de hasta un afto 
o multa, o ambas cosas. Respecto del indulto, la amnistía o la conmutación de la 
pena, las disposiciones que a ellos se refieren figuran en las secciones 432, 433 
y 434 del código de Procedimientos Penales. Sin embargo, estas disposiciones no se 
aplican ·a los castigos impuestos exclusivamente por el delito de tortura u otros 
tratos o castigos crueles, inhumanos o degradantes, sino también a otros delitos. 
En virtud de la sección 306 del CÓdigo de Procedimientos Penales puede concederse 
el indulto a un cómplice con la condición de que revele las circunstancias rela­
tivas al delito. En los artículos 72 y 161 de la Constitución también se prevé 
el indulto, etc. por el Presidente de la India y los Gobernadores de los estados 
respectivamente. 

Pregunta 9 

Hay normas departamentales y sanciones penales previstas en la Ley de Prisione! 
y el Código de Procedimientos Penales que se adoptan contra los funcionarios públi­
cos culpables de violar las leyes y normas sobre la cuestión. Los funcionarios 
públicos encontrados culpables son suspendidos y se realiza una investigación sobre 
su conducta. Si se llega a la conclusión de que un funcionario público ha cometido 
un delito como el mencionado en la sección 330 del código Penal de la India, que 
consiste en causar dafto voluntariamente para extraer una confesión u obligar a la 
restitución de una propiedad, se registra el caso, se lo investiga y se presenta 
una foja de cargos al tribunal si el funcionario público es encontrado culpable. 
Si es condenado, dicho funcionario público puede ser destituido. Las mismas leyes 
se aplican a los abogados y méditos si están al servicio del Gobierno. Respecto de 
las medidas adoptadas por las asociaciones profesionales sobre sus miembros, con­
victos de torturas, como violación grave de la ética profesional, esas medidas sólo 
tienen fuerza mor.al y el Colegio de Abogados de la India, en el caso de los abo­
gados, y la Asociación Médica de la India, en el caso de los médicos, tomará nota 
de la violación de la ética profesional. 

Pregunta 10 

Las respuestas a las preguntas 8 y 9 supra también se aplican a los culpa­
bles de otros actos criminales que entraftan tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. 

¡ ... 



Pregunta 11 

A/34/144 
Espaftol 
Página 39 

Los casos ordinarios son·-investigados por los organismos apropiados, de confor­
midad con el derecho criminal. Para atender las denuncias relativas al abuso de 
poder o a los arrestos y otros excesos cometidos durante estados de emergencia 
(25 de junio de 1975 a 21 de marzo de 1977), el Gobierno de la India designó una 
Comisión de Investigaciones encabezada por el Juez J.C. Shah, ex Presidente de la 
Corte Suprema de la India ~/. Se han nombrado muchas otras comisiones de investi­
gación para atender denuncias concretas. 

Pregunta 12 

No hay ningún derecho establecido a recibir compensación del Gobierno que 
puedan hacer valer las personas ilegalmente detenidas, etc. Ese derecho existe, 
sin embargo, si la víctima de la tortura u otro trato inhumano o degradante entabla 
acción civil por daftos o indemnización contra una persona. También en este caso, 
en virtud de la sección 357 del CÓdigo de Procedimientos Penales, el Tribunal que 
impone la sentencia de multa o una sentencia que incluya una sentencia de muerte de 
la que una multa forme parte está facultado para ordenar que la totalidad o una 
parte de la multa obtenida se aplique, entre otras cosas, a pagar una porción de la 
indemnización por cualquier pérdida o agravio causado por el delito con respecto al 
cual, en opinión del Tribunal, dicha persona pueda obtener indemnización ante un 
tribunal civil. 

Pregunta 13 

Hay en la Ley de Pruebas de la India varias disposiciones que declaran inadmi­
sibles las confesiones exraídas bajo tortura. Las disposiciones pertinentes son 
las siguientes: en la sección 24 de la Ley de Pruebas se dispone que una confe­
sión (una declaración extraída al acusado) hecha por un acusado no es pe.rtinente 
en un procedimiento criminal, si en opinión del tribunal, la confesión fue inducida 
por un incentivo, una amenaza o promesa procedente de una autoridad. La sección 25 
dice que no se utilizará contra una persona acusada de un delito ninguna confesión 
hecha a un funcionario u oficial de policía. Según la sección 26 ninguna confesión 
hecha por una persona que se encuentra bajo la custodia de un oficial de policía se 
utilizará contra esa persona a menos que se haga en presencia inmediata de un 
magistrado. La sección 162 del CÓdigo de Procedimientos Penales prohíbe la firma 
de declaraciones hechas a oficiales de policía durante la investigación de un caso. 
El objeto de esta sección es asegurar que la policía no pueda, en un procedmiento 
criminal, presentar pruebas de admisión que no sean verdaderas o que hayan sido 
obtenidas por medios incorrectos. Además, en la sección 164 del CÓdigo de Proce­
dimientos Penales se establece que el registro de una confesión ante un magistrado 
metropolitano o judicial se hará sólo si ésta se realiza voluntariamente. 

~ El Gobierno de la India ha adjuntado a esta comunicación una traducción 
al inglés del informe de esta Comisión de Investigación que puede consultarse en 
los archivos de la Secretaría. 
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Pregunta 14 

El Gobierno de la India está considerando la posibilidad de que la India haga 
una declaración unilateral de aprobación de la Declaración sobre la Tortura. Des­
pués de decidida esta cuestión se tomarán las medidas necesarias para dar publici­
dad a la Declaración entre el publico en general. 

Pregunta 15 

No hemos encontrado ninguna dificultad hasta el presente. Las disposiciones 
constitucionales y jurídicas y la práctica administrativa que rigen en la India 
constituyen una salvaguardia adecuada. 

IRAN 

[Original: francés] 
[3 de julio de 1979] 

1. La tortura y los tratos crueles están prohibidos por la legislación iraní. En 
sus artículos 131, 132 y 136 el código Penal sanciona la violación de ese principio. 

2. Los tribunales consideran sin efecto las declaraciones obtenidas mediante 
tortura. Toda persona que haya sufrido tortura puede exigir reparación ante los 
tribunales competentes, según el procedimiento establecido por el código de 
Procedimiento Penal. 

Artículo 131 

Todo agente de la función pública, dependiente o no de la administración de 
justicia, que, con el fin de obtener una declaración de un acusado, inflija o haga 
infligir a éste violencia física, será condenado a una pena de tres a seis aftos de 
prisión a trabajo forzado. Si el acusado sucumbe de resultas de los malos tratos 
infligidos, el culpable será pasible de la pena reservada a los homicidas. 

Artículo 132 

Todo agente de la función pública que inflija o haga infligir a un detenido 
una pena más severa que la prevista por la ley, o una pena no prevista por la ley, 
será condenado a una pena correccional de seis meses a tres aftos de prisión. Si la 
acción del agente de la función pública entraftara otros delitos, sería igualmente 
pasible de las penas que sancionan esos delitos. 

Artículo 136 

Todo agente de la función pública que, en el ejercicio o en razón de sus 
funciones inflija o haga infligir violencia física a cualquier persona, será 
condenado a la pena máxima prevista para tal delito. 
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3. Sin embargo, la existencia de tal legislación en la declaración unilateral del 
Irán contra la tortura, en la. práctica no iapidió en absoluto que las autoridades 
del antiguo régimen tolerasen el uso de penas crueles y degradantes tales como la 
tortura y otros tratos inhumanos para con los acusados y condenados, ni tampoco que 
lo convirtiesen en un procedimiento tristemente familiar. Las siniestras hazaftas 
de los carceleros de la Savak dejaron un recuerdo doloroso en el pueblo iraní, lo 
que explica ciertas decisiones de los tribunales revolucionarios de la República 
Islámica del Irán que, contrariamente a lo que hacían las autoridades judiciales 
del régimen monárquico, aplican a los torturadores sentencias que corresponden a la 
magnitud de sus crímenes. 

IMQ 

[Original: inglés] 
[20 de agosto de 1979] 

l. La dignidad humana está protegida por la Constitución, el párrafo 6 de cuyo 
artículo 22 establece que •se protege la dignidad humana. Se prohíbe el ejercicio 
de toda forma de tortura física o psicológica•. La Ley para la Reforma del Sistema 
Jurídico ha establecido •1a protección de la libertad, la seguridad y la dignidad 
de todos los ciudadanos• como uno de los objetivos generales de la legislación 
criminal. 

2. En cuanto al artículo 6, ya se ha mencionado el hecho de que el código Penal 
No. 111 (1969) considera un delito todo acto que ponga en peligro la vida o la 
seguridad física del individuo (todos los artículos del capítulo 1, libro 3 de la 
Ley). La Ley impone penas a quien hiera, agreda o dafte deliberadamente a otra 
persona. Esos actos incluyen ataques deliberados a terceros, o heridas, agresión, 
utilización de la violencia, suministro de sustancias nocivas o cualquier otro acto 
que infrinja la ley. También impone penas por actos que ocasionen daftos o enfer­
.adad a otras personas por un error derivado de la negligencia, la imprudencia, el 
descuido, la falta de precaución o el no acatamiento de las leyes, los reglamentos 
y las órdenes. La pena para algunos de esos casos es la prisión por un máximo 
de 15 aftos. 

3. Las leyes existentes no permiten que nadie sea objeto de experimentaciones 
médicas o científicas sin su libre consentimiento. Si bien el Código Penal en sus 
artículos 39 a 46 establece las bases para el otorgamiento de permiso, y en sus 
artículos 60 a 65 examina la responsabilidad criminal y las exclusiones a la misma, 
no considera esos tipos de experimentación como base para el otorgamiento de 
permiso o como razón para excluir la responsabilidad. 
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JAMABIRIYA ARABB LIBIA 

[Original: árabe] 
[23 de abril de 1979] 

Pregunta 1 

l. La prohibición de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degraaantes 
constituye parte integral de la legislación actualmente en vigor en la Jamahiriya 
Arabe Libia Popular y Socialista, y figuran en ella numerosas disposiciones que 
prohíben expresamente la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes. A título de demostración, citamos a continuación algunas de ellas: 

a) c6digo Penal 

Artículo 235. Abuso de autoridad en ausencia de otra disposición legal: 

•El funcionario público que abuse de las atribuciones de su cargo para 
benéficiar o perjudicar a otra persona, en los casos en que su acción no sea 
punible en virtud de otra disposición de la legislación criminal, será 
castigado con prisión por un periodo no menor de seis meses.• 

Artículo 431. Uso indebido de poder contra las personas: 

•El funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, emplee la 
violencia contra un individuo de manera degradante o de otra manera que le 
provoque dafto físico, será castigado con prisión y con multa que no exceda 
de 150 dinares.• 

Articulo 432. Registro de personas: 

•El funcionario público que, con uso indebido de poder, registre a una 
persona, será castigado con prisión.• 

Artículo 433. Detención no autorizada de personas: 

•El funcionario público que, con uso indebido de poder, detenga a una 
persona, será castigado con prisión.• 

Articulo 434. Restricción injustificada de la libertad personal: 

•será castigado con prisión o .ulta no .ayor de 50 dinares el funcionario 
público encargado de dirigir una prisión u otro establecimiento para la 
ejecución de medidas preventivas que admita en el establecimiento a una 
persona sin orden de la autoridad competente o se niegue a obedecer la orden 
de poner en libertad a una persona, emanada de tales autoridades, o prolongue 
injustificadamente la duración de una pena o -.dida preventiva.• 

/ ... 
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•Bl funcionario Público que ordene o ejecute personalmente la tortura de 
procesados será castigado con prisión de tres a diez aftos.• 

b) c6digo de Procedimientos Penales 

Artículo 30. Legalidad de la detención: 

•Nadie será detenido ni encarcelado salvo por orden de la autoridad 
legalmente competente.• 

Artículo 31. Lugar de detención: 

•Nadie será encarcelado salvo en una prisión destinada al efecto. Los 
directores de las prisiones no admitirán a ningún preso salvo en cumplimiento 
de una orden firmada por la autoridad competente ni lo retendrán en prisión 
una vez transcurrido el período fijado en la orden.• 

Artículo 32. Visita e inspección de cárceles: 

•Los funcionarios del ministerio público, los magistrados encargados de 
la inspección y los presidentes y presidentes adjuntos de los tribunales de 
primera y segunda instancia se encargarán de visitar las prisiones generales 
situadas en sus zonas de jurisdicción o competencia, de cerciorarse de que 
nadie está encarcelado ilegalmente, de examinar los registros de la prisión y 
las diversas órdenes de detención y prisión y de extraer copias de éstas, de 
comunicarse con los presos y de escuchar las quejas que éstos deseen presen­
tarles. El director de la cárcel y otros funcionarios carcelarios les 
suministrarán toda la asistencia necesaria para obtener la informa~~ón que 
soliciten.• 

Artículo 33. Quejas de los presos y detención ilegal: 

•Todo preso tendrá derecho a formular ante el director de la prisión una 
queja verbal o por escrito y a pedirle que la transmita al Ministerio Público 
o al magistrado competente. El director deberá recibir 1a queja y transmi­
tirla inmediatamente, tras hacerla constar en un registro existente en la 
prisión al efecto. 

Toda persona que tenga conocimiento de que una persona se halla detenida 
ilegalmente o en un lugar distinto del designado para su detención lo pondrá 
en conocimiento del Ministerio Público o del juez competente. Cualquiera de 
ellos, según sea el caso, se constitai~á inmediatamente después de recibir esa 
notificación en el lugar de detenciÓQ;. efectuará una investigación, ordenará 
la libertad de la persona detenida ilegalmente y levantará un acta completa de 
la cuestión.• 
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Artículo 106. Presencia de abogado: 
. -

•salvo en casos de detenci6n en flagrante delito o en caso de urgencia 
debida al temor de que se pierdan o destruyan las pruebas, el juez de 
instrucci6n no podrá legalmente interrrogar al acusado ni carearlo con otros 
sospechosos ni con testigos sin invitar previamente a su abogado, si lo 
tuviere, a estar presente. El acusado deberá dar el nombre de su abogado en 
una declaraci6n escrita en la oficina del secretario del juzg~do o comunicarlo 
al director de la prisi6n. El abogado podrá encargarse de prese·ntar esa 
declaraci6n. 

El abogado no podrá hacer uso de la palabra a menos que el juez se lo 
permita. Si el juez no le permite hablar, ese hecho deberá constar en el 
acta.• 

2. Con respecto a la segunda parte de esta pregunta, las disposiciones mencio­
nadas se aplican en circunstancias excepcionales, como por ejemplo, estado o 
amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia de 
carácter público. 

3. Por consiguiente, no se han adoptado medidas desde la aprobaci6n de la 
Declaraci6n, dado que las disposiciones legislativas y otras medidas en la actua­
lidad en vigor en la Jamahiriya Arabe Libia Popular y Socialista se conforman 
plenamente con el espíritu de la Declaraci6n. 

Pregunta 2 

l. En todos los programas y actividades para la capacitaci6n de personal encar­
gado de hacer cumplir la ley y otros funcionarios públicos figura informaci6n y 
material didáctico sobre la prohibici6n de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. A continuaci6n se proporciona una lista de 
algunas de las instituciones que incluyen esa informaci6n en sus programas y 
actividades: 

a) El Colegio Superior para Funcionarios PolicialesJ 

b) Los institutos para la capacitación de policías, oficiales de aduanas y 
guardias municipalesJ 

e) Las facultades de derecho de las universidades y otros institutos 
especializados. 

2. A éstas se at'iaden las instrucciones y 6rdenes administrativas permanentes que 
se emiten peri6dicamente y los estudios y conferencias del personal encargado de 
hacer cumplir la ley, como por ejemplo los miembros del poder judicial y el 
Ministerio Público y los policías, ya sea en el desempet'io de su labor cotidiana 
ordinaria o en cursos, simposios y reuniones especiales que se celebran para ellos 
acerca de esta cuesti6n. 
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1. La legislación en vigor en la Jamahiriya Arabe Libia Popular y Socialista 
asegura protección especial a las personas legalmente privadas de su libertad, ya 
que establece que esas personas deben ser tratadas con humanidad, al igual que 
todos los demás ciudadanos, porque en la filosofía de nuestro sistema penal el 
objetivo es reformar y rehabilitar al delincuente y no castigarlo ni hacerlo sufrir 
pérdidas. 

2. La Ley de Prisiones garantiza a los presos el goce de todos sus derechos 
legítimos, tales como servicios de salud y sociales, educación, visitas, corres­
pondencia, períodos de licencia y libertad condicional. La Ley establece asimismo 
que en la aplicación de las penas que involucran restricción de la libertad 
personal, deberán aplicarse los principios del trabajo y la reeducación, a fin de 
lograr la reforma y tratamiento de esta categoría de personas. 

3. A título de ejemplo, mencionamos a continuación algunas de las disposiciones 
legislativas que rigen en esta esfera: 

a) Código Penal 

Artículo 41. Principios que habrán de observarse en la aplicación de las 
penas: 

•La forma en que se aplica una pena debe tender a la reforma y la 
educación del delincuente, con miras a llevar a la práctica los objetivos 
éticos y sociales de la pena. 

Al aplicar penas que involucren la restricción de la libertad, se tendrán 
debidamente en cuenta los principios humanitarios y los del trabajo y la 
reeducación.• 

b) Código de Procedimientos Penales 

Véanse las disposiciones mencionadas en la respuesta a la pregunta 1 supra. 

e) Ley de Prisiones 

Artículo 9: 

•Nadie será encarcelado salvo en virtud de una orden escrita del 
Ministerio Público, debidamente firmada y sellada, ni retenido en prisión 
una vez transcurrido el período fijado en dicha orden.• 

Artículo 12a 

•se leerá un resumen de los deberes y derechos de los reclusos a cada 
preso, a su ingreso en la cárcel, en presencia del director de la prisión o de 
su representante, y este resumen se exhibirá en lugares destacados de la 
cárcel.• 
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Artículo 37: 

•La educación será obligatoria para los reclusos analfabetos. La 
administración de la prisión proporcionará también medios de formación educa­
tiva teniendo en cuenta su edad, su preparación previa y la duración de su 
sentencia, y de acuerdo con los programas establecidos para las diversas 
etapas del sistema nacional de educación. El Ministerio del Interior conjun­
tamente con el Ministerio de Educación, el Ministerio de Justicia y el 
Ministerio de Trabajo y Administración Pública, suministrará lo necesario para 
la educación y capacitación en cada cárcel.• 

Artículo 64: 

•No se aplicará castigo alguno a un recluso, bajo ninguna circunstancia, 
sin informarle previamente de la acusación formulada contra él y haberse 
escuchado su declaración. Quedará constancia de su defensa en un registro 
mantenido al efecto.• 

Artículo 65: 

•Todos los castigos aplicados a los reclusos se harán constar en un 
formulario especial, conservado en un archivo mantenido con ese fin y también 
se dejará constancia en el registro especial de castigos.• 

Artículo 68: 

•se establecerá en el Ministerio del Interior una Dirección de Prisiones 
encabezada por un Director General, que estará encargado de su administración, 
para la supervisión y la dirección de las cárceles que estén dentro de su 
jurisdicción, de conformidad con las disposiciones de esta Ley y los corres­
pondientes decretos para su aplicación. cada prisión estará regida por un 
director, encargado de la aplicación de esta Ley y los decretos que la 
reglamentan en la cárcel bajo su administración.• 

Artículo 73: 

•El director de la prisión recibirá las quejas presentadas por los 
reclusos, ya sea oralmente o por escrito, adoptará las medidas necesarias y 
dejará constancia de todo el asunto en el registro de quejas y solicitudes 
presentadas por los reclusos. Si el recluso solicita que su queja se 
transmita a otra autoridad, el director de la prisión la transmitirá al 
Ministerio Público o a la autoridad a la que está dirigida la queja.• 

Artículo 74: 

•Ningún funcionario público podrá comunicarse con una persona sometida a 
detención preventiva, sin una autorización escrita del Ministerio Público 
competente. El director de la prisión deberá dejar constancia en el registro 
de visitas del nombre de la persona autorizada para efectuar esa comunicación 
en el momento de la reunión, juntamente con la fecha de la autorización y su 
contenido.• 
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•La pena prescrita en el artículo 434 !/ del código Penal ae impondrá 
al director o funcionario de una cárcel que·adaita a una persona sin orden 
de las autoridades competentes, de conforaidad con las disposiciones del 
artículo 10 !1 de esta Ley, se niegue a obedecer una orden de las mencionadas 
autoridades de poner en libertad a una persona o pcolongue injustificadamente 
el período de su encarcelamiento.• 

d) Ley de Policía 

Artículo 57, párrafo Sr 

•Las funciones policiales aon una responsabilidad confiada a quienes las 
desempeftan. Su objeto es servir a los ciudadanos para asegurar el interés 
público, de conformidad con las leyes, reglamentos y órdenes en vigor. 

Un funcionario policial deber 

S. Tener un temperamento calJDO, untener en todo -=>mento el dominio de 
sí mismo, preservar la dignidad y humanidad de loa ciudadanos y evitar en la 
medida de lo posible el empleo de la violencia contra ellos.• 

Artículo 62, párrafo 14r 

•sin prejuicio de las penas descritas en el código Penal o en cualquier 
otra ley, se iniciarán actuaciones disciplinarias contra toda persona que: 

... 
14. En el desempefto de sus funciones •ltrate a un aiembro del pjblico. • 

Pregunta 4 

Los métodos utilizados para asegurar que las prácticas de interrogatorio y las 
disposiciones para la custodia y el trato de las pesonaa privadas de su libertad no 
entraften tortura ni otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes se rigen 
por el Código de Procedimientos Penales de la siguiente aanerar 

!1 Véase el texto de este artículo en la respuesta a la pregunta 9 infra. 

!/ Este artículo dice lo siguientea 

•El director de la prisión o su adjunto, antes de admitir a una persona 
en la prisión, deberá recibir la orden de detención, firmar el duplicado para 
notificar su recibo de la ais .. y devolverlo a la persona que entregó al 
preso, debiendo el mencionado funcionario firur el original de la orden.• 
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Artículo 11. Facultades de la policía judicial: 

•Los agentes de la policía judicial serán responsables de investigar las 
infracciones y sus perpetradores y de reunir las pruebas necesarias para la 
instrucción y el procedimiento judicial.• 

Artículo 12. Control de la Oficina del Fiscal Público. 

•Los agentes de la policía judicial dependen de la Oficina del Fiscal y 
están sujetos a su control con respecto al desempefto de sus funciones. La 
Oficina del Fiscal puede pedir a la autoridad competente que investigue el 
caso de cualquier agente de la policía judicial que actúe en forma contraria a 
sus deberes o sea negligente en el desempefto de sus funciones. La Oficina 
puede solicitar que se adopten medidas disciplinarias contra dicho agente, sin 
perjuicio de la iniciación de procedimientos penales.• 

Artículo 61. Persona que tienen derecho a presenciar el interrogatorio: 

•El Ministerio Público, el acusado, la víctima de la infracción, el 
querellante civil, el funcionario a cargo de los procedimientos civiles y sus 
representantes debidamente autorizados podrán asistir a todas las actuaciones 
de la instrucción. El juez de instrucción podrá llevar a cabo el interro­
gatorio en su ausencia si lo considera necesario para determinar 1~ verdad, y 
tan pronto como esta necesidad desaparezca, esas personas podrán asistir al 
interrogatorio. 

No obstante, el juez de instrucción podrá, en caso de urgencia, llevar a 
cabo algunos interrogatorios de la instrucción en ausencia de las partes 
interesadas. 

Dichas partes tienen derecho a leer los documentos de sustanciación de 
esas actuaciones. Las partes en la acción judicial siempre tienen derecho a 
que sus representantes debidamente autorizados las acompaften en los 
interrogatorios.• 

Artículo 68. Copia de las actuaciones: 

•El acusado, la víctima de la infracción, el querellante civil y el 
funcionario a cargo del procedimiento civil podrán, a su propia costa, pedir 
copias de las actuaciones durante la instrucción, de cualquier tipo que ellas 
sean, a menos que la instrucción se lleve a cabo en su ausencia por mediar una 
decisión en tal sentido.• 

Artículo 72. Expertos consultores: 

•El acusado podrá pedir la asistencia de un experto consultor y solicitar 
que se le dé acceso a las actuaciones y a cualesquiera otros materiales 
previamente presentados al experto designado por el juez, a condición de que 
ello no entrafte ninguna demora en el procedimiento del caso.• 
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•Las partes en juicio pueden rechazar al experto cuando existan razones 
sólidas para hacerlo. El pedido de rechazo se presentará al juez de instruc­
ción para que decida al respecto. En el pedido deberán indicarse las causas 
del rechazo. El juez de instrucción adoptará una decisión al respecto dentro 
de los tres días a contar desde la presentación del pedido. 

Al presentarse dicho pedido, el experto interrumpirá su trabajo, excepto 
en caso de urgencia y mediando la orden del juez.• 

Artículo 76. Presencia del propietario de la vivienda: 

•Los allanamientos se llevarán a cabo, siempre que sea posible, en 
presencia del acusado o de su representante. Si el domicilio allanado no es 
de propiedad del acusado, se invitará a asistir, siempre que sea posible, al 
propietario del inmueble o a su representante.• 

Artículo 80. Prohibición de confiscación de los documentos que el 
acusado facilite al abogado defensor o a los expertos consultores: 

•El juez de instrucción no podrá confiscar los documentos que se hayan 
entregado al abogado defensor del acusado o a su experto consultor para el 
desempefto de la función que el acusado les ha encomendado, ni tampoco podrá 
confiscarse la correspondencia intercambiada entre el acusado y su abogado o 
experto consultor en relación con el caso.• 

Artículo 106. Presencia del abogado defensor: 

•salvo en caso de detención en flagrante delito o en caso de urgencia 
debida al temor de que se pierdan o destruyan las pruebas, el juez de 
instrucción no podrá _legalmente interrogar al acusado ni carearlo con otros 
sospechosos ni con testigos sin invitar previamente a su abogado, si lo 
tuviere, a estar presente. El acusado deberá dar el nombre de su abogado en 
una declaración escrita en la oficina del secretario del juzgado o comunicarlo 
al director de la prisión. El abogado podrá encargarse de presentar esa 
declaración. 

El abogado no podrá hacer uso de la palabra a menos que el juez se lo 
permita. Si el juez no le permite hablar, ese hecho deberá constar en el 
acta.• 

Artículo 112. Interrogatorio del acusado: 

•El juez de ins~rucción deberá interrogar de inmediato a todo sospechoso 
detenido. Cuando ello no sea posible, el sospechoso deberá permanecer en la 
prisión hasta el momento en que se lo someta a interrogatorio. La duración 
de su detención no deberá exceder de 24 horas. Al cabo de este plazo, el 
director de la prisión deberá remitir al sospechoso al Ministerio Público, 
que inmediatamente deberá pedir al juez de instrucción que interrogue al 
sospechoso. Cuando sea necesario, esos pedidos podrán presentarse ante la 

1 •.• 



A/34/144 
Espaftol 
Página 50 

justicia de paz, el presidente del tribunal o cualquier otro juez designa~ 
por el presidente del tribunal. En su defecto, el Ministerio Público ordenará 
la libertad del detenido.• 

Artículo 114. Objeción del acusado a su traslado: 

•si el acusado se opone a que se le traslade o si el estado de su salud 
no permite su traslado, se informará del hecho al juez de instrucción, quien 
emitirá sin demora una orden apropiada.• 

Artículo 124. Libertad provisional: 

"El juez de instrucción podrá, en cualquier momento, ya sea por propia 
iniciativa o a pedido del acusado, y tras considerar la declaración del 
Ministerio Público, ordenar la libertad provisional del acusado, si el propio 
juez hubiera ordenado su detención preventiva, a condición de que el acusado 
se_comprometa a presentarse cuando se le solicite y a no tratar de eludir el 
cumplimiento de la sentencia que se pronuncie en su contra.• 

Artículo 162. Designación del abogado defensor: 

"Si el acusado no hubiera elegido su propio abogado defensor, la cámara 
procesal asignará automáticamente un abogado a cada procesado acusado de una 
infracción a causa de la cual se lo presenta ante el tribunal penal. 

Si el abogado defensor designado por la cámara procesal tiene excusas u 
objeciones o desee mantener, deberá expresarlas sin demora. Si ellas surgen 
después del traslado del expediente del caso al presidente del tribunal de 
apelaciones y antes de la apertura de la sesión, deberán transmitirse al 
presidente del tribunal de apelaciones. Si surgen después de la apertura de 
la sesión, deberán presentarse al presidente del tribunal penal. Si las 
excusas son aceptadas, deberá designarse otro abogado defensor.• 

Artículo 178. Libertad del acusado: 

•El Ministerio Público podrá en cualquier momento poner en libertad a un 
acusado, con fianza o sin ella.• 

Artículo 209. Acceso de las partes a los expedientes del caso: 

•Las partes podrán tener acceso a los expedientes del caso tan pronto 
como se las cite para comparecer ante el tribunal.• 

Artículo 215. Defensa del acusado durante la sesión: 

•En caso de que el acusado se ausente antes de la conclusión de la sesión 
en que se dicte sentencia contra él, deberá revisarse nuevamente el caso en su 
presencia.• 
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•El acusado asistirá a las sesiones sin ataduras, esposas ni grillos y 
sólo se lo someterá a la vigilancia necesaria. No podrá trasladarse al 
acusado fuera del ámbito del tribunal durante la audiencia del caso a menos 
que cause perturbaciones tales que hagan necesario ese traslado. En tal caso, 
el procedimiento continuará hasta alcanzar un punto en el que pueda continuar 
en su presencia. El tribunal le informará de los procedimientos que se 
hubieran llevado a cabo durante su ausencia.• 

Artículo 247. Interrogatorio del acusado: 

•No podrá interrogarse a un acusado a menos que éste consienta en ello. 

Si surgen durante el juicio cuestiones respecto de las cuales se 
considere necesario que el acusado dé aclaraciones a fin de determinar la 
verdad de los hechos, el juez seftalará a su atención esas cuestiones y le 
permitirá que aporte dichas aclaraciones. 

Si el acusado se niega a responder o si su declaración ante el tribunal 
contradice su declaración en el expediente de las pruebas o del 
interrogatorio, el tribunal podrá ordenar que se lean en voz alta sus 
declaraciones anteriores.• 

Artículo 250. Obligación de los testigos de asistir: 

•Los testigos tendrán la obligación de asistir cuando una de las partes 
así lo pida y ese pedido les sea transmitido por un alguacil o un agente de 
policía 24 horas antes de la sesión, sin contar el tiempo de viaje. Sin 
embargo, en caso de flagrante delito podrá convocarse en cualquier momento a 
los testigos, y esta convocatoria podrá ser verbal o podrá realizarse por 
conducto de un oficial de la policía judicial o un agente de policía. A 
pedido de las partes, un testigo podrá presentarse ante el tribunal sin que se 
lo haya convocado oficialmente.• 

Artículo 273. Efecto de la instrucción inicial: 

•El tribunal no quedará obligado por lo que se registre en la instrucción 
inicial o en los expedientes, salvo cuando la ley disponga lo contrario.• 

Pregunta S 

l. Tbdos estos actos son punibles en virtud del derecho penal. Las disposiciones 
citadas en nuestra respuesta a las anteriores preguntas se aplican también a ésta. 

2. En la legislación se prevén penas especiales para la participación en dichos 
delitos o la incitación a cometerlos. Estas disposiciones figuran en el código 
Penal, tal como se indica a continuación: 
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Artículo 99. El delincuente y su castigo: 

•se considerará delincuente a cualquiera de las siguientes personas: 

1. El que cometa un delito, solo o asistido por otrOSJ 

2. El que participe en la comisión de un delito cuando éste consista en 
la ejecución de un número determinado de actos y cometa deliberadamente uno de 
esos actos que constituyen el delito. 

Se impondrá al delincuente la pena prevista para el delito cometido. 

No obstante, cuando concurran circunstancias especiales en uno de los 
delincuentes y en virtud de ello cambie el carácter del delito o de la pena 
que se le deba imponer, el efecto de dichas circunstancias especiales no se 
ampliará a ninguno de los otros delincuentes que no tuviere conocimiento de 
dichas circunstancias. El mismo principio se aplicará si cambia el carácter 
del delito debido a la intención del autor o a su grado de conocimiento del 
delito. • 

Artículo 100. De los cómplices: 

•se considerará cómplice de la comisión de un delito: 

l. Cualquier persona que incite a la comisión del acto que 9onstituye 
el delito si dicho acto se produce como resultado de la incitaciÓnJ 

2. Cualquier_persona que, con pleno conocimiento de las consecuencias 
de su acto, proporcione al autor o autores un arma, instrumento o cualquier 
otro objeto utilizado en la comisión del delito o ayude al delincuente o 
delincuentes de cualquier otro modo que sirva para preparar, facilitar o 
completar la comisión del delitoJ 

3. Cualquier persona que se concierte con otra para cometer un delito, 
si éste se produce como resultado de dicho concierto.• 

Artículo 101. Penas aplicables a los cómplices: 

•se aplicará a toda persona que participe en la comisión de un delito la 
pena correspondiente, a no ser que la ley disponga expresamente otra cosa. 

No obstante: 

l. El cómplice no se verá afectado por las circunstancias que concurran 
en el autor principal y cambien el carácter del delito, si el cómplice no ha 
tenido conocimiento de dichas circunstanciaSJ 

1 ••. 



A/3(/144 
Espaftol 
Página 53 

2. Si cambia el carácter del delito debido a la intención del autor o 
de su grado de conocimiénto del delito, se aplicará al cómplice la pena a que 
se había hecho acreedor si la intención del autor o su grado de conocimiento 
del delito hubieran sido los mismos que la intención del cómplice o su grado 
de conocimiento del delito.• 

Artículo 102. Castigo del cómplice sin el castigo correspondiente del 
delincuente principal: 

•si no se castiga a un delincuente por concurrir circunstancias 
atenuantes, ausencia de intención criminal o cualquier otra circunstancia 
personal, deberá imponerse de todas maneras al cómplice la pena fijada por 
la ley.• 

Artículo 103. Delitos por los que se castiga al cómplice: 

•Toda persona cómplice en un delito se hace acreedora a la pena corres­
pondiente, incluso cuando el delito cometido sea distinto del que se había 
querido perpetrar, cuando el delito efectivamente cometido sea el resultado 
normal de la incitación, el concierto o la ayuda efectuados.• 

Artículo 103 bis: 

•En los casos en que la ley prescribe un aumento de la pena en razón de 
haber sido perpetrado el delito por más de un autor, se considerará que ha 
habido más de un autor si el cómplice estuvo presente durante la comisión del 
delito.• 

Artículo 103 ter: 

•euando se dicta una sola sentencia en relación con un delito único 
contra varios acusados, sean éstos autores principales o cómplices, se les 
impondrán individualmente las multas, en oposición a las multas proporcio­
nales, de cuyo pago responden conjuntamente los delincuentes.• 

Artículo 104. Colaboración de la que resultan delitos accidentales: 

•cuando se perpetre accidentalmente un delito como resultado de la 
colaboración de varias personas, se impondrá a cada una de ellas la pena 
prevista para el delito.• 

Pregunta 6 

l. Las autoridades penales son competentes para recibir y examinar reclamaciones 
de presuntas víctimas de actos de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes infligidos por funcionarios públicos o a instigación de éstos. 

2. Citamos a continuación las disposiciones jurídicas que rigen en esta esfera: 
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a) CÓdigo de Procedimientos Penales 

Artículo 12. Vigilancia del Ministerio Público: 

"Las oficinas de la policía criminal están supeditadas al Ministerio 
Público, que supervisa el cumplimiento de sus funciones. El Ministerio 
Público solicita a la autoridad competente que investigue el caso cuando un 
agente de la policía criminal actúa en forma contraria a sus deberes o se 
muestre negligente en el cumplimiento de sus funciones, y puede pedir que se 
le imponga una medida disciplinaria, sin perjuicio de que se inicie una acción 
penal." 

Artículo 14. Recibo de comunicaciones y denuncias: 

"Las oficinas de la policía criminal recibirán las comunicaciones y 
denuncias que se les dirijan en relación con los delitos y las transmitirán 
inmediatamente al Ministerio Público. 

Los agentes de policía y sus subordinados deberán realizar todas las 
averiguaciones y llevar a cabo las entrevistas necesarias para facilitar la 
verificación de los hechos que se les han notificado en las comunicaciones o 
denuncias o de los que tengan conocimiento por otros conductos y tomarán todas 
las medidas de precaución necesarias para preservar las pruebas del supuesto 
delito. 

Todas las diligencias que hagan los agentes de la policía criminal deben 
constar en el acta correspondiente, estampada con su firma y con indicación de 
la hora y el lugar en que se efectuó cada diligencia. 

En dichas actas debe figurar, además, la firma de los testigos y expertos 
que han declarado ante los agentes. Las actas se transmitirán al Fiscal junto 
con los documentos y demás materiales obtenidos.• 

Artículo 15. Notificación al Ministerio Público: 

"Toda persona que tenga conocimiento de la comisión de un delito de los 
perseguibles de oficio lo notificará al Fiscal General o a un agente de la 
policía criminal.• 

Artículo 16. Deberes de los funcionarios públicos y personas asimiladas con 
respecto a la notificación: 

•Todo funcionario o agente público que, en el curso del cumplimiento de 
sus funciones o con motivo de éstas, se entera de la comisión de un delito 
perseguible .de oficio lo notificará inmediatamente al Fiscal General o al 
agente de policía criminal más próximo. 

Toda persona que en su calidad de médico preste asistencia en casos cuyos 
síntomas indican la comisión de un delito, presentará un informe al respecto 
al Fiscal General o a un agente de la policía criminal dentro de las 24 horas 
siguientes a la prestación de dicha asistencia. Si teme que cualquier demora 
pueda entraftar riesgos, presentará su informe inmediatamente. En el informe 
se hará constar el nombre de la persona o personas que solicitaron su 
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asistencia, el lugar y la hora en que ésta se proporcionó, el nombre y la 
descripción de la víctima, los detalles necesarios referentes a la víctima y 
cualquier otra información que pueda facilitar el esclarecimiento de las 
circunstancias, los motivos, las modalidades y resultados del incidente.• 

Artículo 33. Quejas de los presos y reclusión ilegal: 

•Todo preso tendrá derecho a presentar una queja escrita o verbal al 
alcaide de la prisión solicitando que la transmita al Fiscal General o al juez 
competente. El alcaide aceptará la denuncia y la transmitirá a quienes esté 
dirigida luego de registrarla en un libro especial que se llevará en la 
prisión. 

Tpda persona que se entere de que una persona está recluida ilegalmente o 
en un lugar distinto de los que se destinan a prisión informará a un miembro 
de la oficina del Fiscal General o al juez competente. Cualquiera de estas 
autoridades, según el caso, al recibir dicha notificación se trasladará 
inmediatamente al lugar de detención, realizará una investigación y decretará 
que se ponga en libertad al preso detenido ilegalmente después de redactar una 
declaración al respecto.• 

Artículo 172. Examen por el Fiscal General: 

•Excepto en el caso de delitos de cuyo conocimiento sea competente el 
juez instructor en virtud de las disposiciones del artículo 51 5/, el Fiscal 
realizará el examen de los delitos y faltas de conformidad con las normas 
establecidas para el juez de instrucción.• 

~ El artículo 51 del código Penal dispone que: 

•cuando con motivo de un determinado delito o falta, el Fiscal General 
considere que debe iniciarse un proceso con base en las pruebas de que 
dispone, emplazará al acusado a comparecer inmediatamente ante el tribunal 
competente. Cuando se trate de delitos y faltas graves, el Fiscal General, 
antes o después de iniciar el examen podrá solicitar al presidente del 
tribunal de primera instancia que designe a un juez que se encargue de la 
instrucción o la llevará a cabo él mismo. El funcionario competente de la 
Oficina del Fiscal General debe pedir al tribunal de apelaciones que designe a 
un abogado para investigar un delito o delitos de naturaleza determinada, y 
dicho nombramiento se hará por decisión de la Asamblea General de los jueces 
del tribunal de apelaciones. En tal caso, el abogado designado tendrá 
competencia exclusiva para llevar a cabo los correspondientes exámenes desde 
el momento en que comience en sus funciones. Cuando se trate de un delito 
grave, el acusado podrá solicitar que se designe un juez para llevar a cabo la 
instrucción y el presidente del tribunal decidirá en tal caso después de 
escuchar la declaración del Fiscal General. Su decisión será definitiva. El 
Fiscal General continuará a cargo de la instrucción hasta que el juez 
designado comience su tarea.• 
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. b) Ley relativa de prisiones 

Artículo 73: 

•El director de la prisión recibirá las quejas presentadas por los 
reclusos, ya sea oralmente o por escrito, adoptará las medidas necesarias Y 
dejará constancia de toda la cuestión en el registro de quejas y solicitudes 
presentadas por los reclusos. Si el recluso solicita que su queja se trans­
mita a otrra autoridad, el director de la prisión la transmitirá al Ministerio 
PÚblico o a la autoridad a la que está dirigida la queja.• 

Pregunta 7 

Cuando existen motivos razonables para creer que se ha cometido un acto de 
tortura, la ley faculta a las autoridades competentes para iniciar una investiga­
ción ex officio, aunque no se haya presentado una denuncia formal. El artícul~ ,, 
del Código de Procedimientos Penales dispone lo siguiente: 

"Todo funcionario o agente público que, en el curso del cumplimiento de 
sus funciones o con motivo de éstas, se enterara de la comisión de un delito 
perseguible de oficio lo notificará inmediatamente al Fiscal General o al 
agente de policía criminal más próximo. 

Toda persona que en su calidad de médico preste asistencia en casos cuyos 
síntomas indican la comisión de un delito, presentará un informe al respecto 
al Fiscal General o a un agente de la policía criminal dentro de las 24 horas 
siguientes a la prestación de dicha asistencia. Si teme que cualquier demora 
pueda entraf'iar riesgos, presentará su informe inmediatamente. En el informe 
se hará constar el nombre de la persona o personas que solicitaron su asisten­
cia, el lugar y la hora en que ésta se proporcionó, el nombre y la descripción 
de la víctima, los detalles necesarios referentes a la víctima y cualquier 
otra información que pueda facilitar el esclarecimiento de las circunstancias, 
los motivos, las modalidades y resultados del incidente.• 

Pregunta 8 

Si se demuestra ante el Ministerio Público que se ha cometido un acto de 
agresión contra un sospechoso y que éste ha sufrido daftos de menor o mayor impor­
tancia a consecuencia de ese acto, el Ministerio Público entabla una acción y 
presenta el caso al poder judicial con arreglo al Código de Procedimientos 
Penales. El Código Penal dispone además el castigo de toda persona acusada de 
cometer un delito de esa índole, y esa persona debe ser enjuiciada de acuerdo con 
los procedimientos establecidos en el Código. El tribunal debe emitir su fallo de 
conformidad con el criterio que haya adoptado en plena libertad, y tiene derecho a 
decretar la suspensión de la ejecución o la conmutación de la sentencia, según 
disponen los artículos 29 y 112 del Código Penal, que citamos a continuación: 
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•si las circunstancias ~1 ~lito justifican la clemencia, el juez podrá 
reemplazar o reducir la pena en la forma siguiente: 

Prisión perpetua en lugar de la pena capitalJ 

Prisión temporal en lugar de prisión perpetuaJ 

Reclusión durante un período no inferior a seis meses en lugar de prisión; 

Si no se cumplen las condiciones pertinentes, el juez podrá en todo caso 
reducir las penas por delitos graves y por faltas a la mitad del mínimo 
establecido por la ley.• 

Artículo 112. Suspensión condicional ~ la ejecución ~ sentencias: 

•En el caso de una sentencia de reclusión por un período no mayor de 
un ano o una multa, el tribunal puede, al anunciar el fallo, ordenar la 
suspensión de la ejecución de la sentencia por un período de cinco aftos a 
partir del día en que el fallo es ~finitivo. 

Los tribunales podrán aplicar la disposición del párrafo precedente a un 
menor de 18 aftos de edad y a toda persona de 70 anos o más al sentenciarla a 
prisión por un período no mayor de dos aftos. 

Para los fines de la aplicación de este procedimiento a una sentencia de 
duración indeterminada se tomará como base la pena mínima para el delito en 
cuestión, siempre que se cumplan todas las demás condiciones de la sentencia 
de acuerdo con la ley.• 

Pregunta 9 

l. Con respecto a tales medidas, se aplican las mismas penas establecidas en las 
disposiciones citadas más arriba. A este respecto, podemos recordar los siguientes 
artículos: 

a) código Penal 

Artículo 328, párrafo b). Secuestro: 

•1. El que secuestre, detenga, encarcele o de cualquier otra manera 
prive a otra persona de su libertad personal por la fuerza, la amenaza o el 
engafto será castigado con una pena de prisión de cinco aftos como máximo. 

2. La pena no excederá de siete anos si el acto: 

... , 
b) es cometido por un funcionario público que al hacerlo rebase la 

autoridad que le confiere su cargo.• 
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Artículo 431. Uso inde-bido de poder contra las personas: 

•z1 funcionario público que, en el ejercicio de sus funciones, emplee la 
violencia contra un individuo de manera degradante o de otra manera que le 
provoque dafto físico, será castigado con prisi6n y con aulta que no exceda de 
150 libras. • 

Artículo 434. Restricci6n injustificada de la liber~ad personal: 

•será castigado con prisi6n y multa no mayor de 50 libras el funcionario 
público encargado de dirigir una prisión u otro establecimiento para la 
ejecuci6n de medidas preventivas que admita en el establecimiento a una 
persona sin orden de la autoridad competente o se niegue a obedecer la orden 
de poner en libertad a una persona emanada de tales autoridades o prolongue 
injustificadamente la duraci6n de una pena o medida preventiva.• 

Artículo 435. TOrtura de prisioneros: 

•z1 funcionario público que ordene o ejecute la tortura de procesados 
será castigado con prisión de tres a diez aftos.• 

b) Ley de Prisiones 

Artículo 102: 

•La pena prescrita en el artículo 434 del Código Penal se aplicará al 
funcionario público encargado de dirigir una prisión o a cualquier empleado de 
prisiones que admita en dicha prisión a una persona sin una orden de las 
autoridades competentes, de conformidad con las disposiciones del artículo 10 
de la presente Ley, se niegue a obedecer la orden de poner en libertad a una 
persona emanada de tales autoridades o prolongue injustificadamente la 
duraci6n de su encarcelamiento.• 

2. De conformidad con lo antedicho, si un acusado es declarado culpable, su 
culpabilidad le impide ejercer la administración pública. Bl inciso e) del 
artículo 18 de la Ley de Administración Pública en vigor en la Jamahiriya Arabe 
Libia Popular y Socialista, estipula que toda persona designada para ocupar un 
cargo en la administración pública •no debe haber sido condenada por un crimen, un 
delito grave o por un delito o falta grave, salvo que se haya aclarado su buena 
reputación •. 

3. Además, las asociaciones ocuP.cionales tienen sus propias normas que les 
permiten expulsar o suspender de la práctica a todo miembro que use indebidamente 
sus facultades, cometiendo así una violaci6n de la ética profesional. Respecto de 
este punto, los artículos 35 y 36 del código Penal disponen lo siguiente: 
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Artículo 35. Privaci6n del ejercicio de ocupaciones o profesiones a las 
personas: 

•La privaci6n del ejercicio de una ocupación o profesi6n significa que el 
transgresor, durante la duraci6n del período de privaci6n, no tendrá derecho a 
participar en ninguna ocupaci6n, profesi6n, industria u oficio que requiera 
permiso especial, autorizaci6n o licencia de las autoridades públicas. Esta 
sanci6n invalidará tal permiso, autorizaci6n o licencia.• 

Artículo 36. Circunstancias de la privaci6n: 

•1. La privaci6n temporal prescrita en el artículo precedente se 
aplicará a toda persona que sea declarada culpable de un delito grave o de una 
falta cometida deliberadamente en el uso indebido de una ocupaci6n, profesi6n, 
industria u oficio o funciones relativas a los mismos. 

2. La privaci6n temporal del ejercicio de funciones públicas, activi­
dades fiduciarias o de tutela se aplicará también a toda persona que sea 
declarada culpable de un delito o falta grave cometidos deliberadamente en 
uso indebido de la autoridad que se le ha encargado, o en violaci6n de las 
obligaciones de la administraci6n pública, las actividades fiduciarias o la 
tutela. 

3. La privaci6n mencionada en los dos párrafos precedentes continuará 
por el período de la duraci6n de la ejecuci6n de la pena y por un período 
posterior que se especificará en el fallo. Sin embargo, su duraci6n no será 
inferior a un mes ni superior a tres anos en el caso de los delitos simples, y 
no menor de un ano ni mayor de cinco anos en el caso de los delitos graves.• 

Pregunta 10 

Véanse las respuestas a las preguntas anteriores. 

Pregunta 11 

No se han realizado investigaciones de acusaciones formuladas en relaci6n con 
la tortura u otros tratos crueles o degradantes en la Jamahiriya Arabe Libia 
Popular y Socialista. 

Pregunta 12 

l. La legislaci6n libia grantiza el desagravio y la indemnizaci6n de las víctimas 
de actos de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

2. Citamos a continuaci6n las numerosas disposiciones legales que constituyen la 
respuesta a esta pregunta: 
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a) Código Civil 

Artículo 166. Principio general: 

•Todo acto injusto que cause dano a otra persona obliga al perpetrador 
del acto al correspondiente desagravio.• 

Artículo 170. Funcionarios públicos: 

•un funcionario público no será responsable de un acto mediante el cual 
cause dano a otra persona si actuó en cumplimiento de una orden de un 
superior, que estaba obligado a obedecer o que pensó que estaba obligado a 
obedecer y si demuestra que creía que el acto ejecutado era legítimo, que 
tenía una base razonable para tal criterio y que actuaba con el debido 
cuidado.• 

Artículo 172. Responsabilidad común e individual: 

•En el caso en que varias personas sean responsables de un acto lesivo, 
serán responsables en conjunto e individualmente del desagravio del dano. La 
responsabilidad será compartida igualmente entre ellos, salvo que el juez 
estipule su participación individual en los danos que se deben reparar.• 

Artículo 173. Danos: 

•El juez decidirá, de conformidad con las disposiciones de los 
artículos 224 y 225 y a la luz de las circunstancias, la magnitud de los danos 
por las injurias sufridas por la víctima. Si el juez no está en condiciones 
en el momento de emitir el fallo, de adoptar una decisión final sobre la 
magnitud de los danos, podrá permitir a la víctima una extensión del plazo 
dentro del cual puede exigir una reevaluación de los danos.• 

Artículo 177. Responsabilidad del amo: 

•1. Los amos serán responsables del dafto causado por un acto ilegítimo 
de sus servidores si el acto fue ejecutado por el servidor durante el período 
de su empleo o como resultado de él. 

2. Se considerará que existe la relación entre amo y sirviente aun 
cuando el amo no hubiera estado en libertad de elegir a sus sirvientes, 
siempre que tenga poder efectivo de supervisión y control sobre ellos.• 

Artículo 225. nano moral: 

•1. Los danos incluirán también indemnización por danos morales. Bl 
derecho a recibir compensación por los danos morales no podrá, sin embargo, 
transmitirse a una tercera persona salvo que exista un acuerdo a esos efectos 
o que haya sido motivo de acción legal instituida por esa tercera persona. 

2. Sin embargo, el Juez podrá conceder indemnización por danos morales 
solamente a los cónyuges y a los familiares hasta el segundo grado por el 
dolor que les ha causado la muerte de la víctima.• 
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•Bl juez que imponga cualquiera de las penas descritas en el presente 
código no prejuzgará sobre ningún desagravio o indemnización debido a las 
partes.• 

e) código de Procedimientos Penales 

Artículo 17. Juicios civiles: 

•Toda persona que afirme haber sufrido daftos como consecuencia de un 
delito puede constituirse en demandante civil presentando una denuncia ante la 
Oficina del Fiscal o ante un funcionario de la policía criminal. 

En este último caso, el funcionario de que se trata transmitirá la 
denuncia a la Oficina del Fiscal junto con el acta levantada. La Oficina del 
Fiscal, al remitir la acusación al juez de instrucción, transmitirá con ella 
la denuncia mencionada.• 

Artículo 173. Juicios civiles: 

•Toda persona que sufra daftos como consecuencia de un delito puede 
solicitar que se entable una acción civil durante el curso del examen de la 
acusación criminal. La Oficina del Fiscal decidirá, dentro de un plazo de 
tres días a contar de la presentación de tal solicitud, si acepta o no esa 
solicitud. TOda persona cuya solicitud sea rechazada podrá objetar la 
decisión de rechazo ante la cámara de acusaciones dentro de un plazo de tres 
días desde el momento en que fue notificada de la decisión.• 

Pregunta 13 

Se tiene en cuenta s6lo una razonable certeza de verdad por parte del 
tribunal. Los tribunales siempre han actuado según el principio del juicio justo, 
en el sentido pleno de la palabra •justicia•. Tbda prueba o confesión obtenida 
~diante tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes queda, por 
lo tanto, definitivamente excluida. 

Preguntas 14 y 15 

Nuestros medios de información han dado publicidad a la Declaración. No se 
han encontrado dificultades para su aplicación, porque las diversas leyes vigentes 
en la Jamahiriya Arabe Libia Popular y Socialista están en plena conformidad con el 
espíritu y los objetivos de la Declaración. 
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Pregunta 1 

JAPON 

[Original: inglés] 
[29 de enero de 1979] 

1. La Constituci6n del Japón (promulgada en 1947) dispone lo siguiente: 

Artículo 18. Nadie podrá ser sometido a ningún tipo de servidumbre. Está 
prohibida la servidumbre involuntaria, excepto como castigo por un delito. 

Artículo 31. Nadie será privado de su vida ni de su libertad y no podrá 
imponerse ningún otro castigo, excepto con arreglo a los procedimientos 
establecidos por la ley. 

Artículo 36. Queda absolutamente prohibido a todo funcionario público aplicar 
torturas y castigos crueles. 

2. Por consiguiente, la Constituci6n prohíbe expresamente la tortura y otros 
actos crueles, inhumanos o degradantes, de la misma manera que la Declaraci6n que 
figura en el anexo a la resoluci6n 32/64 de la Asamblea General, del 8 de diciembre 
de 1977 y, como se verá más adelante, hay disposiciones más concretas en diversas 
partes del Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y muchas otras leyes para 
asegurar la plena observancia de lo que establece la Constituci6n. Asimismo, 
aunque la Constituci6n y las leyes nacionales pertinentes no tienen disposiciones 
especiales, como las que se mencionan en la pregunta 1, para prohibir la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en circunstancias excepcio­
nales como un estado de emergencia pública, nunca se ha producido en el Japón una 
situaci6n que requiera medidas legislativas o administrativas para'prohibir la 
tortura y otros tratos semejantes en estas circunstancias excepcionales. Por lo 
tanto, no se han adoptado ni contemplado medidas a esos efectos, ni antes ni 
después de la adopci6n de la Declaraci6n. 

Pregunta 2 

l. En lo que respecta a los fiscales públicos, la Ley que reglamenta sus 
funciones (promulgada en 1947) fija los estrictos requisitos que deben cumplir 
(arts. 18 y 19) y, con el sistema jerárquico firmemente establecido de orientaci6n 
y supervisi6n, encabezado por el Fiscal General (arts. 1 y 7 a 13), nunca ha 
ocurrido que los fiscales públicos infligieran torturas u otros tratos crueles o 
inhumanos en el ejercicio de sus funciones; además, en todo momento se imparte una 
orientaci6n y se ejerce una supervisi6n completa. En el Japón, también hay un 
sistema para examinar la competencia de los fiscales públicos, en virtud del cual 
el Comité de Selecci6n de Fiscales Públicos, del que forman parte personas con 
formaci6n especializada ajenas al Ministerio de Justicia, examina periódicamente, o 
cuando resulta necesario (art. 23), el desempefto de los distintos fiscales. De 
esta manera, no se producen casos de tortura o actos similares por parte de un 
fiscal público o un funcionario asistente de fiscal público en el ejercicio de sus 
funciones (art. 27). 
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2. Por otra parte, la administración de las cárceles se lleva a cabo en estricto 
cuapliaiento de la Constitución y las leyes pertinentes, y los funcionarios de las 
cárceles participan en cursos de capacitaci6n organizados a nivel central o 
regional por el Instituto de Capacitaci6n para Funcionarios Penitenciarios o en 
cursos de capacitación en el servicio realizados en sus propias instituciones, 
todos los cuales hacen hincapi' en el respeto por los derechos fundamentales de los 
presos. Así, pues, no se escatiman esfuerzos para que todos los funcionarios 
adquieran plena consciencia de los derechos de las personas confiadas a su cus­
todia. En consecuencia, jam6s se ha informado de incidentes de tortura o tratos 
igualmente inhumanos en las cárceles japonesas. 

3. Las actividades de las autoridades de inmigraci6n tambi'n se realizan en 
estricto cumplimiento de la Constituci6n y las leyes pertinentes, y en los cursos 
de capacitaci6n de los funcionarios de inmigraci6n, se les insiste en la necesidad 
de que respeten los derechos de los extranjeros en el cumplimiento de sus fun­
ciones. De esta manera, no ha habido casos de tortura o tratos semejantes en el 
pasado. 

4. Además, el Ministerio de Justicia cuenta con una Oficina de Libertades Cívicas 
entre sus dependencias y existen divisiones de libertades cívicas en las ocho 
oficinas de asuntos jurídicos, así como secciones de libertades cívicas en las 42 
oficinas de asuntos jurídicos de distrito. Aparte de estos 6rganos guberna­
mentales, hay trabajadores voluntarios, a saber, comisionados de libertades cívicas 
en las ciudades, pueblos y aldeas de todo el país designados por el Ministro de 
Justicia para que protejan los derechos de los residentes locales. Estos 6rganos 
de derechos humanos realizan actividades de informaci6n p6blica y educaci6n para 
difundir el principio del respeto a los derechos humanos y a la libertad indi­
vidual. Se esfuerzan por promover campaftas comunitarias para la protecci6n de los 
derechos humanos y, gracias a estas actividades y a la enseftanza escolar, el 
concepto del respeto a los derechos humanos está actualmente auy difundido en 
nuestro pueblo (v,ase la Ley de fiscalía) !1· 

Pregunta 3 

En lo que respecta a la prohibición de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, en enero de 1945, inmediatamente después de la 
segunda guerra mundial, las autoridades centrales publicaron una directriz sobre el 
tema y, con posterioridad, han publicado instrucciones periódicamente y han tomado 
otras medidas para asegurar la plena observancia de dicha directriz. Además, la 
ley establece un sistema de inspecci6n destinado a dar orientaciones para la 
administración de las distintas prisiones. En virtud de este sistema, el personal 
superior del Ministerio de Justicia inspecciona todas las instituciones carce­
larias, por lo menos una vez cada dos anos por orden del Ministro de Justicia. 
Esta inspecci6n puede confiarse a un juez o a un fiscal p6blico. (En el artículo 4 
de la Ley de Cárceles se dispone que •el ainistro competente enviará a funcionarios 
para que inspeccionen las cárceles por lo menos cada dos aftos. Los jueces y los 
fiscales p6blicos pueden inspeccionar las cárceles•.) El presente sistema funciona 
como una importante salvaguardia contra la tortura y otros actos inhuaanos en estaa 
instituciones. 

!1 Bl Gobierno del Japón adjunt6 a la presente comunicación una traducci6n 
al lngl's de esta Ley, la cual puede consultarse en los archivos de la Secretaria. 
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Pregunta 4 

Habida cuenta de los requisitos estrictos que deben cumplir los fiscales 
públicos y sus funcionarios asistentes, del sistema de orientación y supervisión 
firmemente establecido y de la existencia del Comité de Selección de Fiscales 
Públicos, es imposible que se produzcan casos de tortura o actos inhumanos 
similares en los interrogatorios. Por esta razón, no se usan otros'métodos para 
asegurar el control sistemático de las prácticas de interrogatorio y nunca se han 
presentado problemas a este respecto en el Japón. 

Pregunta 5 

1. Los actos mencionados en esta pregunta son punibles en virtud del Código 
Penal. El Código Penal del Japón (promulgado en 1908), dispone lo siguiente: 

Artículo 193. Se impondrá una pena de prisión no superior a dos anos, con o 
sin trabajos forzosos, al funcionario público que abuse de su autoridad obligando a 
alguna persona a realizar cualquier acto que no tenga que realizar, o impidiendo 
que alguna persona ejerza un derecho que tiene y que podría ejercer. 

Artículo 194. Se impondrá una pena de prisión, con o sin trabajos forzosos, 
no inferior a seis meses ni superior a diez afios, a la persona que, al desempenar 
funciones de la magistratura, el ministerio público, la policía, o al participar en 
ellas, abuse de su autoridad ordenando la detención o prisión de otra persona. 

Artículo 195. 1) La persona que al desempefiar funciones en la magistratura, 
el ministerio público, la policía, o que al participar en ellas, cometa actos de 
violencia o crueldad contra algún acusado u otra persona en una causa penal, será 
castigada con una pena de prisión, con o sin trabajos forzosos, no superior a siete 
anos. 2) La misma pena se aplicará cuando la persona encargada de custodiar o 
escoltar a otra, detenida por aplicación de alguna ley u ordenanza, cometa actos de 
violencia o crueldad contra ella. 

Artículo 196. La persona que cometa un delito previsto en los dos artículos 
precedentes, como resultado del cual mate o hiera a otra persona, será pasible de 
las sanciones prescritas para los delitos de lesión corporal, de ser éstas más 
severas. 

Artículo 204. La persona que cause una lesión corporal a otra será castigada 
e~~ pena de prisión con trabajos forzosos por no más de diez anos o una multa que 
no exceda de los 500 yen. (La multa mencionada se ha aumentado 200 veces en virtud 
de la ley sobre medidas temporarias relativas a las multas.) 

Artículo 205. 1) Una persona que cause una lesión corporal a otra y le 
provoque la muerte será pasible de una pena de prisión con trabajos forzosos por un 
per :l.:Xio limitado no inferior a dos anos. 2) Cuando el delito a que se hace 
r•- .erencia en el párrafo anterior se cometa contra un ascendiente directo del 
¡_,-.;.:>éldo o su cónyuge, se impondrá la pena de prisión con trabajos forzosos a 
perpet~idad, o por tres aftos como mínimo. 

2. Por consiguiente, el Código estipula castigos estrictos para la tortura y 
otr~s actos ilegales cometidos por funcionarios públicos, y las disposiciones del 
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artículo 60 (coautores), el artículo 61 (instigadores) y el artículo 62 (asociados) 
del Código se aplican a los.~rticulos 193 a 196, y también se castiga a los 
cómplices. 

Nota: 

Artículo 60. Dos o más personas que perpetran un delito en forma 
conjunta son coautores. 

Artículo 61. 1) una persona que instiga a otra a cometer un delito se 
considerará autor del delito. 2) Lo mismo se aplicará a la persona que 
insti¡ue a un instigador. 

Artículo 62. 1) una persona que asiste al autor es un asociado. 2) Una 
persona que instigue a un asociado se considerará también un asociado. 

Pregunta 6 

l. La persona lesionada como resultado del sometimiento a tortura o actos 
similares puede denunciar los hechos al ministerio público o a un agente de la 
policía judicial de conformidad con el articulo 230 y siguientes del Código de 
Procedimiento Penal (promulgado en 1949) y toda persona que considere que se ha 
cometido un delito puede interponer una querella ante el ministerio público o un 
agente de la policía judicial de conformidad con el artículo 239 y siguientes del 
mismo Código. 

2. Además, la Oficina de Libertades Cívicas del Ministerio de Justicia y sus 
órganos locales, es decir, las Oficinas de Asuntos Jurídicos, las Oficinas de 
Asuntos Jurídicos de Distrito y más de 10.000 Comisionados de Libertades Cívicas en 
las ciudades, pueblos o aldeas de todo el país (que en adelante se denominarán 
•órganos de derechos humanos•) pueden recibir e investigar una denuncia de la 
persona que haya sufrido lesiones como consecuencia de la aplicación de torturas o 
actos similares (articulo 4 del reglamento para la investigación y el trámite de 
los casos que implican una violación de derechos humanos, y artículo 11, apartado 3 
de la Ley sobre Comisionados de Libertades Cívicas). 

3. El agente de policía judicial que recibe una denuncia o querella procede a 
abrir una investigación y remite el caso a un fiscal, de conformidad con el Código 
de Procedimiento Penal; el fiscal público investiga también los casos en que se 
reciben denuncias o querellas o aquellos casos remitidos por la policía y, tras 
decidir sobre la conveniencia o no de iniciar un juicio informa inmediatamente al 
respecto al autor de la denuncia o querella de conformidad con el Código de 
Procedimiento Penal (artículo 260). En caso de que se decida no iniciar juicio, el 
autor de la denuncia o querella tiene derecho a que se le informe de las razones de 
tal medida (artículo 261 del mismo Código). Si al autor de la denuncia o querella 
no le satisface dicha medida del fiscal, dispone legalmente de dos recursos. En 
primer lugar, puede apelar, para que se revise dicha medida, ante la Cámara de 
Acusación establecida en las localidades en que se encuentran los tribunales de 
distrito o sus tribunales auxiliares a fin de que se refleje la opinión popular 
acerca del ejercicio adecuado del ministerio público. La Cámara se rige por la ley 
relativa a la Cámara de Acusación y es un órgano completamente independiente del 
ministerio fiscal o de cualquier otro órgano (articulo 3); está compuesta por 
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11 miembros seleccionados por sorteo entre los que reúnen los requisitos para poder 
votar en las elecciones para la Cámara de Representantes, a excepción de ciertas 
categorías de funcionarios públicos y las partes relacionadas con el caso 
(artículo 4). Una vez recibida la solicitud de revisión del autor de la denuncia o 
querella, la Cámara examina si ha sido correcta la decisión adoptada por el 
ministerio público de no entablar juicio, pero puede proceder de oficio a dicho 
examen, con base en la información o el material obtenido por si misma, en el caso 
de que una mayoría de sus miembros así lo decida (articulo 2). Después de estudiar 
el asunto, la Cámara debe preparar un veredicto en que figuren sus razones y 
enviarlo al Fiscal Jefe de la correspondiente Fiscalía Pública de Distrito, e 
insertar un aviso en que figure la parte esencial del veredicto en un tablero de 
anuncios determinado (artículo 40). Una vez recibido el veredicto, el Fiscal Jefe 
debe disponer la iniciación de un proceso si lo cree procedente a la luz del 
contenido de aquél (articulo 41). 

4. Otro recurso es el sistema que suele llamarse procesamiento analógico mediante 
acción judicial. El autor de una denuncia o querella del tipo de las mencionadas 
precedentemente contra un acto ilegal cometido por un funcionario público, si no 
queda satisfecho con la decisión del ministerio público de no entablar juicio puede 
dirigir una instancia al tribunal de distrito competente en el territorio en que 
está situada la representación del ministerio que ha desestimado la solicitud, a 
fin de que disponga la incoación del proceso, con arreglo al artículo 262 del 
Código de Procedimiento Penal. El representante del ministerio público vuelve a 
examinar su decisión y si llega a la conclusión de que se trata de una instancia 
bien fundada, debe incoar el proceso (artículo 264 del mismo Código). Incluso 
cuando el ministerio público no revise su decisión, el tribunal, si considera que 
se trata de una instancia bien fundada, traslada el asunto al tribunal de distrito 
competente para que incoe el proceso (artículo 266 del mismo Código). Tal decisión 
del tribunal tiene los mismos efectos que si se hubiera iniciado el juicio 
(articulo 267 del mismo Código) • Cuando recibe el asunto para su enjuiciamiento, 
el tribunal designa a un abogado en ejercicio para que desempefte las funciones del 
fiscal. Puede llevar a cabo las investigaciones necesarias prescritas en el Código 
de Procedimiento Penal; para ello podrá requerir la asistencia del ministerio 
público o de los agentes de la policía judicial (articulo 268 del mismo Código). 
(Véanse los artículos 230 a 246 y los artículos 260 a 266 del Código de 
Procedimiento Penal y la Ley relativa a la Cámara de Acusación.) 1/ 

Nota: 

Reglamento para la investigación y el trámite de los casos que implican 
una violación de derechos humanos: 

Artículo 4. Se iniciará la investigación de un caso, cuando ello se 
juzgue pertinente a la luz de los objetivos del articulo 2, a raíz de una 
denuncia escrita u oral, o de una notificación o de información suministrada 
por un Comisionado de Libertades Cívicas o por la oficina gubernamental 
(pública) interesada. 

11 El Gobierno del Japón adjuntó a la presente comunicación una traducción 
al inglés de esos documentos, la cual puede consultarse en los archivos de la 
Secretaria. 

/ ... 



Ley sobre Comisionados de Libertades Cívicas: 

A/34/144 
Espaftol 
Página 67 

Articulo 11. Los deberes de un Comisionado de Libertades Cívicas son los 
siguientes: 

1) Desempeftar actividades de información y educación públicas y 
difundir el respeto a la libertad y los derechos humanOSJ 

2) Esforzarse por promover en la comunidad campanas para la protección 
de los derechos humanos; 

3) Hacer investigaciones y reunir información en relación con los casos 
que impliquen violaciones de derechos humanos para tomar providencias­
correctoras y las medidas pertinentes, tales como informar al Ministro de 
Justicia, dar asesoramiento o aviso a los organismos interesados, etc.; 

--
4) Proporcionar auxilio en los asuntos litigiosos y tomar otras medidas 

pertinentes de socorro en favor de los pobres a fin de proteger sus derechos 
humanos; 

S) Realizar cualesquiera otros esfuerzos para la protección de los 
derechos humanos. 

S. Cuando un órgano de derechos humanos recibe una denuncia, y si existen motivos 
para sospechar que se ha cometido una violación de derechos humanos ese órgano 
inicia una investigación y cuando en el curso de ella se descubre un acto de 
violación de derechos humanos el Director de la Oficina de Asuntos Jurídicos o de 
la Oficina de Asuntos Jurídicos de Distrito competente toma las medidas siguientes 
(artículo 12, párrafo 1, reglamento para la investigación y el trámite de los casos 
que implican una violación de derechos humanos): 

a) Presentar un querella de conformidad con el Código de Procedimiento Penal; 

b) Indicar a la persona que cometió la violación de derechos humanos (que en 
adelante se denominará el •infractor•) o a su superior que se ha cometido una 
violación de derechos humanos y darle las advertencias necesarias por escrito; 

e) Notificar por escrito a las oficinas del gobierno o públicas o a 
cualquier otro órgano que se estime adecuado de la violación de derechos humanos; 

d) Indicar al infractor o a su superior, oralmente o por escrito, que debe 
reflexionar sobre su conducta y tomar medidas prudenteSJ 

e) Dirigir un informe a las oficinas del gobierno o públicas o a los demás 
órganos interesados sobre las personas cuyos derechos parecen haber sido violados, 
presentarlas a los órganos jurídicos tutelares y proporcionarles asesoramiento 
jurídico y cualquier otro tipo de ayuda a tenor de las circunstancias; 

f) Asesorar, ejercer buenos oficios y tomar cualquier otra medida, en 
relación con las partes implicadas, que se juzgue adecuada para eliminar las 
violaciones cometidas. 
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Pregunta 7 

l. Si existen indicios para suponer que se ha cometido cualquiera de los delitos 
previstos en los artículos 193 a 196 del Código Penal, anteriormente mencionados, 
el ministerio público, los agentes de policía judicial, etc., que tienen atribu­
ciones para abrir una investigación, proceden a iniciarla de conformidad con las 
disposiciones del Código de Procedimiento Penal. No se precisa una denuncia 
oficial a tal fin. 

2. La condición necesaria para 1n1c1ar y llevar a cabo una investigación es que 
el agente de policía judicial crea que se ha cometido un delito {párrafo 2 del 
articulo 189 del mismo Código), es decir, que sospeche que se ha cometido un delito 
concreto. El fiscal puede iniciar una investigación por su propia iniciativa 
cuando lo crea necesario (articulo 191 del mismo Código). 

3. El procedimiento aplicable a tales casos, al igual que a los demás delitos 
comunes, está previsto en el mismo,Código y, en virtud de sus disposiciones 
pertinentes, se lleva a cabo una investigación basada en la cooperación voluntaria 
o una investigación obligatoria (arresto, detención, registro, confiscación, etc.) 
según corresponda. (Véanse los artículos 189 y 191 del Código de Procedimiento 
Penal.) 

4. Además, los órganos de derechos humanos mencionados anteriormente pueden 
realizar una investigación de oficio, si hay motivos razonables para sospechar que 
se ha cometido un acto de tortura aunque no se presente una denuncia formal 
(artículo 4 del Reglamento para la investigación y el trámite de los casos que 
implican una violación de derechos humanos y articulo 11, apartado 3, de la Ley 
relativa a los Comisionados de Libertades Cívicas). Los procedimientos aplicables 
al trámite de estos casos de infracciones, con posterioridad a la investigación, 
son iguales a los mencionados en la respuesta a la pregunta 6 supra. 

Pregunta 8 

l. El ministerio público inicia proceso ante el tribunal (articulo 247 del Código 
de Procedimiento Penal) si, después de una investigación, considera que los hechos 
delictivos que involucran torturas o actos similares son evidentes, de conformidad 
con las pruebas, y si es apropiado iniciar actuaciones respecto de ellos (artículo 
248 del mismo Código). (Véanse los artículos 247 y 248 del Código de Procedimiento 
Penal.) 

2. Los procedimientos aplicables al enjuiciamiento de estos casos son exactamente 
lo~ mismos que los aplicables a delitos comunes, según lo establecido en el 
articulo 271 y siguientes del Código de Procedimiento Penal¡ además se aplican a 
estos procedimientos algunos principios modernos de enjuiciamiento, como por 
ejemplo el principio del enfrentamiento de las partes, el de actuación directa o 
juicio inmediato (Unmittelbarkeit), el de juicio oral (Mündlichkeit¡ oralité), el 
de libre evaluación de las pruebas y el de juicio público (0ffentlichkeit; 
publicité), etc. 

3. El tribunal determina a su discreción las penas que se impondrán, dentro de 
los límites de las penas prescritas por los artículos 193 a 196 del Código Penal, 
como ya se indicó. 
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4. En el Japón, el único sistema adoptado por el Código Penal es la suspensión de 
la ejecución de la sentencia (articulo 25) y sus condiciones son las que se indican 
a continuación: 

Articulo 25 

1. Cuando alguna de las personas indicadas más adelante haya sido condenada 
a prisión con o sin trabajo forzoso por no más de tres aftos o a una multa de no más 
de 5.000 yen, la ejecución de la sentencia, de acuerdo con las circunstancias, 
podrá suspenderse por un período no menor de un afto ni mayor de cinco aftos, a 
partir del día en que la sentencia queda definitivamente firme: 

a) Una persona que no haya sido sentenciada anteriormente a prisión sin 
trabajo forzoso o a una pena mayor; 

b) Una persona que, aunque haya sido sentenciada anteriormente a prisión sin 
trabajo forzoso o a una pena mayor, no haya sido sentenciada nuevamente a prisión 
sin trabajo forzoso o a una pena mayor dentro de los cinco aftos posteriores al día 
en que haya completado la pena anterior o haya sido perdonada. 

2. Cuando una persona que haya sido sentenciada a prisión sin trabajo 
forzoso o a una pena mayor y a la que se le haya concedido la suspensión de la 
ejecución de la sentencia sea condenada a prisión con o sin trabajo forzoso por no 
más de un afto y cuando haya circunstancias atenuantes que la favorezcan espe­
cialmente, se aplicarán las disposiciones del párrafo anterior; sin embargo, ese 
párrafo no se aplicará a una persona que haya sido colocada bajo protección 
vigilada de conformidad con las disposiciones del párrafo 1 del artículo 25-2, y 
que haya cometido nuevamente un delito dentro del período de vigilancia. (Nota: 
En el párrafo 1 del artículo 25 supra la expresión •una multa de no más de 5.000 
yen" ha de ser reemplazada por •una multa de no más de 200.000 yen", de conformidad 
con la Ley de medidas temporarias relativas a las multas.) 

5. A las personas condenadas se les podrá otorgar indulto general, indulto 
especial, conmutación de la pena, suspensión de la ejecución o restitución de 
derechos, de conformidad con las disposiciones de la Ley de indultos (vigente desde 
1947). 

Nota: Ley de indultos 

Artículo l. De conformidad con esta Ley se otorgarán indultos generales, 
indultos especiales, conmutaciones de penas, remisiones de la ejecución de 
sentencias o restituciones de derechos. 

Artículo 2. Se otorgará indulto general con respecto a los delitos que 
se especifiquen en una Orden del Gabinete. 

Artículo 3. Excepto cuando la Orden del Gabinete mencionada en el 
articulo precedente disponga otra cosa, el indulto general tendrá los 
siguientes efectos sobre los delitos con respecto a los cuales se lo otorga: 

1) Respecto de las personas que hayan sido condenadas, quedará sin 
efecto la sentencia de su culpabilidad; 
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2) Respecto de las personas que aún no hayan sido condenadas, se 
extinguirá el derecho a procesarlas. 

Artículo 4. El indulto especial se otorgará individualmente a personas 
determinadas que hayan sido condenadas. 

Artículo S. En virtud del indulto especial, quedará sin efecto la 
sentencia de culpabilidad. 

Artículo 6. Se podrá conmutar la pena de personas que hayan sido 
sentenciadas, indicando en una Orden del Gabinete las categorías de delitos o 
las clases de penas con respecto a las cuales se concede la conmutación, o 
indicando individualmente a qué personas que hayan sido sentenciadas se les 
conmutan las penas. 

Artículo 7 

1) La conmutación de la pena por una Orden del Gabinete tiene como 
efecto la reducción de la pena, excepto cuando en la Orden del Gabinete 
correspondiente se disponga otra cosa. 

2) La conmutación de la pena otorgada individualmente a determinadas 
personas tiene como efecto reducir la pena o dar por cumplida una parte de 
ella. 

3) No obstante las disposiciones del párrafo anterior, en el caso de 
aquéllos a quienes se haya otorgado la suspensión del cumplimiento de la pena 
pero aún no haya expirado el plazo de esa suspensión, sólo se adoptarán 
disposiciones para reducir la pena y al mismo tiempo podrá abreviarse la 
duración de la suspensión. 

Artículo 8. La remisión del cumplimiento de la pena se concederá 
individualmente a determinadas personas que hayan sido condenadas. Sin 
embargo, no se concederá a aquéllos respecto de quienes se haya pronunciado la 
suspensión del cumplimiento de la condena, en caso de que el término de esa 
suspensión no haya expirado aún. 

Artículo 9. La restitución de derechos se otorgará a quienes, en virtud 
de leyes u ordenanzas, hayan sido privados de sus calificaciones o derechos 
cívicos o hayan sido suspendidos en el ejercicio de ellos, por haber sido 
condenados, determinando las condiciones aplicables en una Orden del Gabinete, 
o indicando individualmente de qué personas se trata. Sin embargo, no se 
otorgará a quienes no hayan cumplido aún completamente sus condenas ni a 
aquéllos a quienes no se les haya perdonado el cumplimiento de la pena. 

Artículo 10. 1) Mediante la restitución de los derechos se devolverán a 
los interesados los derechos o calificaciones de que hayan sido privados o 
cuyo ejercicio les esté vedado. 2) Podrá concederse la restitución de 
derechos respecto de derechos o calificaciones determinados. 

Artículo 11. El indulto general, el indulto especial, la conmutación de 
la pena, la remisión del cumplimiento de la pena y la restitución de derechos 
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no alterarán retroactiv~ente los efectos de las cuestiones que ya sean cosa 
juzgada, sobre la base de la sentencia de culpabilidad. 

Artículo 12. El indulto especial, la conmutación de la pena que se 
otorgue individualmente a personas determinadas, la remisión del cumplimiento 
de la condena y la restitución de derechos que se otorgue individualmente a 
personas determinadas, se concederán por recomendación de la Comisión Nacional 
de Rehabilitación del Delincuente. 

Articulo 13. Cuando se conceda un indulto especial, una conmutación de 
la pena otorgada individualmente a personas determinadas, una remisión del 
cumplimiento de la condena o una restitución de derechos concedida indivi­
dualmente a personas determinadas, el Ministro de Justicia entregará a las 
personas de que se trate, según corresponda, decretos de indulto especial, de 
conmutación de la pena, de remisión del cumplimiento de la condena o de 
restitución de derechos. 

Articulo 14. Cuando se haya concedido un indulto general, un indulto 
especial, una conmutación de la pena, una remisión del cumplimiento de la 
condena o una restitución de derechos, los fiscales dejarán constancia de ello 
en el protocolo original de las sentencias respectivas. 

Artículo 15. Los detalles necesarios para la aplicación de esta Ley se 
fijarán mediante una Orden del Gabinete u Ordenanza Ministerial. 

Pregunta 9 

l. El caso de que un fiscal sea sentenciado a prisión sin trabajos forzosos o a 
una pena más grave se incluye en los motivos de inhabilitación prescritos en el 
articulo 20 de la Ley de fiscalía, y dicho fiscal cesa en su cargo. Además, de 
conformidad con el artículo 82 de la Ley de administración pública nacional (que 
entró en vigor en 1948), el fiscal puede estar sujeto a medidas disciplinarias, 
tales como la destitución, la suspensión en sus funciones, la reducción del sueldo 
o la amonestación y, en algunos casos, se le puede someter a una investigación a 
cargo del Comité de Selección de Fiscales Públicos, que puede decidir su 
destitución. 

Nota: Ley de administración pública nacional 

Articulo 82. En el caso de que un funcionario o un empleado esté 
comprendido en cualquiera de las condiciones que figuran en los incisos 
siguientes, es susceptible, como medida disciplinaria, de destitución, 
suspensión en sus funciones, reducción del sueldo o amonestación: 

1) Cuando haya actuado en contravención de la presente Ley o de órdenes 
emitidas de conformidad con ellai 

2) Cuando haya actuado en contravención de sus funciones o las haya 
desatendidoi 

3) Cuando haya cometido una falta impropia de un funcionario, en 
perjuicio de todo el pueblo. 
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2. Los funcionarios adjuntos de fiscalía, los funcionarios penitenciarios y los 
funcionarios de inmigración están sujetos a la cláusula de inhabilitación del 
artículo 38 de la Ley de administración pública nacinal cuando se los haya 
condenado y sentenciado a prisión sin trabajos forzosos o a una pena más grave, y, 
por supuesto, cesan en su cargo. Además, se los puede someter a medidas 
disciplinarias como la destitución, la suspensión en sus funciones, la reducción 
del sueldo o la amonestación, con arreglo al artículo 82 de la misma Ley, así como 
a degradación, destitución o retiro temporal de conformidad con los artículos 78 ó 
79 de la Ley. 

Nota: Ley de administración pública nacional 

Artículo 38. (Disposiciones para la inhabilitación): 

Ninguna persona comprendida en una de las condiciones que figuran en los 
incisos siguientes podrá recibir un nombramiento para un cargo en la 
administración pública, con las excepciones que se dispongan en normas de la 
autoridad: 

1) Una persona a la que se haya declarado incompetente o cuasi 
incompetente¡ 

2) una persona a la que un tribunal haya sentenciado a prisión sin 
trabajos forzosos o a una pena más grave, y que no haya terminado de cumplir 
la sentencia, o que aún no haya dejado de estar sujeta al cumplimiento de ésta¡ 

3) Una persona a la que se haya destituido por una decisión de carácter 
disciplinario y para la cual no haya transcurrido un período de dos anos a 
partir de la fecha de la destitución; 

4) Un Comisionado o un Director General de la Autoridad que haya 
cometido un delito incluido en los artículos 109 a 111 inclusive, y al que se 
haya declarado culpable de dicho crimen; 

5) Una persona que, en la fecha de la entrada en vigor de la 
Constitución del Japón, o después de esa fecha, haya formado un partido 
político u otra organización que abogue por el derrocamiento por la fuerza de 
la Constitución del Japón o del Gobierno establecido con arreglo a ella, o que 
haya pertenecido a una organ~zación de este tipo. 

Artículo 78. (Casos de degradación y destitución contra su voluntad): 

Un empleado que esté comprendido en una de las condiciones que figuran en 
los incisos siguientes puede ser degradado o destituido contra su voluntad, 
según se dispone en normas de la Autoridad: 

1) Cuando el desempeno de sus funciones no sea satisfactorio; 

2) Cuando por causa de debilidad mental o física, tenga dificultades 
para desempeftar sus funciones oficiales o demuestre incompetencia en dicho 
desempefto¡ 
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3) Cuando por algún otro concepto no cumpla los requisitos de aptitud 
de su cargo en la administración pública~ 

4) Cuando pase a ser supernumerario o cuando su cargo se suprima debido 
a una enmienda o a una revocación de la ley relativa a la organización de la 
administración pública o a un reajuste del número de funcionarios fijado, o 
como resultado de una reducción del presupuesto. 

Artículo 79. (Casos de retiro temporal contra su voluntad) 

Un empleado que esté comprendido en una de las condiciones que figuran en 
los incisos siguientes, o en otros casos dispuestos en normas de la Autoridad, 
puede ser separado de su cargo temporalmente contra su voluntad: 

1) Cuando necesite un período prolongado de descanso debido a debilidad 
mental o física~ 

2) Cuando se lo procese con respecto a un caso criminal. 

:. En el artículo 6 de la Ley de abogacía (que entró en vigor en 1949) se dispone 
¡ue una persona a la que se haya sentenciado a prisión sin trabajos forzosos o a 
tna pena más grave (inciso 1), o una persona que haya servido en la administración 
•Ública y haya sido destituida como resultado de una acción disciplinaria y para la 
!Ual no hayan transcurrido tres anos a partir de dicha acción (inciso 3), será 
.nhabilitada para el ejercicio de la abogacía. Además, un abogado en ejercicio al 
¡ue se condene a prisión sin trabajos forzosos o a una pena más gr~ve será 
.nhabilitado automáticamente. A propósito de esto, en los artículos 56 a 71 de la 
!itada Ley se prevén medidas de carácter disciplinario y el procedimiento que han 
le seguir los colegios de abogados. De conformidad con dichas disposiciones, los 
!Olegios de abogados imponen penas de carácter disciplinario a sus miembros por 
1ctos que perjudiquen la dignidad de la profesión de la abogacía. 

Nota: Ley de abogacía 

Articulo 6. (Inhabilitación para el ejercicio de la abogacía): 

Ninguna persona que esté comprendida en las condiciones citadas a 
continuación cumplirá los requisitos para el ejercicio de la abogacía, 
independientemente de las disposiciones que figuran en los dos artículos 
precedentes: 

1) Una persona a la que se haya sentenciado a prisión sin trabajos 
forzosos o a una pena más grave~ 

2) Una persona contra la cual el Tribunal de recusación haya emitido 
una decisión de destitución~ 

3) Una persona a la que se haya expulsado de un colegio de abogados, a 
la que se haya prohibido el ejercicio de la profesión de abogado de patentes, 
a la que se haya anulado su inscripción como contador público autorizado, a la 
que se haya prohibido el desempefto de la profesión de agente de impuestos o a 
la que se haya separado de su cargo como funcionario público, por medio de una 
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acción de car6cter diséiplinario, no cumplir6 los requisitos para el ejercicio 
de la abogacía a -.nos que hayan transcurrido tres aftos a partir de la fecha 
en que se le impuso dicha ~ida disciplinaria, 

4) Una persona incompetente o cuasi incompetente' 

5) una persona a la que se haya declarado insolvente y que todavía no 
haya sido rehabilitada. 

Artículo 56. (Motivos para la adopción de medidas disciplinarias y 
autoridades facultadas para ello): 

1) Un abogado estar6 sujeto a medidas de car6cter disciplinario por una 
violación de la presente Ley, o del reglamento del colegio de abogados a que 
pertenezca o de la Federación japonesa de colegios de abogados, o por cual­
quier acto que sea perjudicial para el buen orden o prestigio de su colegio, o 
que sea deshonroso en cualquier otra forma, tanto si se lleva a cabo en el 
desempefto de sus funciones como al margen de dicho desempefto. 

2) Las medidas de car6cter disciplinario las adoptar6 el colegio al que 
pertenezca el abogado, de conformidad con la resolución del Comité 
disciplinario. 

Artículo 57. (Tipos de medidas disciplinarias): 

Las medidas de car6cter disciplinario se clasificar6n en las cuatro 
categorías siguientes: a) amonestación, b) suspensión en el ejercicio de la 
profesión por un período no superior a dos aftOSJ e) orden de separación 
obliga~oria del colegiOJ d) expulsión. 

Artículo 58. (Solicitud de adopción de medidas disciplinarias, 
investigación y examen): 

1) En el caso de que cualquier persona considere que existe una razón 
adecuada para imponer una pena disciplinaria a un abogado, puede solicitar al 
colegio a que pertenece dicho abogado que se le imponga una pena de esta clase 
mediante la presentación de un documento en el que se explique la razón para 
ello. 

2) Cuando el colegio de abogados considere que existen razones 
suficientes para la imposición de una pena de car6cter disciplinario a su 
miembro, o cuando reciba una solicitud tal como se ha mencionado en el p6rrafo 
anterior, pedir6 al Comité de mantenimiento de la disciplina que lleve a cabo 
una investigación. 

3) Cuando el Comité de mantenimiento de la disciplina considere 
apropiado imponer una pena de car6cter disciplinario a un abogado, a raíz de 
la investigación que se dispone en el p6rrafo anterior, el colegio de abogados 
aolicitar6 al Comité dis~iplinario que examine el caso. 

Artículo 59. (Fallo sobre una solicitud de revisión presentada por una 
persona sometida a una aedida de car6cter disciplinario): 
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En los casos en que la ~~deración japonesa de colegios de abogados deba 
emitir un fallo sobre una solicitud de revisión, con arreglo a la Ley de 
investigación sobre querellas administrativas, con respecto a las penas de 
carácter disciplinario impuestas por un colegio de abogados de conformidad con 
la disposición que figura en el artículo 56, emitirá un fallo basado en la 
decisión del Comité disciplinario. 

Artícuio.60. (Medidas de carácter disciplinario impuestas por la 
Federación japonesa de colegios de abogados): 

La Federación japonesa de colegios de abogados puede imponer, cuando lo 
considere adecuado y por iniciativa propia, respecto de los casos que se 
contemplan en el párrafo 1 del artículo 56, penas de carácter disciplinario a 
un abogado de conformidad con la resolución del Comité disciplinario. 

Artículo 61. (Objeción formulada por la persona que solicitó la adopción 
de medidas disciplinarias): 

1) Cuando el colegio de abogados no imponga pena disciplinaria alguna a 
un abogado o no concluya los trámites para la imposición de dicha pena en un 
plazo razonable a pesar de existir la solicitud de una pena de carácter 
disciplinario contra dicho abogado de conformidad con las disposiciones del 
párrafo 1 del articulo 58, la persona que presentó la solicitud puede formular 
una objeción ante la Federación japonesa de colegios de abogados. Lo mismo se 
aplicará cuando la citada persona considere que la pena disciplinaria impuesta 
por el colegio de abogados es excesivamente leve. 

2) Al recibir la objeción citada en el párrafo anterior, y si la 
considera fundada, la Federación japonesa de colegios de abogados informará al 
respecto al colegio de abogados interesado, o impondrá medidas de carácter 
disciplinario por iniciativa propia, de conformidad con el artículo anterior, 
o bien rechazará la objeción cuando la considere infundada con arreglo a la 
resolución del Comité disciplinario. 

3) Las disposiciones que figuran en el párrafo 3 del articulo 14 se 
aplicarán mutatis mutandis, a la disposición que se cita en el párrafo 
anterior. 

Artículo 62. (Incoacción de un pleito): 

1) La persona cuya solicitud de revisión de una medida disciplinaria 
impuesta de conformidad con las disposiciones que figuran en el articulo 56 
haya sido desestimada o rechazada, o una persona a la que se haya sometido a 
penas de carácter disciplinario con arreglo a lo que dispone el articulo 60, 
puede incoar una acción judicial de anulación ante el Tribunal Supre~ de 
Tokio. 

2) En lo que respecta a las medidas de carácter disciplinario impuestas 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 56, la acción judicial de anulación 
sólo puede incoarse contra el fallo emitido al respecto por la Federación 
japonesa de colegios de abogados. 
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Artículo 63. (Restricciones a la solicitud de un cambio de inscripción, 
etc.): 

Si los trámites para la imposición de una aedida de carácter discipli­
nario contra un abogado están en curso, dicho abogado no puede solicitar el 
cambio de inscripción o la rescisión de ésta, hasta que se hayan concluido 
dichos trámites. 

Artículo 64. (Limitaciones): 

una vez transcurrido un plazo de tres anos a partir de la existencia de 
motivos para la imposición de medidas de carácter disciplinario, no se 
iniciarán trámites para la adopción de dichas medidas. 

Artículo 65. (Establecimiento y funciones del Comité disciplinario): 

1) Se establecerá un Comité disciplinario en cada colegio de abogados y 
en la Federación japonesa de colegios de abogados. 

2) El Comité disciplinario llevará a cabo, a solicitud del colegio de 
abogados en el que haya sido creado, o de la Federación japonesa de colegios 
de abogados, el necesario examen relativo a la imposición de medidas de 
carácter disciplinario a un abogado miembro. 

·Artículo 66. (Organización del Comité disciplinario): 

1) El Comité disciplinario estará integrado por un presidente y varios 
miembro~. 

2) La elección del presidente se llevará a cabo entre los miembros del 
Comité por votación de éstos. 

3) En el caso de que el presidente tenga algún impedimento para 
desempeftar sus funciones, otro miembro del Comité asumirá temporalmente la 
presidencia con arreglo a un orden que el Comité disciplinario determinará de 
antemano. 

4) El Comité disciplinario tendrá varios miembros de reserva. 

Artículo 67. (Procedimiento de revisión del Comité disciplinario): 

1) Cuando se le haya solicitado que revise las medidas disciplinarias 
impuestas a un abogado, el Comité disciplinario informará inmediatamente al 
respecto al abogado que va a ser examinado, fijando al mismo tiempo la fecha 
de la revisión. 

2) El abogado que va a ser sometido a examen puede comparecer en la 
fecha de la revisión y formular una declaración, siempre que obedezca las 
instrucciones impartidas por el presidente del Comité disciplinario. 

3) Las disposiciones del párrafo 1 del artículo 55 se aplicarán. 
mutatis mutandis, a la revisión que lleve a cabo el Comité disciplinario. 
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Artículo 68. (Suspensi6n de los procediaientos disciplinarios): 

El Comit4 disciplinario puede suspender los procedimientos disciplinarios 
mientras haya pendiente una acción judicial de carácter criminal respecto de 
la misma causa. 

Artículo 69. (Aplicación mutatis autandis): 

Las disposiciones relativas al presidente, miembros y miembros de reserva 
del Comit4 de examen de requisitos que figuran en los párrafos 3 y 4 del 
artículo 52, en los párrafos 2 y 3 del artículo 53 y en el artículo 54, se 
aplicarán mutatis mutandis, respectivamente, al presidente, miembros y 
miembros de reserva del Comit4 disciplinario, teniendo presente que en este 
caso el t4rmino •presidente• (del Comité) que figura en el párrafo 3 del 
artículo 52 se entenderá como •el Presidente del colegio de abogados en el 
caso del Comité disciplinario del colegio de abogados y el Presidente de la 
Federación japonesa de colegios de abogados en el caso del Comité discipli­
nario de la Federación japonesa de colegios de abogados•. 

Artículo 70. (Establecimiento y funciones del Comité de mantenimiento de 
la disciplina): 

1) Se establecerá un Comité de mantenimiento de la disciplina en cada 
colegio de abogados. 

2) El Comité de mantenimiento de la disciplina se encargará de la 
investigación citada en el párrafo 2 del artículo 58, así como de otras 
cuestiones relativas al mantenimiento de la disciplina de los miembros del 
colegio de abogados en que se haya establecido el comité. 

3) Los miembros del Comité de mantenimiento de la disciplina se 
elegirán entre los miembros del colegio de abogados en que se haya establecido 
el Comit,. 

Artículo 71. (Aplicación mutatis mutandis): 

Las disposiciones del párrafo 4 del artículo 521 del artículo 54; del 
párrafo 1 del artículo 55, y de los párrafos 1 a 3 inclusive del articulo 66 
se aplicarán, mutatis mutandis, al Comité de aantenimiento de la disciplina, 
teniendo en cuenta que en este caso el término •Presidente• (del colegio de 
abogados o de la Federación japonesa de colegios de abogados) que figura en el 
articulo 54 se entenderá como •Presidente• (del Comité de mantenimiento de la 
disciplina, del Comité de examen de requisitos o del Comité disciplinario). 

En el artículo 4 de la Ley de la profesión m4dica (que entró en vigor en 1948) 
e dispone que no puede concederse una licencia para la práctica de la medicina, a 
iscreción del Ministro de Salud y Bienestar Social, a una persona a la que se haya 
entenciado a una multa o a una pena más grave (inciso 2) o que haya cometido un 
rimen o un acto contrario a la ley (inciso 3)1 cuando un médico est4 comprendido 
n estas categorías de inhabilitación, se puede revocar su licencia o se lo puede 
JSpender en la práctica de la medicina (párrafo 2 del articulo 7 de la citada 
ey). Además, la Sociedad médica (que es una asociación registrada) estipula en 
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sus artículos de constitución que puede negarse la calidad de miembro a un médico 
que haya daftado la reputación de la Sociedad en violación de la ética de la 
profesión médica. 

Nota: Ley de la profesión médica 

Artículo 4. Puede retirarse la licencia a una persona que esté compren­
dida en cualquiera de las condiciones que figuran en los incisos siguientes: 
1) una persona que no esté en posesión de sus facultades mentales, o que 
consuma estupefacientes, marihuana u opio¡ 2) una persona a la que se haya 
sentenciado a una multa o a una pena más grave¡ o 3) una persona que haya 
cometido un crimen o un acto contrario a la ley en relación con la práctica de 
la medicina, además de los que se comprenden en el inciso anterior. 

Artículo 7 

1) En el caso de que un médico esté comprendido en las condiciones que 
figuían en el artículo 3, el Ministro de Salud y Bienestar Social retirará su 
licencia. 

2) En el caso de que un médico esté comprendido en una de las 
condiciones que figuran en el artículo 4 o haya cometido cualquier acto en 
perjuicio de la dignidad de la profesión médica, el Ministro de Salud y 
Bienestar Social puede retirar su licencia o suspenderlo en la práctica de la 
medicina durante un período determinado por el propio Ministro. 

3) Incluso cuando se haya retirado la licencia a una persona de 
conformidad con el párrafo anterior, puede volver a concedérsele la licencia 
si dicha persona se ha recuperado de su enfermedad o ha dado claras muestras 
de reformarse. En tal caso, se aplicarán las disposicones de los párrafos 1 
y ~-del artículo 6 con las modificaciones necesarias. 

4) En el caso de que el Ministro de Salud y Bienestar Social adopte las 
medidas mencionadas en los tres párrafos anteriores, recabará de antemano la 
opinión del Consejo de Etica de la profesión médica. 

5) En el caso de que deban adoptarse las medidas citadas en los 
párrafos 1 ó 2, se concederá a la persona que esté sujeta a dichas medidas la 
oportunidad de explicar su posición al Ministro de Salud y Bienestar Social a 
un funcionario gubernamental o municipal designado por el Gobernador de Tokio, 
Hokkaido o una prefectura, o a un miembro del Consejo de Etica de la profesión 
médica. En tal caso, el Ministro de Salud y Bienestar Social o el Gobernador 
de Tokio, Hokkaido, o una prefectura informará de antemano, por escrito, a la 
persona sujeta a la medida, de la fecha, hora y lugar para explicar su 
posición, así como de las razones para adoptar dicha medida. 

6) La persona que reciba la información citada en el párrafo anterior 
puede comparecer por poder y presentar las pruebas a su favor. 

7) La persona que oiga su explicación levantará un acta de la audiencia 
y preparará un informe, y presentará al Ministro de Salud y Bienestar Social 
su opinión respecto de la determinación de la medida. 
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Las declaraciones forauladas en los numerales 8 y 9 supra se aplican ta.bi'n a 
otras foraas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes que no constituyen 
tortura. 

Pregunta 11 

Ro ha ocurrido ningún caso de los comprendidos en este párrafo. 

Pregunta 12 

1. La Ley de Indemnización del Estado (vigente desde 1947) establece un sistema 
de compensación por daftos y el Estado o la entidad pública local de que se trate 
tiene obligación de compensar el dafto (véase la nota infra). Los requisitos para 
que esta obligación sea exigible son que un funcionario público en el ejercicio del 
poder del Estado o de una entidad pública local haya ocasionado daftos, en foraa 
intencional o por negligencia, a alguna persona, mediante un acto ilegal, en el 
desempefto de sus funciones. 

2. Desde que fue aprobada la Declaración, no se ha informado sobre ningún caso 
que esté comprendido en la última cl,usula de la pregunta 12. 

Rota: Ley de Indemnización del Estado 

Artículo 1 

1) Si un funcionario público autorizado para ejercer el poder del 
Estado o de una entidad pública local ocasiona, de manera intencional o a 
causa de su negligencia, algún dafto a cualquier persona mediante u~ acto 
ilegal, en el desempefto de sus funciones oficiales, el Estado o la entidad 
pública local pertinente est~ obligados a indemnizarlo. 

2) Si, en el caso a que hace referencia el p'rrafo precedente, el 
funcionario público ha cometido dicho acto de manera intencional o por 
negligencia culpable, el Estado o la entidad pública local pertinente tendr¡n 
derecho a reclamar de dicho funcionario el reembolso del gasto ocasionado. 

Artículo 2 

1) Si una persona ha sufrido daftos a causa de la existencia de algún 
defecto en la construcción o el mantenimiento de las carreteras, los ríos u 
otras obras públicas, el Estado o la entidad pública local pertinente est6n 
obligados a indemnizarla. 

2) Si, en el caso a que hace referencia el párrafo anterior, existe 
alguna otra persona que sea responsable de haber provocado el dafto, el Bstado 
o la entidad pública local pertinente tendr~ derecho a reclamar de dicha 
persona el reembolso del gasto ocasionado. 
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Artículo 3 

1) Si, en los casos en que el Estado o una entidad pública local tengan 
obligación de indemnizar por el dafto conforme a las disposiciones de los dos 
artículos precedentes, el Estado o la entidad pública local responsable del 
nombramiento o de la supervisión del funcionario de que se trate o de la 
construcción o mantenimiento de la obra pública de que se trate; es diferente 
de la que paga el sueldo, la dieta o los demás gastos de dicho funcionario 
público o sufraga los gastos necesarios para la construcción o mantenimiento 
de dicha obra pública, esta última estará también obligada a compensar el 
mencionado dano. 

2) En el caso a que hace referencia el párrafo anterior, el Estado o la 
entidad pública local que ha indemnizado por el dano tiene el derecho a 
obtener el reembolso de la institución obligada en última instancia a 
indemnizar por el mencionado dafto. 

Artículo 4. Salvo lo dispuesto en los tres artículos anteriores, se 
aplicarán las disposiciones del Código Civil a la responsabilidad del Estado o 
de la entidad pública local por danos. 

Artículo 5. En el caso de que cualquier otra ley, distinta de¡ Código 
Civil, establezca disposiciones diferentes a las de éste, las disposiciones de 
dicha ley se aplicarán a la responsabilidad del Estado o de la entidad pública 
local por danos. 

Artículo 6. En los casos en que el damnificado sea un extranjero, la 
presente ley se aplicará en tanto exista garantía recíproca de indemnización. 

Pregunta 13 

l. La Constitución del Japón establece en el párrafo 2 de su artículo 38 que la 
confesión obtenida mediante coacción, torturas o amenazas, o luego de arresto o 
detención prolongados, no se admitirá como prueba, y siguiendo los lineamientos de 
esta disposición, el Código de procedimiento Penal contiene una norma similar en el 
párrafo 1 de su artículo 319. 

2. El término "coacción" se interpreta aquí en sentido amplio como cualquier acto 
que menoscabe el libre ejercicio de la propia voluntad. En virtud de este artículo 
SP niega la admisión de confesiones involuntarias como prueba. 

3. Esta interpretación ha sido confirmada por una serie de decisiones de la 
Suprema Corte (Decisiones de la Suprema Corte de 1• de agosto de 1951, vol. 5 No. 
9, pág. 1684; y de 7 de marzo de 1952, vol. 6 No. 3, pág. 387, etc.). 

Nota: Constitución del Japón 

Artículo 38. Nadie será obligado a prestar testimonio contra sí mismo. 
L~ confesión obtenida mediante coacción, torturas o amenazas, o luego de 
~rresto o detención prolongados, no se admitirá como prueba. Ninguna persona 
será condenada o penada en los casos en que la única prueba existente en su 
contra sea su propia confesión. (Véase el artículo 319 del Código de 
PrccetJmiento Penal.) 
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Como se ha dicho antes, la Constitución y otras leyes del Japón prohíben 
estrictamente la tortura y otros actos crueles o inhumanos, etc., y no han surgido 
problemas al respecto en el pasado. Por lo tanto no se han adoptado medidas 
especiales. 

Pregunta 15 

No ha ocurrido nada digno de mención en relación con esta pregunta. 

MALI 

[Original: francés] 
[3 de julio de 1979] 

1. La Constitución del 2 de junio de 1974 asegura y garantiza a todo ser humano 
el derecho a la vida y a la libertad. El Código Penal reprime los atentados contra 
la integridad corporal en todas sus formas, e incluso las amenazas y otros tratos 
inhumanos. 

2. En consecuencia, de conformidad con el principio del respeto a la integridad 
de la persona humana: 

a) No se ha setialado en Malí ningún acto de tortura. 

b) No se ha observado en Malí ninguna sanción o trato cruel, inhumano o 
degradante. 

MALTA 

Nota: En una comunicación de fecha 28 de diciembre de 1978, el Gobierno de 
Malta se refirió al mismo tiempo a la nota verbal del Secretario General en que se 
transmitía el cuestionario con la solicitud de que se hicieran observaciones sobre 
él y a otras notas verbales relativas a la cuestión de los derechos humanos en los 
casos de personas sometidas a cualquier forma de detención o de prisión, que 
examina anualmente la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a 
las Minorías. Las observaciones transmitidas por el Gobierno de Malta ya han sido 
reproducidas por la Subcomisión en el documento E/CN.4/Sub.2/430. 
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MARRUECOS 

[Original: francés) 
[12 de febrero de 1979) 

Pregunta 1 

1. En el plano legislativo, el dahir (ley) No. 1-72-041 de 17 de febrero de 1972, 
relativo a la Constituci6n, cuyo artículo 10 dispone que •nadie puede ser arres­
tado, detenido ni castigado sino en los casos y con las formalidades previstas por 
la ley", el dahir de 26 de noviembre de 1962, que constituye el C6digo Penal, y el 
dahir de 10 de febrero de 1959, que constituye el C6digo de Procedimientos Penales, 
constituyen un conjunto de garantías encaminadas a proteger eficazmente las liber­
tades individuales de los ciudadanos, su dignidad humana e impedir todo posible 
abuso de autoridad. 

2. Así pues, los artículos 224 a 232 del C6digo Penal marroquí tratan de •1os 
abusos de autoridad cometidos por funcionarios contra particulares•. A este 
respecto, el artículo 231 dispone que: 

"todo magistrado, funcionario público, agente o delegado de la autoridad que, 
sin causa legítima, utilice o haga utilizar violencias contra las personas en 
el ejercicio o con motivo del ejercicio de sus funciones, será castigado por 
esas violencias y según su gravedad, con arreglo a lo dispuesto en los 
artículos 401 a 403 ••• • 

Cuando se trata de violencias, torturas, servicios u otros tratos de este tipo 
cometidos por oficiales de policía en el ejercicio o con ocasi6n del ejercicio de 
sus funciones, la Direcci6n de Seguridad Nacional dispone de textos administrativos 
(instrucciones y sanciones disciplinarias) encaminados a prohibir y a reprimir 
tales actos con independencia de las sanciones penales. 

3. Cabe señalar que no se hace ninguna distinci6n en raz6n de las circunstancias 
(estado de guerra, inestabilidad política, y que el estado de excepci6n no afecta 
en absoluto a los asuntos judiciales). 

4. Dada la situaci6n normal existente en Marruecos, no ha habido ocasi6n de tomar 
nuevas medidas desde la adopci6n de la Declaraci6n. 

Pregunta 2 

l. Esta cuesti6n afecta a la formaci6n profesional del policía en materia de 
detenci6n, interrogatorio y detenci6n provisional. 

2. En los programas de capacitaci6n impartidos a los oficiales de policía 
pasantes figuran sobre todo estudios de derecho, ética y derechos humanos. Los 
funcionarios de policía pasantes reciben cursos de capacitaci6n práctica a cargo de 
oficiales de policía judicial confirmados y experimentados y asisten a las 
diferentes operaciones de detenci6n, interrogatorio, y detenci6n provisional para 
evitar que se cometan abusos y vigilar que se cumplan las leyes y los reglamentos 
vigentes, dado que sus acciones no deben exceder el marco de la legalidad y de que 
son responsables a título individual ante la ley. 
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3. En cuanto al personal de pr1s1ones, los reglamentos les obligan a tratar a los 
prisioneros con humanidad,·prohibiéndoles toda sevicia o castigo corporal, y a 
proteger la dignidad humana de los detenidos confiados a su custodia en sus 
relaciones mutuas. 

Pregunta 3 

l. La pregunta es muy concreta: se trata de presos y no de procesados, cuya 
detención regulan los artículos 68, 69 y 70 del Código de Procedimientos Penales, 
que trata del sumario. 

2. Se trata, en consecuencia, de personas condenadas a penas de prisión o en 
•prisión preventiva•. En ambos casos, el condenado y el acusado de delito o crimen 
castigado con penas de prisión están detenidos en un establecimiento penitenciario. 

3. De los presos de derecho común se ocupan los artículos 660, 661 y 662 del 
Código de Procedimientos Penales, que tratan de sus derechos y defensa: 

Artículo 660. Los detenidos son inspeccionados al menos una vez por trimestre 
por el Procurador del Rey y por el juez de instrucción. Estos magistrados han 
de asegurarse sobre todo de la regularidad de las detenciones y de la 
corrección de los registros. 

Artículo 661. En cada provincia o prefectura, una comisión de vigilancia 
tiene la misión de velar por la salud, la seguridad, la higiene, el régimen 
alimentario y las condiciones materiales de vida de los detenidos, de 
favorecer su reeducación moral y su readaptación social y de facilitar su 
reinserción social tras la puesta en libertad. 

Artículo 662. Esta comisión o los miembros que ella delegue están facultados 
para visitar los establecimientos penitenciarios del territorio. La Comisión 
transmite al Ministerio de Justicia las observaciones o las críticas que a su 
juicio debe formular, y seftala los abusos a los que hay que poner fin, así 
como las mejoras que hay que introducir.• 

4. Conviene seftalar que la policía se ocupa con carácter especial de la custodia 
de los presos hospitalizados en los centros hospitalarios, de conformidad con las 
instrucciones pertinentes de la dirección. 

Pregunta 4 

l. Esta pregunta puede referirse a dos tipos de sumario, el de flagrante delito y 
el preliminar. En el primer caso de crimen o delito flagrante, el oficial de la 
policía judicial sólo puede retener al acusado o sospechoso durante 48 horas en 
principio, o durante un máximo de tres días con autorización escrita del Procurador 
del Rey, siempre que existan indicios graves y concordantes contra esta persona 
(artículo 68 del CÓdigo de Procedimientos Penales). 

2. Además, el acusado o detenido provisional podrá hacer que le examine un médico 
si así lo solicita al Procurador del Rey. Este magistrado podrá designar un médico 
para que proceda a examinar a un detenido. El Procurador del Rey puede disponer 
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esta designación, si lo considera necesario en cualquier momento durante la 
detención, y el oficial de 1~ policía judicial no debe asistir a ella por respeto 
al secreto profesional del médico. El examen debe realizarse en la comisaría. 

3. Si el médico considera que el estado de la persona es incompatible con la 
detención o los interrogatorios, éstos no podrán proseguirse. El oficial de la 
policía judicial puede solicitar asimismo un médico para protegerse en caso de que 
el acusado estuviera enfermo o herido antes del interrogatorio. 

4. En el segundo caso, crimen o delito no flagrante, el funcionar1o judicial no 
puede retener a un sospechoso más de 48 horas y debe entonces llevarlo ante el 
Procurador del Rey. 

5. La convocatoria del sospechoso, su interrogatorio o declaración se realizan 
sin coacción alguna (en principio se presume la inocencia del procesado). 

6. En los dos casos citados, el Procurador del Rey tiene derecho de custodia y 
control sobre las actividades del oficial de la policía judicial durante el 
desarrollo de todo sumario judicial (artículo 42 del Código de Procedimientos 
Penales) independientemente de la vigilancia del jefe del Ministerio Fiscal 
(articulo 51 del Código de Procedimientos Penales. Además de este control 
funcional, todo funcionario de la policía judicial está sometido asimismo a un 
control jerárquico, sobre todo en cuanto a las prácticas de los interrogatorios, 
que deben ser legales y regulares. 

Pregunta 5 

El empleo de presiones constituye, en la forma más perfecta, el delito de 
"violencias sin causa legítima" previsto en el artículo 231 del Código Penal y 
castigado según la gravedad del caso de conformidad con las disposiciones de los 
artículos 400 a 403 del Código Penal, con penas de prisión o reclusión criminal. 

Pregunta 6 

l. En lo que respecta a los funcionarios públicos sin más precisiones, tal como 
se plantea en la pregunta, la policía y la Gendarmería Real tienen la misma 
competencia que el Procurador del Rey para recibir y examinar esas reclamaciones. 

2. El Jefe del Ministerio Fiscal puede recibir asimismo reclamaciones de este 
tipo, pero ha de transmitirlas, con sus instrucciones, al Procurador del Rey. El 
juez de instrucción es competente también en el caso de reclamaciones en las que se 
constituye una parte civil. 

3. Con respecto a la policía, se pueden distinguir, en consecuencia, dos tipos de 
casos: 

a) Reclamación contra un funcionario de la policía que no tenga la condición 
de oficial de la policía judicial: se instruye la reclamación siguiendo las 
instrucciones del Procurador del Rey (art. 38 del Código de Procedimientos 
Penales). Si hay sospechas serias y cargos suficientes, se suspende de sus 
funciones al sospechoso antes de enviar su caso al tribunal competente. 
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b) Reclamación contra-un oficial de la policía judicial. Si el hecho de que 
se acusa al oficial de la policía judicial se considera crimen o delito cometido en 
el ejercicio de sus funciones, el primer Presidente de la Corte de Apelación al que 
se haya dirigido el Ministerio Público o la parte civil ordena, si hay lugar a 
ello, que el asunto sea instruido por un juez de instrucción elegido fuera de la 
circunscripción en la que el acusado ejerce sus funciones (articulo 270 del Código 
de Procedimientos Penales). 

4. Cuando el oficial de la policía judicial está habilitado para ejercer sus 
funciones en todo el territorio del Reino, es competente con respecto a él el 
Tribunal Supremo. En tal caso, la Cámara Penal del Tribunal Supremo, a petición 
del procurador general ante tal Tribunal, ordena, si hay lugar a ello, que el caso 
sea instruido por uno o varios de sus miembros (instrucción preparatoria). En todo 
caso, la causa del funcionario de la policía judicial no será planteado ante el 
tribunal competente hasta que aqu~l haya sido suspendido de sus funciones como 
medida administrativa provisional. 

Pregunta 7 

Es evidente que los interrogatorios son practicados bajo la responsabilidad de 
un oficial de la policía judicial. En los casos de tortura o de otros tratos de 
este tipo, si se presentan acusaciones contra el oficial de la policía judicial 
acusado, se procede de la manera siguiente: 

"El Presidente del Ministerio Fiscal o el jefe de ~ste presentan a la 
Sala de Acusación las acusaciones hechas contra oficiales de la policía 
judicial en el ejercicio de sus funciones. La Sala de Acusación procede a una 
encuesta y, a requerimiento del Presidente del Ministerio Fiscal, escucha al 
oficial de policía acusado. Este último ha de ser invitado a examinar su 
expediente de funcionario de la policía judicial, elaborado en el Ministerio 
Fiscal del Tribunal de Apelación. Tiene derecho a solicitar la asistencia de 
un abogado. 

Si la Sala de Acusación considera que el oficial de la policía judicial 
ha cometido una infracción contra las leyes penales, ordena que se transmita 
el informe al jefe del Ministerio Fiscal para que lo utilice según proceda. 
Las decisiones tomadas por la Sala de Acusación contra los oficiales de la 
policía judicial son notificadas, a petición del jefe del Ministerio Fiscal, a 
las autoridades competentes• (art. 244 a 249 del Código de Procedimientos 
Penales). 

Pregunta 8 

Como se dijo anteriormente, en estos casos se sigue el procedimiento normal. 
Las penas aplicadas están previstas en el Código y, naturalmente, para arlicarlas 
pueden tenerse en cuenta todo tipo de medidas agravantes, atenuantes o de sus­
pensión de penas. Así, el artículo 231 del Código Penal establece lo siguiente: 

"Todo magistrado, funcionario público, agente o delegado de la autoridad 
o de la fuerza pública que, sin causa legítima, utilice o haga utilizar 
violencias contra las personas en el ejercicio o con n~tivo del ejercicio de 
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sus funciones, será castigado por esas violencias y según su gravedad con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos 401 a 403, pero la pena aplicable se 
agravará del siguiente modo: 

Si se trata de un hecho que constituya un delito, la pena aplicable se 
elevará al doble de la prevista para la infracciónJ 

Si se trata de un crimen sancionado con la reclusión temporal, la pena 
aplicable será la reclusión perpetua.• 

Pregunta 9 

1. Estas sanciones se suman a las sanciones judiciales y con mucha frecuencia las 
preceden. Así, el funcionario de policía acusado puede ser suspendido de sus 
funciones o expulsado si se le condena a una pena firme de prisión. En cuanto a 
los reglamentos de las asociaciones profesionales mencionadas en la pregunta, no 
prevé concretamente el caso de que uno de sus miembros pudiera ser declarado 
culpable .de actos de tortura. 

2. Sin embargo, por lo que respecta al Colegio de Médicos y al Colegio de 
Abogados, podrían aplicarse perfectamente cláusulas de tipo general en caso de que 
uno de sus miembros hubiera cometido tales sevicias. 

3. Así, el artículo 25 del Decreto Real de 1965, con categoría de ley, relativo 
al Colegio de Médicos dispone lo siguiente: •Habrán de comparecer ante el tribunal 
del Consejo Regional los médicos que faltaran a los deberes de la profesión". 

4. El artículo 27 precisa que •el Consejo Regional reunido en calidad de consejo 
disciplinario, puede pronunciar, según la gravedad de los hechos ••• una de las 
penas disciplinarias previstas en el artículo 3 bis del dahir y que son las 
siguientes: ---

a) Advertencia en la Cámara del ConsejoJ 

b) Censura con inscripción en el informe administrativo y profesional¡ 

e) Suspensión durante un ano como máximoJ 

d) Expulsión del Colegio. 

5. Asimismo, el artículo 54 del Decreto Real con carácter de ley de 19 de 
diciembre de 1968 sobre la organización de la abogacía y el ejercicio de la 
profesión de abogado precisa lo siguiente: •El Consejo del Colegio, en su calidad 
de consejo disciplinario, persigue y reprime las infracciones y las faltas 
cometidas por los abogados inscritos entre sus miembros o como pasantes•. 

6. El artículo 55 aftade: 

•Las penas disciplinarias son las siguientes: 

a) Advertencia¡ 

/ ... 
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La advertencia, la reprensión o la suspensión temporal pueden tener 
además como consecuencia, por la decisión en que se pronuncia la pena 
disciplinaria, la privación del derecho a pertenecer al Consejo del Colegio 
durante un período no superior a diez aftos.• 

7. Conviene precisar que el ejercicio de actos de tortura por un miembro de una 
asociación profesional daría lugar no solamente a las penas disciplinarias citadas 
antes, sino ~ambién a las sanciones penales previstas en el Código Penal marroquí 
(hasta ahora nunca se ha dado en Marruecos un caso de este tipo). 

Pregunta 10 

l. Esta pregunta es poco concreta, pero podría entenderse que se refiere a los 
abusos a los que podrían dar lugar los tratamientos psiquiátricos y psicológicos. 

2. El internamiento judicial en un establecimiento psiquiátrico se considera 
medida de seguridad en virtud del artículo 61 del Código Penal marroquí. Sin 
embargo, esta cuestión delicada es objeto de detenida consideración en el Código 
Penal marroquí (arts. 75 a 79; art. 320). 

3. El artículo 76 prevé que: 

•cuando una jurisdicción considera, tras examen médico, que el individuo 
que le ha sido presentado bajo la acusación de crimen o de prevención de 
delito es totalmente irresponsable debido a perturbaciones mentales ~xistentes 
en el momento de la comisión de los hechos que se le imputan, debe: 

a) Comprobar que el acusado o el detenido, en el momento de comisión 
del delito, se encontraba en la imposibilidad de comprender o de elegir 
voluntariamente, debido a perturbaciones de sus facultades mentales; 

b) Declararle totalmente irresponsable y decretar su absolución; 

e) Ordenar, si las perturbaciones persisten, su internamiento en un 
establecimiento psiquiátrico. 

La validez del título de la detención se prolonga hasta el internamiento 
efectivo.• 

4. El Código Penal dispone asimismo (articulo 77) que •El internado debe ser 
puesto en observación inicialmente, y ser examinado en todas las ocasiones en que 
el psiquiatra lo exija, y en todo caso al menos una vez cada seis meses•. 

S. Por otra parte, conviene seftalar asimismo que el artículo 33 del dahir (ley) 
de 30 de abril de 1959 sobre la prevención y el tratamiento de las enfermedades 
mentales y la protección de los enfermos precisa lo siguiente: 
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•será castigada éon un mes a dos anos de prisión y una multa de 50.000 a 
500.000 francos, o con una de estas dos penas solamente, toda persona que, •s 
sabiendas y con intención de provocar una hospitalización injustificada en 11n 
servicio psiquiátrico, proporcione a un funcionario público datos falsos sobre 
el comportamiento y el estado mental de una persona.• 

6. El artículo 37 del mismo dahir precisa asimismo lo siguiente: 

"Será castigado con dos meses a dos anos de prisión y con una multa de 
100.000 a 500.000 francos, o con una de estas dos penas, solamente todo 
director o encargado de un establecimiento o servicio psiquiátrico y todo 
médico que retenga a una persona en un establecimiento o servicio psiquiátrico 
en contra de lo dispuesto en el presente dahir y En las disposiciones del 
Código Penal relativas a las medidas de seguridad judicial ••• • 

Pregunta 11 

Desde la adopción de la Declaración, ninguna autoridad judicial ha examinad~~ 
ningún asunto relativo a actos de tortura. 

Pregunta 12 

No existe en Marruecos organismo alguno encargado de pagar indemnizaciones. 
Son las víctimas quienes han de iniciar un procedimiento judicial para obtener 
compensación del autor de la infracción. Llegado el caso, el Estado será 
responsable del pago de las indemnizaciones a las que sea condenado el funcionario. 

Pregunta 13 

l. En ciertos casos, el oficial de la policía judicial podría ser llamado a 
declarar ante el juez sobre los medios psicológicos a los que hubiera recurrido 
para provocar la declaración. El acta de la declaración, aunque es la pieza clave 
del informe, no asegura ineluctablemente una condena penal. Sirve para que los 
jueces, según su iniciativa y libre convicción, tomen una decisión, y a ellos puede 
no convencerles (artículo 288 del Código de Procedimientos Penales). Si el 
inculpado se retracta, el tribunal, a falta de elementos suficientes para 
considerar válida su declaración, puede considerar que ésta no se mantiene y el 
acusado puede ser puesto en libertad en caso de duda. De este modo, si se 
descubriese que las declaraciones se habían conseguido recurriendo a la tortura o 
incluso a simples violencias, sin duda serían consideradas nulas dado que las 
audiencias de las jurisdicciones penales son públicas. (El artículo 289 del Código 
de Procedimientos Penales dispone que "el juez sólo puede fundar su decisión sobre 
pruebas proporcionadas durante los debates y tratadas en su presencia verbalmente y 
careos mediante un procedimiento contradictorio".) 

2. En todos los casos, el acta de la declaración es considerada en su justo 
valor, y los jueces tienen el poder soberano de apreciar la fuerza probatoria de 
las declaraciones y las de su retractación, cuando las declaraciones no se ven 
corroboradas por comprobaciones materiales o por otras pruebas decisivas. Conviene 
seftalar que las actas levantadas por oficiales de la policía judicial sirven de 
prueba mientras no se demuestre lo contrario (artículo 291 del Código de 
Procedimientos Penales). 

/ ... 
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El Ministerio de Estado encargado de las Relaciones Exteriores del Reino de 
Marruecos ha comunicado a los diferentes departamentos ministeriales (entre ellos 
al Ministerio de Información) la Declaración sobre la Protección de Todas las 
Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
que figura en el anexo de la resolución 3452 (XXX) de la Asamblea General, con 
fecha 9 de diciembre de 1975, pidiéndoles que den publicidad, tanto dentro de sus 
departamentos como entre el público en general, a la citada Declaración. El 
Ministerio ha dirigido asimismo a estos departamentos, para su información, el 
cuestionario relativo a tal declaración y las respuestas del Gobierno del Reino. 

Pregunta 15 

No hay nada que seftalar a este respecto. 

TRINIDAD Y TABAGO 

[Original: inglés) 
[21 de junio de 1979) 

l. La Constitución de la República de Trinidad y Tabago es una Ley por la que se 
crea la República de Trinidad y Tabago y se promulga su correspondiente 
Constitución en reemplazo de la Constitución anterior. En virtud de la Parte I del 
capítulo I de la Sección 4 de dicha ley se seftala especialmente a la atención la 
existencia y continuación de la existencia, sin discriminación por motivos de raza, 
origen, color, religión o sexo, de los siguientes derechos y libertades fundamen­
tales que se consagran en la Constitución, a saber: 

a) El derecho del individuo a la vida, la libertad, la seguridad personal y 
al goce de la propiedad, y a no ser privado de ese derecho, salvo debido proceso 
legal; 

b) 
la ley. 

El derecho del individuo a la igualdad ante la ley y a la protección de 

2. Además, en virtud de la sección S, ninguna ley podrá derogar, disminuir o 
infringir la protección de los derechos humanos básicos reconocidos en la sección 4; 
tampoco se podrá autorizar la abolición, disminución o infracción de estos derechos 
a menos que lo dispongan expresamente ese capítulo y la sección 54. Además, y a 
reserva de ese capítulo y de la sección 54, el Parlamento no podrá privar a una 
persona del derecho a comparecer en una audiencia imparcial y pública ante un 
tribunal independiente e imparcial para determinar sus derechos y obligaciones o la 
validez de una acusación criminal formulada contra dicha persona. La protección de 
estos derechos y libertades está expresamente estipulada en la sección 5. 

3. En virtud de las secciones 90 a 98, 104, y 110 a 111 de la Constitución de la 
República de Trinidad y Tabago de 1976, se prevé el nombramiento, el mandato y las 
funciones del Director de Procedimiento Criminal, el Representante (Ombudsman), los 
jueces y los funcionarios judiciales en la Administración Pública. 
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4. La Ley del servicio Judicial de 1977 establece las disposiciones para la 
creación, clasificación, remuneración y funciones de los funcionarios de un 
Servicio Judicial, y para otras cuestiones relativas a la relación entre el 
Gobierno y el Servicio Judicial. Además, la Ley de Sueldos y Pensiones de Juece1s 
de 1965, determina los sueldos, pensiones y otras condiciones de servicio de los 
Jueces de la Corte Suprema de Justicia. Bl reglamento de las COndiciones de 
Servicio y Franquicias para los Jueces, de 1965 y 1971, contiene disposiciones 
elaboradas en virtud de la sección 14 de la Ley de Sueldos y Pensiones de los 
Jueces, de 1965, que trata de las vacaciones y de los subsidios para viajes por 
vacaciones, las viviendas, el transporte, los subsidios para choferes, a~nteni­
miento, gastos de representación, tratamiento médico y exención de impuestos a ~)S 
réditos. 

5. Cabe seftalar que los jueces son un grupo a la vez privilegiado y limitado, 11n 
vista de que se exige un nivel elevado de conducta y carácter a esos funcionario:s 
para lograr la imparcialidad y la independencia necesarios para administrar la 
justicia que se espera de ellos. 

6. El Poder Judicial decide acerca de casos en los que el Gobierno tiene o bien 
un interés muy remoto o bien ninguno. El Poder Judicial debe encargarse de diri:air 
las querellas entre los ciudadanos y, rara vez, entre los ciudadanos y el Gobierno. 
En consecuencia, la posibilidad del Gobierno de influir sobre la conducta de un 
miembro del Poder Judicial es sumamente remota. 

7. El volumen 1 del capítulo 4 No. 2 de la Ordenanza sobre los Jurados, una 
Ordenanza relativa a los jurados y sus miembros con las correspondientes enmiendas, 
está destinado a asegurar la imparcialidad e independencia de los integrantes de 
los jurados. Además, se elaboró en virtud de la mencionada ordenanza, una lista de 
miembros de jurados, presentada por el Funcionario del Registro de cada una de las 
diferentes zonas de registro del país para el afto que comienza en julio de 1978. 

8. Otras medidas legislativas pertinentes, y que en alguna medida procuran 
asegurar la imparcialidad e independencia de la profesión jurídica, son las 
siguientes: 

a) La Ley de Asistencia y Asesoramiento Jurídico de 1976 - una ley que 
permite que las personas que necesiten y no puedan costear asesoramiento jurídico y 
representación legal tengan acceso a él. 

b) Ordenanza 22/1977, relativa a los Funcionarios encargados de 
Mantenimiento de la Ley. 

e) Ordenanza relativa a los Procuradores, No. 4, capitulo 7. 

d) Ley de la Suprema Corte de Justicia, de 1962, reglamentos de 1965 y de la 
sección 77 sobre la actuación de abogados ante juzgados superiores (Procediaientos 
disciplinarios) G.N. 170/1977. 

9. El Libro Blanco de la Reforma Jurídica, preparado recientemente por el 
Gobierno, propone cambios en lo relativo a 1a facultad de detención y la fianza. 
Resultan especialmente importantes los esfuerzos por remediar el hecho de que se: 
suele mantener detenidas en custodia por períodos indebidamente largos a peraona.s 
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1e no comparecen inmediatamente ante un tribunal. Por otra parte, con frecuencia 
~armante, las denuncias de haberse obtenido confesiones de los acusados mediante 
!. ejercicio de la fuerza y la violencia, han influido recientemente sobre los 
•rados para que éstos dieran veredictos de inocencia. Por otra parte, se ha 
:opuesto establecer una legislaci6n sobre estas cuestiones que, sin limitar 
1encialmente los poderes policiales existentes, establezca derechos constitu­
lonales, y se exigirá su cumplimiento. 

l. Debe seftalarse que todas las medidas legislativas mencionadas y las reformas 
:opuestas tienden a asegurar la imparcialidad e independencia del cuerpo judicial, 

los jurados y de la profesión jurídica, para garantizar la no discriminación en 
1 aplicación de la justicia. 

:egunta 1 

TURQUIA 

(Original: inglés] 
(4 de mayo de 1979] 

La legislación de Turquía relativa a la •protección de todas las personas 
•ntra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes• contiene 
tS siguientes disposiciones: 

a) En el preámbulo de la Constituci6n, además de los otros objetivos prin­
.pales, se ha incluido también el objetivo de asegurar y garantizar los derechos 
~anos y las libertades. En el articulo 14 del capítulo II de la Constitución se 
:tablece que •no se someterá a nadie a malos tratos o torturas. No se aplicará 
.ngún castigo incompatible con la dignidad humana•. ~-

b) En los artículos 243 a 251 del Código Penal de Turquía bajo el título 
sltrato de personas por funcionarios del Gobierno•, se dispone que los funcio­
lrios del Gobierno de las distintas categorías encargados de la aplicaci6n de las 
!yes están sujetos a sanciones y al despido del cargo en caso de que cometan 
•rturas u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes en el desempefto de sus 
tnciones. 

Las disposiciones indicadas en el párrafo anterior se aplican también durante 
período de vigencia de la ley marcial. 

egunta 2 

Los programas de capacitación dedicados a los funcionarios encargados de hacer 
mplir la ley se organizan y ejecutan de conformidad con los principios previstos 

la Constitución, el Código Penal y la legislaci6n pertinente relativa a los 
ganismos a que pertenecen dichos funcionarios. 

egunta 3 

Los funcionarios encargados de la vigilancia de los presos siguen programas 
peciales de capacitación. 
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Pregunta 4 

Inspectores del Ministerio de Justicia y del Alto Consejo de Magistrados 
controlan regula'rmente las pr,cticas relativas a la Oficina del Fiscal Público Y 
las actuaciones de los tribunales, así como los organismos de ejecución. 

Pregunta 5 

Además de las personas que, de conformidad con la legislación de 'l'urquía, h~m 
cometido torturas y serán enjuiciadas en consecuencia, otras personas que han 
participado en dichos delitos esttn sujetas a sanciones como se prevé en los 
artículos 64 a 67 del Código Penal. 

Pregunta 6 

En virtud del artículo 151 de la Ley de Procedimiento Penal, las personas que 
han sufrido torturas y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes pu~len 
presentar reclamaciones verbales o escritas ante el Fiscal Público, los tribunal~!S 
de policía o los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 

Pregunta 7 

En caso de que un funcionario público encuentre pruebas en el sentido de qut! 
se han cometidos torturas, los fiscales públicos pueden empezar por su cuenta a 
investigar el caso. 

Pregunta 8 

l. Si se presenta un caso de tortura según lo previsto en las preguntas 6 
y 7 supra, se inicia contra el acusado una acción pública y acusación criminal cc)n 
arreglo a los artículos 243 y 261 del Código Penal. En caso de que el acusado St!a 
declarado culpable, dependiendo de la naturaleza del delito, puede ser sentenciado 
a prisión de tres meses a tres aftos o se lo puede sancionar mediante la separacic)n 
o el despido de su cargo. 

2. En virtud del articulo 89 del Código Penal y del articulo 6 de la Ley 
sobre la aplicación de sentencias, siempre que se haya sentenciado a una persona a 
una de las penas mencionadas y ai antes de eso no se lo ha declarado culpable de 
cualquier delito penado en algo -'s que el pago de una multa, el tribunal puede 
suspender la aplicación de la sentencia si está convencido por el examen de su 
comportamiento anterior y su disposición .oral de que dicha persona no cometerá 
ningún otro delito en el futuro. 

3. De conformidad con la Constitución de 'l'urquía, la Gran Asamblea Nacion<tl 
de Turquía tiene facultades para declarar indultos y amnistía generales o espe­
ciales. Además, el Presidente de la República puede conmutar a un detenido una 
pena o un indulto por razones de enfer•edad crónica, mala salud o ancianidad 
(artículo 64 de la Constitución). 
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1. En el capítulo 7 de la Ley No. 657 sobre funcionarios públicos se han 
indicado las siguientes categorías de sanciones disciplinarias: amonestación, _ 
comentarios y observaciones críticos, suspensi6n por un período corto, separación 
temporal y posteriormente permanente del puesto. Las condiciones que se aplican a 
esas sanciones disciplinarias están establecidas tambi'n en la ley mencionada. 
Además, se han incluido ciertas disposiciones de car,cter análogo en las leyes 
sobre el ejercicio de ciertas profesiones tales coao las de abogado y médico. 

2. Con arreglo a los artículos 48 y 49 de la Ley No. 657 sobre funcionarios 
públicos, la prisión con trabajos forzados o por .As de seis meses da también como 
resultado el despido permanente de los cargos p6blicoa. 

Pregunta 10 

Las respuestas a las preguntas 8 y 9 supra son taabién válidas para la 
pregunta 10. 

Pregunta 11 

Aun antes de las adopción de la declaración de las Naciones Unidas sobre la 
protección contra la tortura, ya estaban en vigencia las disposiciones de la 
Constitución y la legislación de Turquía ya mencionadas. y los tribunales u órganos 
competentes adoptaban las medidas necesarias respecto de las personas culpables de 
dichos actos. Naturalmente la práctica existente se continuará. 

Pregunta 12 

Las personas que han sido objeto de torturas y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, pueden iniciar un juicio por daftos ante las autoridades 
administrativas o jurídicas y exigir indemnización por daftos morales y materiales. 

Pregunta 13 

De conformidad con el articulo 254 de la Ley sobre la práctica de los tri­
bunales criminales, los tribunales, cuya independencia está garantizada por la 
Constitución y las leyes pertinentes, pueden ~valuar libremente las pruebas obte­
nidas en las investigaciones y las audiencias del tribunal, y actuar en conse­
cuencia. En la práctica, los tribunales turca. no aceptan pruebas que se hayan 
obtenido mediante torturas y prácticas análogas. 

Pregunta 14 

Se ha informado a las autoridades competentes y a los funcionarios encargados 
del orden público sobre los principios contenidos en la Declaración y sus conse­
cuencias para el trato de los presos y su castigo. 
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Pregunta 15 

Como se indicó en la respuesta a la pregunta No. 11, antes de la adopción de 
la Declaración, las personas declaradas culpables de los delitos de tortura cc>n 
arreglo a la legislación turca eran sentenciadas y estaban sujetas a las pena1; 
previstas en dicha legislación. 

YEMEN DEMOCRATICO 

[Original: árabe) 
[18 de julio de 1979) 

Pregunta 1 

l. La República Democrática Popular del Yemen prohíbe la tortura y otros tratos 
penas crueles, inhumanos o degradantes con arreglo al texto de su Constitución 
promulgada el 30 de noviembre de 1970 (en su forma enmendada el 31 de octubre 
de 1978) y a su legislación vigente. El artículo 45 de la Constitución garantiza 
la libertad personal y dispone que no se permitirá el arresto salvo en relación ce 
hechos punibles por ley. El artículo antes mencionado agrega categóricamente que 
"no se someterá a tortura a ninguna persona durante las investigaciones ni se la 
obligará a confesar ni se le tratará en forma inhumana ••• y están prohibidas las 
penas corporales". La Constitución restringe también el poder de la legislatura y 
el artículo 48 de la Constitución estipula que •ninguna ley dispondrá penas cruele 
o inhumanas". 

2. Estos principios constitucionales se reafirman en el Código Penal (articulo E 
y 7 de la Ley No. 3 de 1976). El artículo 38 del Código enumera los principios 
generales para las medidas y penas en la forma siguiente: 

a) La responsabilidad penal es personal; 

b) Las penas no deben ser crueles ni inhumanas; 

e) Están prohibidas las penas corporales; 

. ,, •, 

d) Las medidas y las penas deben ser proporcionadas al delito; 

e) S6lo podrán imponer penas restrictivas de la libertad los tribunalE~S 
competente-; 

f) Se cuidará de que se impongan las medidas y penas en conformidad C()n la! 
circunstancias del transgresor; 

g) Las medidas y penas estarán encaminadas primordialmente a la refor1~ y 
reeducación del reo en un espíritu de respeto a la ley y a las convenciones 
sociales de la vida humana. 
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Batos principios reflejan una visión moderna y humanitaria de la cuestión del 
castigo. Bl castigo no debe considerarse una venganza, desquite o represalia sino 
un aedio para reformar y reeducar al reo y prepararlo para su reintegración a la 
sociedad, a fin de que participe en su desarrollo y evolución. Bate propósito y la 
aplicación de los principios humanitarios se observan claramente en la foraa en que 
el Código Penal se ocupa de ciertas dificultades en lo que atafte a la imposición d~ 
las penas. El artículo 53 del Código estipula que, en caso de que fuese imposible 
cobrar una .ulta a un reo, el tribunal, a solicitud de la Oficina del Procurador 
General y con respecto a delitos para los cuales se especificare una pena de 
reclusión o multa, podr' sentenciar al delincuente a servicios obligatorios en un 
proyecto p6blico a razón de dos días por dinar hasta un período aáximo de un afto. 
El tribunal podr' rechazar la solicitud y conceder al reo un plazo de gracia. Bl 
artículo 59.del Código Penal define la •reclusión• como •1a destinación del reo a 
una penitenciaría estatal en que se asigne al preso a trabajos de beneficio social 
compatibles con sus capacidades y encaminados a elevar su nivel de formación, en 
conformidad con un programa educativo y cultural tendiente a estimular su concien­
cia y reintegrarlo a la nueva sociedad yemenita•. 

3. Bn relación con la prohibición de la tortura y otros tratos crueles en cir­
cunstancias excepcionales como estado de guerra, el capítulo I de la sección 
especial del Código Penal estipula una lista de delitos contra la paz, la humanidad 
y los derechos humanos. Desde el punto de vista de la ley, se preserva la res­
ponsabilidad criminal del transgresor y éste no podr' alegar en su defensa el 
argumento de que estaba velando por el cumplimiento de la ley o llevando a cabo una 
orden impartida por un superior si cometió uno de los delitos enumerados en el 
capítulo I de la sección especial (artículo 101- penas). El artículo 100 del 
Código Penal dispone que cualquiera que cometa cualquiera de los siguientes actos, 
que se consideran como violación de los principios del derecho internacional 
durante encuentros armados, ser' castigado con reclusión por un período no inferior 
a cinco aftos, y la pena ser' reclusión o pena capital si el transgresor delibera­
damente causa perjuicios graves: 

a) Hacer uso de armas prohibidas u ordenar su USOJ 

b) Cometer actos inhumanos contra civiles, heridos, enfermos, personas 
desarmadas o prisionerosJ 

e) Cometer actos de pillaje y saqueo, sabotaje sin justificación ailitar u 
ordenar la comisión de tales actOSJ 

d) Abusar o hacer uso indebido de la Media Luna Roja o símbolos semejantes o 
cometer actos de violencia contra personas portadoras de este símbolo o contra 
establecimientos que pertenezcan a la Media Luna RojaJ 

e) Cometer actos de violencia contra negociadores protegidos por una bandera 
de tregua u ordenar la comisión de tales actos. 
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Pregunta 2 

La Constitución, el Código Penal y el Código de Procedimientos Penales cons­
tituyen el material básico que estudian los pasantes en el Colegio de Oficiales de 
la Policia y el Instituto de Derecho; éstos son los dos establecimientos de que,, 
por norma general, se gradúan los funcionarios encargados de hacer cumplir la ltty 
(oficiales de la policía criminal). Ellos estudian también métodos científicos 
modernos de investigación y de interrogatorio. Se dictan cursos de capacitación, y 
el Procurador General de la República o sus representantes dictan periódicament•~ 
conferencias a los oficiales investigadores durante las cuales se examinan las 
leyes más recientes y se destaca la necesidad de preservar y acatar la juridicidad 
democrática. 

Pregunta 3 

Como puede verse claramente en la respuesta a la pregunta anterior, la 
Constitución prohibe la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degra­
dantes. La Constitución estipula asimismo que ninguna ley dispondrá penas crueles 
o inhumanas. Puesto que la Constitución es la ley básica del Estado, las instruc­
ciones o directivas impartidas a personas que se encargan de la detención o el 
trato de presos se hallan en conformidad con dichos principios constitucionales, 
y tales instrucciones y directivas afirman la necesidad del trato humano de los 
presos. 

Pregunta 4 

La Constitución asigna al Procurador General de la República la responsabi­
lidad de supervisar el acatamiento de la ley en los centros de detención y pre­
vención (articulo 132 de la Constitución). Esta función de supervisión se espe­
cifica en forma clara y detallada en la Ley de Enjuiciamientos (Ley No. 1 de 1973) 
y en el Código de Procedimientos Penales vigentes en la República. El párrafo 7 
del artículo 10 de la Ley de Enjuiciamientos estipula que las funciones del 
Procurador General incluirán el control de los organismos investigadores, las 
instituciones penales y los centros de detención y la promulgación de las instruc­
ciones necesarias para tal fin. El articulo 65 del Código de Procedimientos 
Penales detalla las funciones del Procurador General de la República en relacié.n 
con la preservación de la juridicidad democrática durante las diversas etapas d.el 
procedimiento penal en los siguientes términos: 

l) El Procurador General de la República, personalmente o por conducto c:ile 
sus representantes subordinados, supervisará la escrupulosa aplicación de la le·y en 
relación con el procedimiento penal; 

2) En cada etapa del procedimiento penal, el Procurador General tendrá la 
oh1igación de adoptar las medidas que disponga la ley para la eliminación de tc~a 
v~c· 'ación de la juridicidad, sin consideración a la identidad de la persona re~:l-
r • ,::able de tal violación; 

3; La Oficina del Fiscal General ejercerá sus poderes en relación con el 
pt0cédimiento penal independientemente de cualquier autoridad o funcionario, sujeta 
s6~o a la ley y en conformidad con las instrucciones del Procurador General de la 
Re-::-:úbl; -:a; 
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4) Las decisiones adop~adas por la Oficina del Procurador General en con­
formidad con la ley tendrán validez para todos los organismos funcionarios y 
ciudadanos. 

El Procurador General de la República es nombrado por el Consejo Popular 
Supremo y dirige la Oficina de Enjuiciamientos. La Oficina se organiza en forma 
vertical en todas las partes de la República, es independiente de cualquier auto­
ridad local y está subordinada únicamente al Procurador General de la República. 
~1 Procurador General ejerce sus funciones de supervisión sobre los diversos orga­
~ismos investigadores e instituciones penales por conducto de sus representantes, 
~ue están sujetos a sus directivas e instrucciones en la mayoría de dichos orga­
~ismos e instituciones y a los cuales se asigna en condiciones de dedicación exclu­
siva. Estos imparten las directivas necesarias para la debida ejecución de las 
investigaciones y supervisan la aplicación de la ley y la observancia de la juri­
~icidad democrática. Se espera que en breve se asigne a dichos representantes del 
?rocurador General a los organismos e instituciones correspondientes una vez que 
;e cuente con los recursos humanos con la capacitación jurídica necesaria. 

?regunta 5 

El Código Penal vigente en el Yemen Democrático prevé penas para los actos de 
:ortura y las confesiones forzadas. El artículo 134 del Código Penal prevé la pena 
le reclusión por un período no superior a los ocho aftos para cualquier persona que, 
leliberadamente y mediante tortura, cause graves daftos corporales que pongan en 
)eligro la vida u ocasionen la pérdida de la vista o el oído, la pérdida de una 
:unción de cualquier otra parte del cuerpo, una enfermedad mental o un aborto. El 
•rtículo 221 de la sección del Código Penal relativa al abuso de autoridad dispone 
¡ue: 

1) Cualquier funcionario que a sabiendas y en contravención de la ley 
letenga a una persona será castigado con destitución del cargo y una multa no 
1uperior a 50 dinares. 

El artículo 222 de la misma sección del Código Penal estipula que: 

1) Cualquier funcionario público que en el ejercicio de sus funciones 
ttilice la fuerza u ordene el uso de la fuerza o de amenazas contra una persona a 
in de inducir a dicha persona a confesar un crimen, o contra de un testigo, un 
xperto o un intérprete a fin de inducir a dicha persona a formular declaraciones o 
'roporcionar información en relación con un crimen, será castigado con reclusión, 
or un período no superior a siete aftos, y el tribunal ordenará que se destituya al 
ransgresor de su cargo. 

2) En relación con la participación y la complicidad en un delito o la ten­
ativa de cometerlo, la sección general del Código Penal contiene disposiciones que 
specifican la responsabilidad y los castigos de los cómplices de un delito y 
ambién la pena por la tentativa de cometer un delito. Estas disposiciones gene­
alea tienen validez en casos en que las disposiciones relativas a un delito en 
special no dispongan penas concretas por la complicidad en un delito o en la ten­
ativa de cometerlo. El articulo 24 del Código Penal estipula que •cualquier 
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persona que activamente pa.í:ticipe o colabore en un delito o instigue a su comisilón 
incurrirá en las penas, prescritas para tal delito, salvo que en el Código se 
estipule otra cosa ••• •. El articulo 19 del Código define las penas para la ten­
tativa de cometer un delito en la forma siguiente: 

1) Cualquier funcionario público que, a sabiendas y en contravención de la 
ley, detenga a cualquier persona, será castigado con una condena suspendida de 
reclusión, con destitución del cargo o con reclusión por un periodo no superior a 
un ano. 

2) Toda tentativa de cometer un delito será penada en conformidad con la1; 
disposiciones que se ocupan de la responsabilidad por el delito en cuestión. Al 
determinar la pena, la judicatura tcmará en consideración la índole y la graved;sd 
social de los actos cometidos por el transgresor, la medida en que se ha deter­
minado la intención criminal y las razones por las que no se llegó a cometer el 
delito, teniendo presente que la pena no deberá ser mayor que la mitad de la pena 
máxima prescrita para el delito en cuestión. 

3) Si la pena máxima para el delito es la pena capital, la pena por inte:nto 
de cometer dicho delito será la de reclusión por un período no superior a los 
15 af'los. 

4) Las disposiciones relativas a las penas accesorias para el delito con­
sumado se aplicarán a la tentativa de cometer dicho delito. 

5) Todo lo anterior se aplicará a menos que la ley disponga otra cosa. 

Pregunta 6 

Como principio general establecido en la Constitución, todo ciudadano tiene 
derecho a presentar reclamaciones y propuestas ante los organismos e instituciones 
del Estado (artículo 43 de la Constitución). Como ya se ha explicado en la res­
puesta a la pregunta 4 supra, la Constitución y la ley asignan al Procurador 
General de la República la responsabilidad de la supervisión de los organismos 
investigadores e instituciones penales a fin de proteger la dignidad de los ciu­
dadanos y de velar por que no se les acuse indiscriminadamente ni se restrinjan 
ilegalmente sus derechos. El procedimiento para plantear reclamaciones contra 
dichos organismos e instituciones se establece en diversas disposiciones incluidas 
en el Código de Procedimiento Penal. En virtud de estas disposiciones, el sosP'e­
choso, el acusado, el demandado, el testigo, el intérprete, el experto, el dema.n­
dante, la parte ofendida y cualesquiera otras personas tienen derecho a plantear 
una reclamación en forma de petición presentada ante el fiscal responsable de la 
supervisión del procedimiento de instrucción, contra cualquier decisión adoptacla 
por el organismo investigador. Las reclamaciones en contra de decisiones adopt.adas 
por un fiscal se presentan ante una autoridad superior en la Oficina del Procurador 
General. Se pueden presentar también directamente reclamaciones a un miembro clel 
organismo investigador, el que debe informar de inmediato al fiscal de que se lila 
planteado una reclamación. El fiscal deberá emitir un dictamen sobre la reclauaa­
ción dentro de los tres días siguientes a su presentación y deberá notificar al 
demandante del resultado. Si el fiscal considera justificada la reclamación, 
deberá impartir las instrucciones pertinentes, que serán obligatorias para el c•rga­
nismo investigador (artículos 221 a 224 del Código de Procedimientos Penales). 
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En la respuesta a la pregunta 6 se describe el procedimiento que ha de 
seguirse en caso de reclamaciones. En este contexto, cabe destacar que en las 
distintas disposiciones jurídicas en que se definen las funciones del Procurador 
General de la República en su carácter de autoridad encargada de hacer que todos 
los órganos competentes de la República cumplan la legislación en vigor y la hagan 
cumplir, no se limita su función de supervisión a los casos en que se reciben 
reclamaciones de las partes agraviadas. Por el contrario, en dichas disposiciones 
se obliga al Procurador General y a sus representantes a cumplir sus obligaciones 
y, si existen motivos razonables para creer que se ha perpetrado un acto de 
tortura, el Procurador General debe iniciar una investigación ex officio y emitir 
el fallo correspondiente, que es obligatorio para todos los órganos, funcionarios y 
ciudadanos (véase el texto del artículo 65 del Código de Procedimientos Penales 
citado en la respuesta a la pregunta 4 supra). 

Pregunta 8 

l. En la Constitución del Yemen Democrático se.consagra el princ1p1o de la 
igualdad ante la ley (artículo 36). Este principio se reitera y reafirma en el 
artículo 7 del Código Penal y en el artículo 8 del Código de Procedimientos 
PenalesJ si en una investigación se establece que se ha perpetrado un acto de 
tortura se inicia el proceso penal contra el transgresor o los transgresores. El 
Procurador General de la República inicia las actuaciones penales de conformidad 
con las disposiciones legislativas en vigor y se sigue el mismo procedimiento que 
se aplica para los demás crímenes y delitos. 

2. En la respuesta a la pregunta S supra se citaron los artículos 134, 221 y 
222 del Código Penal relativos a las penas que se impondrán a los individuos que 
hayan perpetrado actos de tortura, por lo que se remite al lector a dichos textos. 

3. A modo de principio general, en los casos de condena definitiva y conclu­
yente del delincuente, debe aplicarse la condena. Sin embargo, de acuerdo con la 
opinión moderna y humanitaria del castigo como medio de reformar y reeducar al 
delincuente a los fines de su rehabilitación en la sociedad, el Código Penal ha 
adoptado el principio de la libertad condicional o bajo palabra. El artículo 61 
del Código Penal dice lo siguiente: •En caso de asignación coactiva a un proyecto 
público o a una institución penal, el reo podrá ser dejado en libertad condicional 
o puesto en libertad cuando su conducta en el proyecto o en la institución penal 
permita concluir que se ha reformado y cuando haya cumplido sus obligaciones finan­
cieras respecto del delito por el cual fue condenado por el tribunal, a menos que 
dicho cumplimiento fuera imposible, y siempre que haya prestado servicios en el 
proyecto o en la institución durante la mitad del período de encarcelamiento que le 
fuera impuesto. Dicho período no será inferior a seis meses•. En el artículo 62 
del Código Penal se especifica quiénes tienen derecho a presentar una solicitud de 
libertad condicional o bajo palabraJ en dicho artículo se indica lo siguiente: •el 
auto por el que se dejará al reo en libertad condicional o bajo palabra será emi­
tido por el tribunal de procedimiento sumario con jurisdicción sobre el proyecto o 
establecimiento penal sobre la base de un pedido formulado por el director del 
proyecto o la institución correspondiente o de una solicitud presentada por el reo 
o el Fiscal. De ningún modo podrá apelarse dich~ auto•. 
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4. Además, como norma general, el reo podrá ser puesto en libertad antes de 
haberse cumplido la totalidad de la condena en los casos en que el Presidente del 
Presidio del Consejo Supremo del Pueblo declare una amnistía, un indulto o una 
conmutación de la sentencia de carácter general, según lo dispuesto en el 
párrafo 20 del artículo 94 de la Constitución. 

Pregunta 9 

Las personas que han perpetrado actos de tortura son posibles'de sanciones 
disciplinarias. Dichas sanciones incluyen la expulsión de las asociaciones ocupa­
cionales a las que pertenecen, además de las penas que el tribunal pueda imponerles 
de conformidad con las disposiciones citadas en la respuesta a la pregunta 5 supra 
y que incluye la remoción de cargos públicos en el caso de todo funcionario que 
haya obtenido una confesión por la fuerza. La inhabilitación para ocupar cargos 
públicos está prescrita en términos categóricos y el tribunal responsable debe 
fallar en consecuencia. 

Pregunta 10 

Esta pregunta ya ha sido contestada al responderse a las preguntas 8 y 9 ~~· 

Pregunta 11 

No se ha presentado reclamación alguna, no se han incoado actuaciones ni se~ 
han llevado a cabo investigaciones en relación con denuncias de torturas u otras: 
formas de tratos crueles, etc. 

Pregunta 12 

l. La legislación garantiza la reparacJ.on e indemnización de las víctimas de 
actos de tortura u otros tratos crueles. En el artículo 49 de la Constitución 1(en 
su forma enmendada el 31 de octubre de 1978) se estipula que •todo ciudadano tendrá 
derecho a recibir una indemnización por los daf'ios ocasionados por actos ilegales de 
funcionarios; las condiciones para tener derecho a dicha indemnización, así com:> 
los pr.:..;:edimientós que han de aplicarse, están reglamentados por ley•. 

2. La demanda de indemnización por danos materiales y mentales se efectuará 
mediante una acción civil independiente por daf'ios y perjuicios o por medio de un 
juicio civil que entable la parte agraviada ante el tribunal penal competente. 
Ello s~ estipula en el artículo 8 del Código de Procedimientos Penales, que dic4~ lo 
siguiente: "1) Cuando la acción penal sea incoada por la Oficina del Fiscal, la 
persona que haya sufrido daf'íos materiales o •entales como consecuencia de la pe:r­
petración del delito, ya se trate de un ciudadano o de una sociedad, podrá incoar 
una acción civil contra el acusado o la persona a quien corresponda la responsa:bi­
lldad civil del acto perpetrado por el acusado ante el tribunal en que se haya 
entablado la acción penal. El tribunal conocerá ambas causas en forma simultánea. 
2) Puede entablarse la acción civil presentando una petición al oficial del 
tribunal competente en cualquier estapa de las actuaciones penales, siempre que 
ello se haga antes del comienzo del alegato final de la defensa•. En el párrafo 2 
del artículo 83 del Código se dispone, además, que •1a Oficina del Fiscal podrá 
entablar una acción civil en nombre de un ciudadano agraviado si determina que éste 
no está en condiciones de incoar la acción por sí mismo•. En el artículo 95 del 
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Código se define la responsabilidad civil en lo que respecta a la indemnización en 
los términos siguientes: •corresponderá asumir la responsabilidad civil al 
superior o supervisor responsable ante la ley de los daftos resultantes del acto del 
acusado. Cuando la responsabilidad civil corresponda a varias personas, podrán 
iniciarse actuaciones civiles contra todas o algunas de ellas, de acuerdo con la 
acción penal•. 

3. No existe indicio alguno de que se haya planteado ningún caso de recla­
mación de indemnización en relación con ninguno de los actos delictivos mencionados 
en el cuestionario. 

Pregunta 13 

En el Código de Procedimientos Penales se establece que se considerará que las 
actuaciones son totalmente nulas y carentes de validez cuando se impongan restric­
ciones con respecto a cualquiera de las garantías fundamentales prescritas para los 
ciudadanos (artículo 207 del Código). Cualquiera de las partes podrá hacer uso de 
este argumento en cualquier etapa de las actuaciones, y el tribunal podrá emitir un 
fallo ex officio. En los artículos 104, 141 y 142 del Código se define qué confe­
siones podrán admitirse como pruebas contra el acusado. En dichas disposiciones se 
prohíbe al magistrado dejar constancia de una confesión a menos que, tras interrogar 
al acusado, determine que este último está formulando dichas declaraciones por su 
propia voluntad. El magistrado también deberá seftalar a la atención del acusado el 
hecho de que no está obligado a confesar y que toda declaración que formule podrá 
ser utilizada en su contra. 

Pregunta 14 

Se ha informado a las autoridades competentes acerca de la Declaración sobre 
la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

Pregunta 15 

Las disposiciones constitucionales en que se prohíbe la tortura u otros tratos 
o penas crueles son anteriores a la Declaración y las disposiciones legislativas 
examinadas en la presente respuesta al cuestionario permiten advertir claramente 
que se ha incorporado el contenido de la Declaración a la legislación del Yemen 
Democrático. En consecuencia, en el Yemen Democrático no se ha ropezado con 
dificultad alguna en lo que respecta a la adhesión a las disposiciones de la 
Declaración. 
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Cuestionario relativo a la Declaración sobre la Protección de Todas 
las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes 

Nota: En el presente cuestionario, el término •tortura• tiene el mismo 
significado que en el artículo 1 de la Declaración. 

l. ¿Qué medidas legislativas, administrativas y de otro tipo se han tomado o 
previsto para prevenir y sancionar la tortura y otros tratos o penas crueles, inhu­
manos o degradantes? En particular, ¿qué medidas se toman o prevén para prohibir 
la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en circunstan­
cias excepcionales como estado de guerra, amenaza de guerra, inestabilidad política 
interna o cualquier otro estado de emergencia pública? Indíquense las medidas 
tomadas desde la adopción de la Declaración. 

2. ¿De qué manera y hasta qué punto los programas y actividades de capacitación 
del personal de los servicios encargados de hacer cumplir la ley y de otros fun­
cionarios públicos responsables de las personas privadas de libertad contienen 
información y material didáctico sobre la prohibición de la tortura y otros tratos 
o penas crueles, inhumanos o degradantes? 

3. ¿De qué manera y hasta qué punto se ha incorporado la prohibición de la tor­
tura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en los reglamentos o 
instrucciones en los que se establecen los deberes y las funciones de toda persona 
que pueda intervenir en la custodia o en el trato de presos? 

4. ¿Qué métodos se utilizan para velar por el estudio sistemático de las prác­
ticas de interrogatorio y de las disposiciones para la custodia y el trato de per­
sonas privadas de libertad, con objeto de prevenir la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes? 

s. ¿Son punibles en virtud de la legislación penal los actos de tortura, así como 
la participación y la complicidad en la tortura, la incitación a infligirla o la 
tentativa de hacerlo? 

6. ¿Qué autoridades son competentes para recibir y examinar reclamaciones de 
presuntas víctimas de actos de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes infligidos por funcionarios públicos o a instigación de éstos? Indí­
quense las condiciones en las que se investigan esas reclamaciones y los procedi­
mientos aplicables en esos casos. 

7. Cuando hay motivos razonables para creer que se ha cometido un acto de tortura 
¿proceden las autoridades campentes a una investigación ex officio, incluso en 
ausencia de una reclamación oficial? Indíquense las condiciones en que se efectúan 
esas investigaciones y los procedimientos aplicables en esos casos. 

B. Si de las investigaciones mencionadas en el párrafo 6 o en el párrafo 7 supra 
se deduce que parece haberse cometido un acto de tortura ¿se entabla una acción 
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penal contra el presunto culpable o culpables? Indíquense las características 
principales del procedimiento aplicable a esos JUlClOs. Facilítese información 
acerca de las sanciones previstas, de las posibilidades de suspender la aplicación 
de la sentencia y en qué condiciones, de las posibilidades de aplicar al condenado 
un indulto, amnistía o conmutación de pena, así como cualquier otra información 
pertinente. 

9. ¿Qué sanciones disciplinarias y de otro tipo pueden aplicarse en su caso a las 
personas culpables de torturas? ¿Cabe excluir o suspender a estas personas del 
servicio público o de ciertas profesiones relacionadas con el trato de presos, como 
la de abogado o médico? ¿Qué medidas pueden tomar las asociaciones profesionales 
contra sus miembros condenados por tortura, considerada como una grave violación de 
la ética profesional? 

10. En las respuestas a las preguntas 8 y 9, facilítese también información res:­
pecto de otras formas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

11. Facilítese información sobre si, desde la adopción de la Declaración, se hsm 
abierto investigaciones o se han entablado acciones en relación con denuncias de~ 
tortura u otras formas de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

12. ¿Garantiza la legislación el desagravio y la indemnización de las víctimas de 
actos de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes? De SE!r 
así, indíquense las condiciones y procedimientos para conceder esa indemnización y, 
en particular, si puede exigirse al Estado u otra entidad pública el pago de dic:ha 
indemnización, y en qué medida. Facilítese información sobre si, desde la ado~:ión 
de la Declaración, ha habido alguno de esos casos de desagravio e indemnización .. 

13. Indíquese, en su caso, la legislación o práctica en virtud de la cual se 
Sxcluyen de las pruebas procesales las confesiones obtenidas mediante tortura u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

14. ¿Qué medidas se han adoptado para dar publicidad a la Declaración en los 
órganos y servicios gubernamentales y entre el público en general? 

15. Indíquense los progresos realizados y las dificultades registradas, en su 
caso, en cuanto a la prevención y castigo de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, desde la adopción de la Declaración. 




